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57ª SESIÓN ORDINARIA

C ELEBRA      D A

EN EL TEATRO ITURBIDE LA TARDE DEL MARTES

23 DE ENERO DE 1917

t

SUMARIO
t

1. Se abre la sesión. Son leídas y aprobadas las actas de las sesiones de
ayer. El C. José L. Gómez informa de su comisión y la Presidencia
nombra otra para que visite al C. López. El C. Plutarco Rosales presta
la protesta de ley y se da cuenta con los asuntos en cartera.

2. Leída y pedida dispensa de trámites para una iniciativa que pre-
sentan 71 ciudadanos, relativa a la supresión de corridas de toros,
peleas de gallos, etc., se acuerda que sea discutida cuando se trate
del artículo 117.

3. Se da lectura y se fija día para la discusión de los dictámenes sobre
los artículos 34, 35, 36 y 37. Leído el dictamen sobre los artículos 5º y
123, se reclama el trámite, acordando la Asamblea que se ponga a dis-
cusión hoy mismo. Se sigue dando cuenta con los asuntos en cartera.

4. Se pone a discusión el artículo 5º, suspendiéndose por un momento la
sesión, para que la Comisión le haga una reforma indicada por el C.
Macías.

5. Se reanuda aquélla y es presentado nuevamente el artículo, acordán-
dose que se reserve para su votación. Se pone a discusión el artículo
123 y son reservadas para su votación las fracciones i, ii, iii, iv, v, vi,
vii, viii, ix, x, xi, xii, xiii, xiv, xv, xvi y xvii.

6. Previa discusión de la fracción xviii, se concede permiso a la Comisión
para que la retire y la presente modificada, levantándose en seguida
la sesión pública para constituirse en secreta.

t

Presidencia del C. ROJAS LUIS MANUEL 
t

1

—El C. secretario Ancona Albertos, a las 4 p. m.: Hay una asistencia de 134 ciu-
dadanos diputados. Hay quorum.

—El C. presidente: Se abre la sesión.
—El C. secretario López Lira: (Da lectura al acta de la sesión celebrada la tarde 

de ayer.) Está a discusión.
—El C. Palavicini: Pido la palabra para hacer una rectificación. (Pasa al estrado 

y dice el C. López Lira algo que no se oye.)
—El mismo C. secretario: La rectificación que pide el señor Palavicini... (Voces: 

¿Cuál es?)
—El C. Palavicini: En el acta se dice que yo hablé en mi periódico, y yo no tengo 

periódico: debe decir del periódico que dirijo.
—El C. secretario: Con esta modificación se pregunta si se aprueba el acta. 

Aprobada.
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t

El acta de la sesión de anoche dice: (Leyó.) Está a discusión. En votación económi-
ca, ¿se aprueba? Aprobada. ¿No hay quien pida la palabra?

t

—El C. Gómez José L.: Pido la palabra para dar cuenta a la Presidencia de que 
el que habla y el diputado Zavala pasaron a ver al ciudadano diputado Frausto con 
el fin de darle el pésame por la muerte de su hermana, y el licenciado Frausto quedó 
sumamente agradecido.

t

—El C. secretario: Por acuerdo de la Presidencia se nombra a los ciudadanos 
diputados Alvarado Alberto y Ruiz José P. para que pasen a visitar al ciudadano 
diputado Onésimo López que se encuentra enfermo.

t

Por acuerdo de la Presidencia se suplica al ciudadano Plutarco Rosales se sirva 
pasar a prestar la protesta de ley. 

(Se tomó la protesta.)
t

—El mismo C. secretario, leyendo: 
“El ciudadano presidente municipal de Salina Cruz envía un memorial en el que 

los vecinos de esa localidad piden la erección del istmo en Entidad federativa.—A la 
2ª Comisión de Constitución.

t

“La Sociedad de Fomento y Propaganda Agrícola de Mixcoac envía una iniciativa 
sobre cuestión agraria.—A la 1ª Comisión de Constitución.

t

“La Sociedad Mutualista de Agentes Viajeros envía una iniciativa de adición al 
artículo 117 del proyecto.—A la 2ª Comisión de Constitución.

t

“El ciudadano diputado Rafael P. Cañete presenta una iniciativa de reformas al 
artículo 97 del proyecto.—A la misma 2ª Comisión.

t

“El ayuntamiento de Salamanca, Guanajuato, apoya la protesta de la diputación 
guanajuatense contra la iniciativa de división territorial presentada por los ciudada-
nos diputados de Querétaro.—A la 2ª Comisión.

2

—El C. secretario López Lira: Se ha presentado la siguiente iniciativa: “Hono-
rable Congreso: La experiencia constante y uniformemente repetida ha venido a ser 
ya una verdad axiomática que los pueblos triunfan única y exclusivamente cuando 
están constituidos por elementos fuertes capaces de influir directa o indirectamente 
en el progreso social.

“De aquí ha resultado en las épocas modernas el empeño o esfuerzo de todos los go-
biernos por combatir aquellas costumbres, hábitos o tendencias que llevan a la degrada-
ción o debilitamiento de los elementos componentes del cuerpo social; y, por el contrario, 
de favorecer la creación y desarrollo de todos aquellos hábitos, usos y costumbres que 
se encaminan de una manera directa e inmediata a elevar el valor social del individuo.
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“No es raro ver, pues, que en todos los pueblos cultos de la tierra, desde la infancia 
hasta la vejez, el Estado se preocupa por la conservación de todas aquellas cualida-
des que ennoblecen y fortifican al individuo y por la extirpación de todos aquellos 
vicios que lo degradan y lo nulifican y lo hacen desgraciado.

“Es por esto que nuestros observadores han asentado que si la raza china tuviere 
los métodos y cultura y profilaxis social adoptados en los países más cultos de la Eu-
ropa, habrían ya llegado o llegarían en breve tiempo a constituir, por su número, uno 
de los pueblos más poderosos de la tierra, que en alud incontenible podría ya haber 
invadido todas las partes del viejo continente occidental.

“En los mismos pueblos cultos a que nos acabamos de referir, pero sobre todo en 
los de raza sajona, la cultura física ocupa hoy de una manera principal la atención 
de la sociedad entera; pero a la vez la ocupa igualmente, de una manera también 
preferente, la extirpación del alcoholismo, de los juegos o diversiones propias de las 
épocas salvajes o que traen de ellas sus raíces y que a cada paso hacen retrogradar 
al individuo, porque mantienen en él los vicios de las épocas primitivas y constituyen 
obstáculo insuperable para entrar de lleno en una etapa de civilización más avanza-
da en que reinen ideas y sentimientos más nobles.

“Nuestra raza autóctona, tal como la encontró la conquista española, era fuerte y vi-
gorosa, y si bien tenía los vicios o cualidades que correspondían al estado de civilización 
en que se hallaba, no conocía, en cambio, ni los vicios del servilismo, ni mucho menos los 
vicios de la embriaguez, del juego y del ocio que la conquista introdujo necesariamente 
en ella como medio para lograr conservarla en la obediencia.

“El alcoholismo en México, para las razas autóctonas, fue pues, un mal directo 
producido por la conquista española, como lo fue el servilismo impuesto en todas las 
esferas de la actividad social.

“La actual revolución ha echado sobre sus hombros la noble tarea de despertar a 
todos los mexicanos retrasados en la civilización, llevando la luz a sus conciencias y 
el anhelo de bienestar y de progreso a sus voluntades, haciéndolos comprender que 
los hombres no pueden ser grandes ni dichosos sino cuando saben lo que quieren y 
cuando quieren el bien de una manera resuelta e inquebrantable.

“La revolución constitucionalista, al realizar su programa de reformas sociales, 
habrá dignificado al obrero de los talleres, al trabajador de los campos y a los que 
vagan al azar como las aves del cielo buscando el sustento cotidiano; porque al edu-
carlos llevarán la verdad a su inteligencia y la bondad a sus corazones.

“Mas esta gran tarea necesarísima para la realización del ideal revolucionario, si 
no es estéril, sí indudablemente no será todo lo fructuosa que debe ser, si no se ponen 
todos los medios indispensables para que ellos produzcan todos los resultados que 
debe forzosa y necesariamente producir.

“Efectivamente, de poco o nada serviría la cultura física y todos los métodos em-
pleados para desarrollar la mente y voluntad de los hombres, si al lado de la escuela 
ha de seguir abierto y no sólo tolerado sino protegido el templo del vicio. De poco o 
nada serviría que se establezcan un buen sistema penal y buenos métodos de correc-
ción, si al lado de ellos se fomentan, toleran y propagan todas las causas que mantie-
nen, fomentan y multiplican la criminalidad y hacen frecuente la reincidencia.

“Triste es confesarlo, señores diputados, pero en México nada se ha hecho durante el 
siglo que lleva de independiente para combatir todas esas plagas, que como verdaderas 
calamidades, como azote temible, han agobiado a sus habitantes.

“El señor doctor Rodríguez acaba de traer y desarrollar ante vuestra presencia el 
cuadro tristísimo de degradación y de miseria en que se encuentra el pueblo mexica-
no por su falta de higiene y por el alcoholismo; y este cuadro de horror podría comple-
tarse con todos los negros colores que le corresponden, considerando los estragos que 
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día a día causa el juego y aquellos espectáculos que sólo sirven para despertar en el 
hombre sentimientos de ferocidad impropios de la época en que vivimos.

“Vosotros, señores diputados, que tan celosos os habéis mostrado por resolver la cues-
tión obrera, adoptando las medidas necesarias para asegurar a esa clase benemérita su 
sustento y bienestar, salvándola de la especulación avara y despiadada de los capitalistas, 
y con el mismo celo y entusiasmo estáis procurando resolver la cuestión agraria para aca-
bar con el monopolio de las tierras y hacer así más abundantes y más baratos todos los 
artículos necesarios para la vida, no llenaréis por completo vuestra alta y noble misión si 
no tomáis medidas igualmente eficaces para corregir los vicios que dejamos apuntados.

“Es verdad que esta honorable Cámara tiene ya aprobado el establecimiento de 
un Consejo Superior de Salubridad que tenga a su cargo en toda la República el cui-
dado de la higiene pública, así como también el cuidado de combatir el alcoholismo; 
pero esto, que es indudablemente benéfico en sumo grado, no será más que una vana 
esperanza si no se impone a las autoridades el deber de no permitir cuando menos 
aquellos males que más han contribuido, según los datos de la experiencia, a la de-
gradación y al embrutecimiento del pueblo.

“Efectivamente; el Consejo Superior de Salubridad prohibirá, a no dudarlo, mu-
chas cosas que él juzgue perjudiciales; pero las autoridades superiores, de seguro en 
muchos casos influenciadas por intereses que no concuerdan con los del bien público, 
por razones de libertad comercial e industrial, considerarán lícito o debido lo que el 
Consejo Superior de Salubridad juzgue contrario al bien de la comunidad.

“No es esto, señores diputados, una mera suposición. El señor doctor don José María 
Rodríguez que, sea dicho en verdad y justicia ha sido el único director de la salubridad 
pública que en México se ha ocupado por el bien del pueblo, logró no hace mucho tiem-
po se prohibiese la venta del pulque; pero, hay que decirlo con tristeza, esa prohibición 
que disminuyó notablemente la criminalidad y que directamente favoreció a las clases 
pobres de la capital, quedó poco después abolida, cuando las clases ricas productoras 
de pulque lograron por sus agencias que quedase de nuevo permitida la venta de ese 
líquido nauseabundo que, como alguien ha dicho, causa en México más víctimas que la 
más terrible de las enfermedades.

“Debe reconocerse también, en obsequio de la verdad y de la justicia, que la autori-
dad suprema de la revolución, con el aplauso de todos los buenos, ha procurado, a la 
vez que la extirpación del vicio del juego, la supresión de las corridas de toros; pero a 
pesar de esto, uno y otro vicio subsisten desgraciadamente y de seguro que subsisti-
rán en lo futuro si un precepto constitucional no los prohíbe.

“Debéis, pues, señores diputados, completar vuestra obra y, siguiendo el ejemplo 
que han dado muchos de los Estados de la Unión Norteamericana, establecer en la 
Constitución que váis a dar y que será la base sobre que se levantará el grandioso 
edificio del progreso mexicano, las medidas necesarias para extirpar los males que 
dejamos apuntados; de lo contrario, estad seguros, seguirá degenerándose el pueblo 
mexicano por el pulque y el mezcal, y seguirá haciéndose inútil la obra civilizadora, 
con el juego y con los espectáculos salvajes.

“Por todo lo expuesto, tenemos la honra de suplicar a vuestra soberanía se adicio-
ne al artículo 117 del proyecto de Constitución con la fracción siguiente: 

“En los Estados, Distrito Federal y Territorios se prohibirá siempre: 
“1º. La fabricación y venta del pulque, lo mismo que la fabricación del alcohol de 

maguey y de caña de azúcar, para la preparación de bebidas embriagantes y la 
de cereales con cualquier objeto que sea. La Federación impedirá la importación de 
alcohol para la preparación de bebidas embriagantes.

“2°. Los juegos de azar, los toros, peleas de gallos y toda clase de juegos o diversio-
nes en que pueda haber ineludible derramamiento de sangre.
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“3°. La venta de drogas cuyo uso sea perjudicial a la salud o causen degeneración de 
la especie, las que sólo podrán expenderse con prescripción de facultativos.

“Las infracciones de las disposiciones que preceden, serán castigadas por la ley y 
perseguidas por las autoridades. Estas serán consideradas como coautoras de dichas 
infracciones en el caso que se cometan con permiso, autorización o disimulo de ellas; 
y se considerarán como cómplices cuando sean poco diligentes en su persecución.”

“Querétaro de Arteaga, 22 de enero de 1917.—Francisco J. Múgica.—D. Pas-
trana Jaimes.—Jesús de la Torre.—L. G. Monzón.—C. L. Gracidas.—J. E. von 
Versen.—E. P. Nafarrate.—Antonio Gutiérrez.—Reynaldo Garza.—Federico 
E. Ibarra.—José Rodríguez González.—F. M. del Campo.—Zef. Fajardo.—B. 
Moreno.—José Álvarez.—M. Herrera.—Luis T. Navarro.—Nicolás Cano.—
Antonio Cervantes.—G. H. Casados.—José Rivera.—Saúl Rodiles.—Emi-
liano C. García.—Rafael de los Ríos.—Celestino Pérez.—López Lira.—M. 
G. Aranda.—J. de D. Palma.—Victorio Góngora.—Ángel S. Juarico.—Igno. 
López.—Josafat F. Márquez.—Santiago Ocampo.—Vicente Valtierra.—José 
N. Macías.—Alfonso Herrera.—C. Sánchez Magallanes.—F. de Leija.—F. 
Pereyra.—Alfredo Solares.—Epigmenio A. Martínez.—Porfirio Sosa.—E. L. 
Céspedes.—Juan Sánchez.—Leopoldo Payán.—Luis Espinosa.—Manuel Dá-
valos Ornelas.—J. Ramírez Villarreal.—D. Cervantes.—F. C. Manjarrez.—
Fernández.—Juan D. Torres.—Porf. del Castillo.—Gilberto de la Fuente.—
Adolfo Villaseñor.—Julián Adame.—S. Manrique.—Alfonso Mayorga.—Li-
sandro López.—Daniel A. Zepeda.—Ascención Tépal.—C. Avilés.—G. R. 
Cervera.—Uriel Avilés.—F. A. Bórquez.—José M. Truchuelo.—Ramón Gó-
mez.—Rafl. P. Cañete.—J. de D. Bojórquez.—Raf. Martínez de Escobar.—I. 
L. Pesqueira. (Sólo por las 2ª y 3ª proposiciones): Ramón Ross, M. Rosales y J. 
L. Gómez”—Rúbricas.

—El C. Ibarra: Está apoyada esa iniciativa por 71 firmas; es mayoría; por consi-
guiente, creo que es de acordarse la dispensa de trámites.

—El C. Terrones: En este caso, estando calzada esa iniciativa por 71 firmas, no 
hay necesidad de dispensa de trámites. (Murmullos. Desorden.)

—El C. secretario: Por acuerdo de la Presidencia se consulta a la Asamblea si se 
le dispensan los trámites. Las personas que estén por la afirmativa, sírvanse poner 
de pie. (Voces: ¡No! ¡No!)

—El C. Ibarra: Hay mayoría. (Voces: ¡No!)
—El C. secretario: Se ruega a los ciudadanos diputados que estén de pie se sir-

van permanecer en la misma posición mientras se hace el recuento.
Por acuerdo de la Presidencia se va a dar lectura a los artículos 61 y 62 del Regla-

mento, que dicen:
“Artículo 61. En los casos de urgencia o de obvia resolución, calificados por el voto 

de las dos terceras partes de los individuos de la Cámara que estén presentes, podrá 
ésta, a pedimento de alguno de sus miembros, dar curso a las disposiciones y pro-
yectos en hora distinta de la señalada, abreviar el intervalo de las lecturas y aun 
dispensar la segunda lectura.

“Artículo 62. Ninguna proposición o proyecto podrá discutirse sin que primero pase 
a la Comisión o comisiones correspondientes y éstas hayan dictaminado. Sólo podrá 
dispensarse este requisito en los asuntos que por acuerdo expreso de la Cámara se 
calificasen de urgentes o de obvia resolución.”

En tal virtud, para dispensarse los trámites se necesita que el asunto sea califica-
do de urgente o de obvia resolución, y para ser calificado de urgente o de obvia reso-
lución, se necesitan las dos terceras partes de los votos de los ciudadanos diputados 
presentes.
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—El C. Márquez Josafat: Me permito hacer notar a la Presidencia que cuando 
se trató de la proposición del ciudadano diputado Rodríguez no se tuvieron en cuenta 
estos requisitos.

—El C. presidente: Tiene usted razón.
—El C. Palavicini: Esto no es de reglamentación, sino de buen sentido; ¿qué cree 

la Asamblea que es de obvia resolución este asunto? (Voces: ¡Sí!) Esto puede ser de 
urgente resolución, pero no de obvia resolución.

—El C. Ibarra: Desde el momento en que las dos terceras partes de la Asamblea 
apoyan esta iniciativa y se agregan las personas que están de pie, (Voces: ¡No!) deben 
dispensarse los trámites.

—El C. presidente trata de hablar. (Voces: ¡No se oye! El C. Ibarra se acerca a 
la Presidencia.)

—El C. secretario: La Presidencia declara que no hubo la mayoría de las dos 
terceras partes de los votos y, en consecuencia, ratifica el trámite de que pase a la 
Comisión correspondiente.

—El C. Múgica: Pido la palabra para impugnar el trámite.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Múgica: Señores diputados: El asunto sobre el cual se ha consultado la 

dispensa de trámites no es urgente, porque la Comisión ya dictaminó sobre el artícu-
lo al cual quizá se tendría que hacer esa adición; de manera que habría necesidad de 
esperar que se discutiera el artículo cuyo dictamen ya está hecho. En segundo lugar, 
tenemos muy poco tiempo disponible. Nosotros quedaríamos contentos con que la 
Cámara dispensara los trámites, y si no estima que el asunto sea de importancia, 
que lo deseche; pero que no se nos den prórrogas sin objeto, porque yo no veo ningún 
interés en evitar que se dispensen los trámites.

Nosotros no deseamos sorprender a la Asamblea, sino que se discuta, y si la Asam-
blea acuerda desechar de plano la iniciativa, nosotros quedaremos, como siempre, 
satisfechos con la resolución de la Asamblea, pero no queremos que se apele en estos 
momentos a un subterfugio del Reglamento para no dar entrada a una adición que 
puede muy bien considerarse y discutirse, en el supuesto de que ya no tenemos tiem-
po de qué disponer. Eso es lo que yo suplico. (Aplausos.)

—El C. secretario: La Presidencia informa que no se trata de subterfugios ni cosa se-
mejante; sencillamente, desde el momento en que se trata de una adición a determinado 
artículo, para ilustración de la Asamblea, se necesita conocer el dictamen de la Comisión 
correspondiente, y para estudio de los miembros de la Asamblea que no firmaron la adi-
ción respectiva, pero que quizá podrán adherirse a ella, pero que desde el momento en 
que no firmaron, se necesita un breve tiempo para estudiar bien ese punto, y encarecer 
a la Comisión dictamine pronto y que los señores diputados que no hayan subscripto la 
petición la estudien, y de esa manera sí pueda perfectamente bien discutirse el asunto.

—El C. Céspedes: Pido la palabra.
—El C. Calderón: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Calderón.
—El C. Calderón: Señor presidente: Yo no sé si en el dictamen que se va a discu-

tir hoy cabe la adición a que se refiere el general Múgica; eso es lo que yo ignoro; creo 
simplemente que si en ese dictamen que se discutirá hoy en la tarde se debe poner la 
adición, es conveniente que ya que se trata de un asunto de importancia y de urgen-
cia, se discuta de una vez. Si muchos de nosotros no decíamos que sí, era porque no 
sabíamos en realidad de qué se trataba.

—El C. presidente: Ruego a la Secretaría informe si es un asunto de urgencia.
—El C. secretario: La iniciativa se refiere a la adición al artículo 117. El artículo 

117 es muy posible que sea discutido esta noche o quizá esta misma tarde, si se aprue-
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ban pronto los artículos que estarán antes a discusión; mas de cualquier manera es 
posible que se discuta esta noche. Este asunto puede considerarse, o bien en el mo-
mento de la discusión, si se estima como una reforma al dictamen presentado, o bien 
sujetarse, según los trámites que se han dado con anterioridad, a nuevo dictamen, si 
se considera como nueva adición. De todas maneras, el discutirse el artículo 117, se 
le dará nueva lectura para tenerlo en cuenta, sin perjuicio de que pase a la Comisión, 
para ver si la hace suya o no la hace suya, o, en su caso, si dictamina o no dictamina.

3

—El mismo C. secretario: El dictamen sobre los artículos 34, 35, 36 y 37 dice: 
“Ciudadanos diputados: 
“Los artículos 34, 35, 36 y 37 del proyecto de Constitución son idénticos a los de 

la Constitución de 1857, con ligeras enmiendas; la fracción i del artículo 36 hace 
obligatoria la inscripción en el catastro y la inscripción en los padrones electorales, 
y las fracciones iv y v aparecen arregladas en consonancia con las disposiciones del 
artículo 5º. La forma definitiva en que este último acto sea aprobado por la honorable 
Asamblea puede motivar alguna adición más al referido artículo 35.

“El artículo 38 del proyecto establece los principales casos en que se suspenden los 
derechos del ciudadano, dejando a la ley reglamentaria determinar los demás que 
den lugar a la misma pena y a la pérdida de tales derechos. La Comisión no tiene que 
hacer ninguna observación sobre los artículos objeto de este dictamen, habiéndose 
limitado tan sólo a hacer una corrección de estilo en el último, aparte del artículo 38, 
y a suprimir las palabras “o alternativa de pecuniaria o corporal”. En la fracción i del 
propio artículo, por razones análogas a las que expuso para consultar igual supresión 
en los dictámenes sobre los artículos 16 y 18.

“Como la aprobación del artículo 35 textualmente implica la aceptación del sufra-
gio limitado para los ciudadanos y la denegación del sufragio femenino, la Comisión 
no puede excusarse de tratar, siquiera sea brevemente, ambos puntos, tanto más, 
cuanto que en pro del segundo recibió dos iniciativas de las señoritas Hermila Ga-
lindo y del C. general S. González Torres, respectivamente, y una en contra, suscrita 
por la señorita Inés Malváez.

“La defensa del principio de la restricción del sufragio está hecha muy sabiamente 
en el informe del ciudadano Primer Jefe. Las cualidades morales de los grupos étnicos 
dominantes por su número en el país justifican la teoría del sufragio restrictivo; pero 
razones de política impiden que la doctrina pueda llevarse a la práctica en la época 
presente. El sufragio efectivo fue lema de la revolución de 1910, la cual no puede dejar 
de considerarse como antecedente forzoso del movimiento libertario constitucionalista; 
y, por lo tanto, si la revolución propusiera la restricción del voto, sus enemigos podrían 
hacerle la imputación de haber faltado a uno de sus principios y sería sumamente pe-
ligroso dejar a nuestros enemigos esta arma, que dolorosamente podrían esgrimir en 
el actual momento histórico en que aún está agitado el pueblo por las convulsiones de 
las pasadas luchas y no se puede asegurar que haya recobrado la serenidad necesaria 
para juzgar desapasionadamente. La pena de suspensión del derecho de voto, que se 
impone a los ciudadanos que no cumplan con la obligación de ejercerlo, puede servir 
en el transcurso del tiempo como enseñanza cívica natural y determinar una selección 
lenta de los individuos capacitados para ejercer el derecho del sufragio.

“La doctrina expuesta puede invocarse para resolver negativamente la cuestión 
del sufragio femenino. El hecho de que algunas mujeres excepcionales tengan las 
condiciones necesarias para ejercer satisfactoriamente los derechos políticos, no fun-
da la conclusión de que éstos deben concederse a las mujeres como clase. La dificul-
tad de hacer la selección autoriza la negativa.
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“La diferencia de los sexos determina la diferencia en la aplicación de las activida-
des; en el estado en que se encuentra nuestra sociedad, la actividad de la mujer no 
ha salido del círculo del hogar doméstico, ni sus intereses se han desvinculado de los 
miembros masculinos de la familia; no ha llegado a nosotros a romperse la unidad 
de la familia, como llega a suceder con el avance de la civilización; las mujeres no 
sienten, pues, la necesidad de participar en los asuntos públicos, como lo demuestra 
la falta de todo movimiento colectivo en ese sentido.

“Por otra parte, los derechos políticos no se fundan en la naturaleza del ser huma-
no, sino en las funciones reguladoras del Estado, en las funciones que debe ejercer 
para que se mantenga la coexistencia de los derechos naturales de todos; en las 
condiciones en que se encuentra la sociedad mexicana no se advierte la necesidad de 
conceder el voto a las mujeres.

“Proponemos, por tanto, a esta honorable Asamblea, la aprobación de la sección vi, 
que contiene los artículos siguientes: 

“Artículo 34. Son ciudadanos de la República todos los que, teniendo la calidad de 
mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisitos: 

“i. Haber cumplido diez y ocho años, siendo casados, y veintiuno, si no lo son, y 
“ii. Tener un modo honesto de vivir.
“Artículo 35. Son prerrogativas del ciudadano: 
“i. Votar en las elecciones populares; 
“ii. Poder ser votado para todos los cargos de elección popular y nombrado para cual-

quier otro empleo o comisión, teniendo las calidades que la ley establezca; 
“iii. Asociarse para tratar los asuntos políticos del país; 
“iv. Tomar las armas en el Ejército o Guardia Nacional, para la defensa de la Re-

pública y de sus instituciones, en los términos que prescriben las leyes, y 
“v. Ejercer en toda clase de negocios el derecho de petición.
“Artículo 36, son obligaciones del ciudadano de la República: 
“i. Inscribirse en el Catastro de la municipalidad, manifestando la propiedad que 

tiene, la industria, profesión o trabajo de que subsista, así como también inscribirse 
en los padrones electorales, en los términos que determinen las leyes: 

“ii. Alistarse en la Guardia Nacional; 
“iii. Votar en las elecciones populares en el distrito electoral que le corresponda:
“iv. Desempeñar los cargos de elección popular de la Federación o de los Estados, 

que en ningún caso serán gratuitos, y 
“v. Desempeñar los cargos concejiles del municipio donde resida, las funciones 

electorales y las de jurado.
“Artículo 37. La calidad de ciudadano mexicano se pierde:
“i. Por naturalización en país extranjero, y 
“ii. Por servir oficialmente al Gobierno de otro país o admitir de él condecoraciones, 

títulos o funciones, sin previa licencia del Congreso federal, exceptuando los títulos 
literarios, científicos y humanitarios, que pueden aceptarse libremente.” 

“Artículo 38. Los derechos o prerrogativas de los ciudadanos se suspenden: 
“i. Por falta de cumplimiento, sin causa justificada, de cualquiera de las obligacio-

nes que impone el artículo 36. Esta suspensión durará un año y se impondrá además 
de las otras penas que por el mismo hecho señalare la ley; 

“ii. Por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal, a 
contar desde la fecha del auto de formal prisión; 

“iii. Durante la extinción de una pena corporal; 
“iv. Por vagancia o ebriedad consuetudinaria, declarada en los términos que pre-

vengan las leyes; 
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“v. Por estar prófugo de la justicia, desde que se dicte la orden de aprehensión 
hasta que prescriba la acción de penal, y 

“vi. Por sentencia ejecutoria que imponga como pena esa suspensión.
“La ley fijará los casos en que se pierden y los demás en que suspenden los dere-

chos de ciudadano y la manera de hacer la rehabilitación.
“Sala de Comisiones, Querétaro de Arteaga, 23 de enero de 1917.—Francisco J. Mú-

gica.—Enrique Recio.—Enrique Colunga.—Alberto Román.—L. G. Monzón.”
A discusión del día 25.

t

El dictamen sobre el capítulo del trabajo dice: 
“Ciudadanos diputados: 
“En su primer dictamen sobre el artículo 5º del proyecto de Constitución, la Co-

misión creyó oportuno proponer se incluyeran en dicho precepto algunas restriccio-
nes a la libertad absoluta de trabajo, por ser ellas de tal manera necesarias para la 
conservación del individuo y de la raza, que pueden fundarse en el mismo principio 
que sirve de base a las garantías individuales: el derecho de la vida completa. La 
Comisión se proponía, como lo hizo constar en su dictamen, estudiar los demás 
puntos relativos al contrato de trabajo en el lugar en que tuvieran amplia cabida. 
En el curso de los debates y después de que la Asamblea conoció, en términos gene-
rales, el proyecto de legislación obrera elaborado minuciosamente por el ciudadano 
Primer Jefe, proyecto que comprende las diversas ideas que fueron emitidas por 
los diversos oradores en beneficio de la clase trabajadora, se resolvió reunir en una 
sección constitucional las bases generales sobre el contrato de trabajo en la Repú-
blica, dejando a los Estados la libertad de desarrollarlas según lo exijan las condi-
ciones de cada localidad. Un grupo de diputados trabajando independientemente 
de la Comisión, tenía a su cargo el estudio de esa materia y formuló el proyecto que 
impreso ha circulado entre los representantes del pueblo, y que fue aprobado por 
un gran número de ellos.

“En vista de tales antecedentes, la Comisión podría haberse limitado a adoptar el 
susodicho proyecto y presentarlo a la consideración de la Cámara; pero hemos creído 
que nuestro deber exigía que sometiéramos aquél a un análisis riguroso, para agotar 
el estudio de una materia tan ardua y delicada sobre la cual la Comisión ha recibido 
numerosas iniciativas de diputados, corporaciones y particulares.

“Examinado y discutido ampliamente el proyecto en el seno de la Comisión, nos 
parece que aquél reúne en síntesis las ideas capitales desarrolladas en el curso 
de los debates, así como las que son aceptables, de las que contienen las iniciativas 
antes mencionadas, haciendo solamente las modificaciones y adiciones siguientes: 

“Proponemos que la sección respectiva lleve por título «Del trabajo y de la previ-
sión social», ya que a uno y otra se refieren las disposiciones que comprende.

“El primer artículo, a nuestro juicio, debe imponer al Congreso y a las legislaturas 
la obligación de legislar sobre el trabajo, según las circunstancias locales, dejando a 
esos cuerpos libertad para adoptar algunas bases más, siempre que no contravengan 
a las consignadas.

“La legislación no debe limitarse al trabajo de carácter económico, sino al trabajo 
en general, comprendiendo el de los empleados comerciales, artesanos y domésticos. 
En consecuencia, puede suprimirse la clasificación hecha en la fracción i.

“Nos parece de justicia prohibir las labores insalubres o peligrosas a las mujeres y 
los niños, así como el trabajo nocturno en establecimientos comerciales a unas y otros.

“Creemos equitativo que los trabajadores tengan una participación en las utilida-
des de toda la empresa en que presten sus servicios. A primera vista parecerá esta 
una concesión exagerada y ruinosa para los empresarios; pero, estudiándola con de-

DD Tomo III • (2015).indd   319 03/11/16   2:05 p.m.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2016.  
Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

Libro completo en: https://goo.gl/EEtv2j



[ 320 ]

tenimiento, se tendrá que convenir en que es provechosa para ambas partes. El tra-
bajador desempeñara sus labores con más eficacia teniendo un interés personal en 
la prosperidad de la empresa; el capitalista podrá disminuir el rigor de la vigilancia 
y desaparecerán los conflictos entre uno y otro con motivo de la cuantía del salario.

“La renta que tendrán derecho de cobrar los empresarios por las casas que propor-
cionaren a los obreros puede fijarse desde ahora en el interés de medio por ciento men-
sual. De la obligación de proporcionar dichas habitaciones no deben quedar exentas las 
negociaciones establecidas en algún centro de población, en virtud de que no siempre 
se encuentran en un lugar poblado alojamientos higiénicos para la clase obrera.

“Como un medio de combatir el alcohol y el juego, nos parece oportuno prohibir la 
venta de las bebidas embriagantes y el establecimiento de casas de juegos de azar en 
los centros obreros.

“ Las garantías para la vida de los trabajadores que establece la fracción xv deben 
extenderse un poco más, imponiendo a los empresarios la obligación de organizar el 
trabajo de manera tal, que asegure la salud y la vida de los operarios.

“Creemos que queda mejor precisado el derecho de huelga fundándolo en el propó-
sito de conseguir el equilibrio entre los diversos factores de la producción, en lugar de 
emplear los términos «Capital y Trabajo», que aparecen en la fracción xviii. Nos parece 
conveniente también especificar los casos en que puede considerarse lícita una huelga, 
a fin de evitar cualquier abuso de parte de las autoridades.

“En la fracción xxi proponemos, para mayor claridad, la supresión de las palabras 
«a virtud del escrito de compromiso». Proponemos también la solución del caso, que 
alguna vez pudiera presentarse, de que los trabajadores no aceptasen el laudo del 
tribunal de arbitraje.

“En la fracción xxii deben substituirse, a nuestro juicio, las palabras «descendien-
tes y ascendientes» por las de «hijos y padres», y debe hacerse extensiva la responsa-
bilidad de que trata la última parte de dicha fracción a los malos tratamientos que 
suelen recibir los obreros de los familiares del empresario.

“Es conveniente, para garantía de empresario y obrero, no autorizar entre ambos 
el contrato de préstamo, o sea el anticipo a cuenta de salario, sino por el importe de 
éste en un mes tal como lo proponemos por medio de una adición a la fracción xxiv.

“Los abusos que se repiten constantemente, en perjuicio de los trabajadores que son 
contratados para el extranjero, nos sugieren la idea de proponer la intervención de 
las autoridades municipales y consultar en esta clase de contratos y el compromiso de 
parte del empresario de sufragar al trabajador los gastos de su viaje de repatriación.

“El mismo género de abuso se ha venido cometiendo por las empresas llamadas de 
enganche, agencias de colocaciones y demás, por lo cual nos parece adecuado poner 
un límite definitivo a semejantes abusos, estableciendo que esas empresas no podrán 
hacer cobro alguno a los trabajadores.

“Una medida de protección de las más eficaces para la clase de los trabajadores es la 
institución del homestead o patrimonio de familia; aunque tiene conexión con las leyes 
agrarias, puede tener cabida en la legislación del trabajo, por lo que proponemos se 
establezca en la forma y términos en que aconsejan las necesidades regionales.

“Por último, aunque el proyecto que estudiamos propone la extinción de las deudas 
que los trabajadores hayan contraído por razón del trabajo, con los principales o sus 
intermediarios, no aparece la disposición relativa en el cuerpo del proyecto. Presen-
tamos, para subsanar tal omisión, un artículo transitorio entre los que, con el mismo 
carácter, sirven de final a la Constitución.

“Una vez formulada la legislación fundamental del trabajo, el artículo 5º deberá 
quedar como aparece en el referido proyecto, suprimiendo solamente el último párra-
fo, que es una redundancia.
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“En tal virtud, proponemos a esta honorable Asamblea la aprobación del artículo 
5º y de la sección vi, en los siguientes términos: 

“Artículo 5º. Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa 
retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena por 
la autoridad judicial.

“En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obligatorios, en los términos 
que establezcan las leyes respectivas, el de las armas, los de jurado y los cargos de 
elección popular, y obligatorias y gratuitas las funciones electorales.

“El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pacto o con-
venio que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la 
libertad del hombre, ya sea por causa de trabajo, de educación o de voto religioso. La 
ley, en consecuencia, no reconoce órdenes monásticas ni puede permitir su estable-
cimiento, cualquiera que sea la denominación u objeto con que pretendan erigirse.

“Tampoco puede admitirse convenio en que el hombre pacte su proscripción o des-
tierro, o en el que renuncie temporal o permanentemente a ejercer determinada pro-
fesión, industria o comercio.

“El contrato de trabajo, sólo obligará a prestar el servicio convenido por el tiempo 
que fije la ley, sin poder exceder de un año en perjuicio del trabajador, y no podrá 
extenderse en ningún caso a la renuncia, pérdida o menoscabo de cualquiera de los 
derechos políticos y civiles.

“TÍTULO vi
“Del trabajo y de la previsión social

“Artículo 123. El Congreso de la Unión y las legislaturas de los Estados deberán 
expedir leyes sobre el trabajo, fundadas en las necesidades de cada región, sin con-
travenir a las bases siguientes, las cuales regirán el trabajo de los obreros, jornaleros, 
empleados, domésticos y artesanos y, de una manera general todo contrato de trabajo: 

“i. La duración de la jornada máxima será de ocho horas; 
“ii. La jornada máxima de trabajo nocturno será de siete horas. Quedan prohibidas 

las labores insalubres o peligrosas para las mujeres en general y para los jóvenes me-
nores de diez y seis años. Queda también prohibido a unas y otros el trabajo nocturno 
industrial, y en los establecimientos comerciales no podrán trabajar después de las 
diez de la noche; 

“iii. Los jóvenes mayores de doce años y menores de diez y seis años tendrán como 
jornada máxima la de seis horas. El trabajo de los niños menores de doce años no 
podrá ser objeto de contrato; 

“iv. Por cada seis días de trabajo deberá disfrutar el operario de un día de descanso 
cuando menos; 

“v. Las mujeres, durante los tres meses anteriores al parto, no desempeñarán tra-
bajos físicos que exijan esfuerzo material considerable. En el mes siguiente al parto 
disfrutarán forzosamente de descanso, debiendo recibir su salario integro y conser-
var su empleo y los derechos que hubieren adquirido por su contrato. En el período 
de la lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de media hora cada 
uno, para amamantar a sus hijos;

“vi. El salario mínimo que deberá disfrutar el trabajador será el que se considere 
bastante, atendiendo a las condiciones de cada región, para satisfacer las necesida-
des normales de la vida del obrero, su educación y sus placeres honestos, considerán-
dolo como jefe de familia. En toda empresa agrícola, comercial, fabril o minera, los 
trabajadores tendrán derecho a una participación en las utilidades, que será regula-
da como indica la fracción ix;
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“vii. Para trabajo igual debe corresponder salario igual, sin tener en cuenta sexo 
ni nacionalidad;

“viii. El salario mínimo quedará exceptuado de embargo, compensación o descuento;
“ix. La fijación del tipo de salario mínimo y de la participación en las utilidades a que 

se refiere la fracción vi se hará por comisiones especiales que se formarán en cada muni-
cipio, subordinadas a la Junta Central de Conciliación que se establecerá en cada Estado;

“x. El salario deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal, no siendo 
permitido verificarlo con mercancías ni con vales, fichas o cualquier otro signo repre-
sentativo con que se pretenda substituir la moneda;

“xi. Cuando por circunstancias extraordinarias deban aumentarse las horas de 
jornada, se abonará como salario por el tiempo excedente un ciento por ciento más de 
los fijados para las horas normales. En ningún caso el trabajo extraordinario podrá 
exceder de tres horas diarias ni de tres días consecutivos. Los hombres menores de 
diez y seis años y las mujeres de cualquiera edad no serán admitidos en esta clase 
de trabajos;

“xii. En toda negociación agrícola, industrial, minera o cualquiera otra clase de 
trabajo, los patronos estarán obligados a proporcionar a los trabajadores habitacio-
nes cómodas e higiénicas, por las que podrán cobrar rentas que no excederán del 
medio por ciento mensual del valor catastral de las fincas. Igualmente deberán es-
tablecer escuelas, enfermerías y demás servicios necesarios a la comunidad. Si las 
negociaciones estuvieren situadas dentro de las poblaciones y ocuparen un número 
de trabajadores mayor de cien, tendrán la primera de las obligaciones mencionadas; 

“xiii. Además, en estos mismos centros de trabajo, cuando su población exceda de 
doscientos habitantes, deberá reservarse un espacio de terreno que no será menor de 
cinco mil metros cuadrados, para el establecimiento de mercados públicos, instala-
ción de edificios destinados a los servicios municipales y centros recreativos. Queda 
prohibido en todo centro de trabajo el establecimiento de expendios de bebidas em-
briagantes y de casas de juegos de azar;

“xiv. Los empresarios serán responsables de los accidentes del trabajo y de las 
enfermedades profesionales de los trabajadores, sufridas con motivo o en ejercicio 
de la profesión o trabajo que ejecuten; por lo tanto, los patronos deberán pagar la 
indemnización correspondiente, según que haya traído como consecuencia la muerte 
o simplemente incapacidad temporal o permanente para trabajar, de acuerdo con lo 
que las leyes determinen. Esta responsabilidad subsistirá aun en el caso de que el 
patrono contrate el trabajo por un intermediario;

“xv. El patrono estará obligado a observar en la instalación de sus establecimien-
tos los preceptos legales sobre higiene y salubridad y a adoptar las medidas adecua-
das para prevenir accidentes en el uso de las máquinas, instrumentos y materiales 
de trabajo, así como a organizar de tal manera el trabajo, que resulte, para la salud 
y la vida de los trabajadores, la mayor garantía compatible con la naturaleza de la 
negociación, bajo las penas que al efecto establezcan las leyes;

“xvi. Tanto los obreros como los empresarios tendrán derecho a coaligarse en de-
fensa de sus respectivos intereses, formando sindicatos, asociaciones profesionales, 
etcétera;

“xvii. Las leyes reconocerán como un derecho de los obreros y de los patronos las 
huelgas y los paros;

“xviii. Las huelgas serán lícitas cuando tengan por objeto conseguir el equilibrio 
entre los diversos factores de la producción, armonizando los derechos del trabajo 
con los del capital. En los servicios públicos será obligatorio para los trabajadores 
dar aviso, con diez días de anticipación, a la Junta de Conciliación y Arbitraje, de 
la fecha señalada para la suspensión del trabajo. Las huelgas serán consideradas 
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como ilícitas únicamente cuando la mayoría de los huelguistas ejerciere actos vio-
lentos contra las personas o propiedades, o en caso de guerra, cuando aquéllos per-
tenezcan a los establecimientos y servicios que dependan del Gobierno. Los obreros 
de los establecimientos fabriles militares del Gobierno de la República no estarán 
comprendidos en las disposiciones de esta fracción, por ser asimilados al Ejército 
Nacional;

“xix. Los paros serán lícitos únicamente cuando el exceso de producción haga ne-
cesario suspender el trabajo para mantener los precios en un límite costeable, previa 
aprobación del Consejo de Conciliación y Arbitraje;

“xx. Las diferencias o los conflictos entre el capital y el trabajo se sujetarán a la 
decisión de un Consejo de Conciliación y Arbitraje, formado por igual número de re-
presentantes de los obreros y de los patronos y uno del Gobierno;

“xxi. Si el patrono se negare a someter sus diferencias al arbitraje o a aceptar el 
laudo pronunciado por el Consejo, se dará por terminado el contrato de trabajo y 
quedará obligado a indemnizar al obrero con el importe de tres meses de salario, 
además de la responsabilidad que resulte del conflicto. Si la negativa fuere de los 
trabajadores se dará por terminado el contrato de trabajo;

“xxii. El patrono que despida a un obrero sin causa justificada o por haber ingre-
sado a una asociación o sindicato, o por haber tomado parte en una huelga lícita, 
estará obligado, a elección del trabajador, a cumplir el contrato o a indemnizarlo con 
el importe de tres meses de salario.

“Igualmente tendrá esta obligación cuando el obrero se retire del servicio por falta 
de probidad de parte del patrono o por recibir de él malos tratamientos, ya sea en su 
persona o en la de su cónyuge, padres, hijos o hermanos. El patrono no podrá eximir-
se de esta responsabilidad cuando los malos tratamientos provengan de dependien-
tes o familiares que obren con el consentimiento o tolerancia de él;

“xxiii. Los créditos de los trabajadores que se les adeuden por salarios o sueldos 
devengados en el último año y por indemnizaciones, tendrán preferencia sobre cua-
lesquiera otros, en los casos de concurso o de quiebra;

“xxiv. De las deudas contraídas por los trabajadores a favor de sus patronos, de sus 
asociados, familiares o dependientes, sólo será responsable el mismo trabajador y, en 
ningún caso y por ningún motivo, se podrán exigir a los miembros de su familia, ni serán 
exigidas dichas deudas por la cantidad excedente del sueldo del trabajador en un mes;

“xxv. El servicio para la colocación de los trabajadores será gratuito para éstos, ya 
se efectúe por oficinas municipales, bolsas del trabajo o por cualquiera otra institu-
ción oficial o particular;

“xxvi. Todo contrato de trabajo celebrado entre un mexicano y un empresario ex-
tranjero deberá ser legalizado por la autoridad municipal competente y visado por el 
cónsul de la nación adonde el trabajador tenga que ir, en el concepto de que, además 
de las cláusulas ordinarias, se especificará claramente que los gastos de repatriación 
quedan a cargo del empresario contratante;

“xxvii. Serán condiciones nulas y no obligarán a los contrayentes aunque se expre-
sen en el contrato:

“a) Las que estipulen una jornada inhumana por lo notoriamente excesiva, dada 
la índole del trabajo.

“b) Las que fijen un salario que no sea remunerador, a juicio de los consejos de 
Conciliación y Arbitraje.

“c) Las que estipulen un plazo mayor de una semana para la percepción del jornal.
“d) Las que señalen un lugar de recreo, fonda, café, taberna, cantina o tienda 

para efectuar el pago del salario, cuando no se trate de empleados en esos estable-
cimientos.
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“e) Las que entrañen obligación directa o indirecta de adquirir los artículos de 
consumo en tiendas o lugares determinados.

“f) Las que permitan retener el salario en concepto de multa.
“g) Las que constituyan renuncia hecha por el obrero de las indemnizaciones a 

que tenga derecho por accidente del trabajo y enfermedades profesionales, perjuicios 
ocasionados por el incumplimiento del contrato o despido de la obra.

“h) Todas las demás estipulaciones que impliquen renuncia de algún derecho consa-
grado a favor del obrero en las leyes de protección y auxilio a los trabajadores; 

“xxviii. Las leyes determinarán los bienes que constituyan el patrimonio de fa-
milia, bienes que serán inalienables; no podrán sujetarse a gravámenes reales ni 
embargos, y serán transmisibles a título de herencia, con simplificación de las forma-
lidades de los juicios sucesorios;

“xxix. Se consideran de utilidad social: el establecimiento de cajas de seguros po-
pulares, de invalidez, de vida, de cesación involuntaria de trabajo, de accidentes y de 
otras con fines análogos, por lo cual, tanto el Gobierno federal como el de cada Esta-
do, deberán de fomentar la organización de instituciones de esta índole para infundir 
e inculcar la previsión popular;

“xxx. Asimismo, serán consideradas de utilidad social las sociedades cooperativas 
para la construcción de casas baratas e higiénicas, destinadas para ser adquiridas en 
propiedad por los trabajadores en plazos determinados.

“TRANSITORIO

“Quedan extinguidas de pleno derecho las deudas que por razón de trabajo hayan 
contraído los trabajadores hasta la fecha de esta Constitución con los patronos, sus 
familiares o intermediarios.” 

“Sala de Comisiones.—Querétaro de Arteaga, 23 de enero de 1917.—Francisco J. 
Múgica.—Enrique Recio.—Enrique Colunga.—Alberto Román.—L. G. Mon-
zón.” (Aplausos.)

—El C. Dávalos: ¿Cuál es el trámite?
—El C. secretario: Ya está dado, a discusión en la sesión del 25.
—El C. Victoria: Pido la palabra para objetar el trámite.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano diputado Victoria.
—El C. Victoria: En una de las sesiones más importantes del Congreso Constitu-

yente, la Asamblea, de una manera amplia y liberal, determinó su criterio acerca del 
asunto que motiva el dictamen cuya lectura acabamos de escuchar. En tal concepto, 
ya que en todos los corazones de los constituyentes palpita el deseo de poner a cu-
bierto los intereses de la clase trabajadora, yo me permito suplicar respetuosamente 
a la Presidencia, y aprovecho también dirigirme a la Cámara en general pidiendo 
se conceda dispensa de trámites al dictamen, a fin de entrar de lleno al debate que, 
por otra parte, espero que no ha de ser tan tormentoso como cuando se discutió el 
artículo 5º, ya que, por como antes digo, el criterio de la Cámara está perfectamente 
uniforme. (Aplausos.)

—El C. secretario: La Presidencia informa, por conducto de la Secretaría, que 
al trámite dado está de acuerdo con las prescripciones adoptadas comúnmente; pero 
que, de todas maneras, si la Asamblea quiere hacer una excepción para este caso con-
creto, únicamente se recuerda a la misma honorable Asamblea que para la dispensa 
de trámites se hace indispensable, como se leyó, que estén conformes las dos terceras 
partes de los votos, y así no habrá ningún inconveniente.

—El C. Palavicini: Pido la palabra, señor presidente. El trámite de usted, 
en efecto, es consecuente con la tradición admitida por la Asamblea; pero pre-
cisamente hace unos minutos hemos desechado la dispensa de trámites a una 
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iniciativa que fue presentada de sorpresa a la consideración de esta Asamblea, 
y en este asunto ya no hay dispensa alguna de trámites. Entre las novedades de 
la nueva Constitución está el capítulo relativo a la cuestión obrera que, de no 
aprobarse, no quedará incluido en la Constitución, en tanto que todos los demás 
artículos están iguales al proyecto del ciudadano Primer Jefe. Lo único que puede 
dar a esta Constitución firmeza en el país, es que estén solidariamente en todas 
las clases sociales representados los intereses generales. Esta es una ocasión en 
que la Constitución de 1917 se hará solidaria en todo el país con la clase trabaja-
dora. ¿Por qué no entrar al debate desde luego que todos conocemos en esencia el 
dictamen? El dictamen produce algunas novedades que no están en el proyecto; 
éstas serán motivo de discusión.

—El C. Calderón: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano diputado Calderón.
—El C. Calderón: Hay una razón más para que desde luego entremos al debate 

sobre la materia obrera; creo que son muy pequeñas alteraciones las que puede ha-
berle hecho la Comisión. La misma Comisión nos puede informar cómo fueron y qué 
motivos tuvo para hacer esas alteraciones. Hay, además, otra razón: el capítulo de 
garantías individuales, que creo tiene veintiocho artículos, no está acabado de dis-
cutir. Falta creo nada más el artículo 5º; (Voces: ¡El 4º!) pero aprobando de una vez 
el artículo 5º ya podrán los señores calígrafos comenzar a trabajar en el manuscrito 
para promulgar la Constitución.

—El C. presidente: Yo no tengo dificultad en hacer lo que usted quiere; pero debo 
cumplir únicamente con el Reglamento de la Cámara; no puedo alterar la orden del 
día más que en el caso de que la Asamblea así lo acuerde.

—El C. secretario: Por acuerdo de la Presidencia se consulta a la Asamblea si se 
dispensan los trámites. Las personas que estén por la afirmativa sírvanse poner de 
pie. Se dispensan los trámites y se pondrá a discusión tan pronto como se acabe de 
dar cuenta con los asuntos en cartera.

El ciudadano Ancona Albertos ha presentado una proposición que dice: 
“CC. diputados: 
“Con el fin de que el día 31 del mes en curso, fecha en que expira el período del 

Congreso Constituyente, queden aprobados los dictámenes de la Comisión de Estilo 
y pueda ser firmada el mismo día la Constitución general de la República, propongo a 
la Asamblea la aprobación del siguiente acuerdo económico, con dispensa de todo 
trámite, por ser de obvia resolución: 

“Acuerdo económico: 
“La Comisión de Estilo presentará diariamente, desde mañana, los dictámenes de 

los artículos que hubiere estudiado. Estos dictámenes se pondrán a la consideración 
del Congreso, después de leídos los documentos existentes en cartera y antes de em-
pezar la discusión de los dictámenes de las comisiones de reformas.” 

“Querétaro de Arteaga, enero 23 de 1917.—Antonio Ancona A.”—(Rúbrica.) 
La Presidencia ruega que con el fin de aclarar el punto, se sirvan poner de pie las 

personas que están por que se apruebe el trámite. Se pone a discusión la proposición. 
Las personas que deseen hacer uso de la palabra, se servirán ponerse de pie. Nadie. 
Las personas que estén por que se apruebe, sírvanse poner de pie. Aprobada.

(Se da lectura en seguida a un dictamen sobre la supresión de las secretarías de 
Justicia e Instrucción Pública. Esto se considera como una adición a los dictámenes 
y se pondrá a discusión con los artículos transitorios.)

4

—El mismo C. secretario, leyendo: 
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“Artículo 5º. Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa 
retribución y sin su pleno consentimiento salvo el trabajo impuesto como pena por la 
autoridad judicial.

“En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obligatorios, en los términos 
que establezcan las leyes respectivas, el de las armas, de jurado y los cargos de elec-
ción popular, y obligatorias y gratuitas las funciones electorales.

“El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pacto o con-
venio que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la 
libertad del hombre, ya sea por causa de trabajo, de educación o del voto religio-
so. La ley, en consecuencia, no reconoce órdenes monásticas ni puede permitir el 
establecimiento, cualquiera que sea la denominación u objeto con que pretendan 
erigirse.

“Tampoco puede admitirse convenio en que el hombre pacte su proscripción o des-
tierro o en el que renuncie temporal o permanentemente a ejercer determinada pro-
fesión, industria o comercio.

“El contrato de trabajo sólo obligará a prestar el servicio convenido por el tiempo 
que fije la ley, sin poder exceder de un año en perjuicio del trabajador, y no podrá 
extenderse en ningún caso a la renuncia, pérdida o menoscabo de cualquiera de los 
derechos políticos y civiles.”
Está a discusión. Las personas que deseen hacer uso de la palabra, en pro o en con-
tra, se servirán pasar a inscribirse. (Voces: ¡A votar! ¡A votar!) Se ha inscripto para 
hablar en contra el ciudadano Ibarra Federico. ¿No hay alguna otra persona que 
desee hacer uso de la palabra?

—El C. Mercado: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano diputado Mercado.
—El C. Mercado: Suplico al presidente de la Comisión tenga la bondad de infor-

marme por qué en este artículo no se hizo mención de los cargos concejiles, siendo 
que son una obligación de todo mexicano.

—El C. Múgica: Me permito informar al apreciable compañero Mercado que los 
cargos concejiles son de elección popular, y todos esos cargos asienta la Constitución, 
en el lugar correspondiente, que son obligatorios para los ciudadanos.

—El C. Mercado: En el Estado de Hidalgo, por ejemplo, los jueces auxiliares no 
son de elección popular, son nombrados por los presidentes municipales.

—El C. Múgica: Ampliando la información que acabo de dar a la interpelación 
del señor diputado Mercado, me permito añadir que la idea que hemos tenido es 
precisamente que sólo los cargos de elección popular sean gratuitos, como establece 
la Constitución. Si los jueces auxiliares que usted llama y que existen en su Estado, 
deben seguir subsistiendo, que los paguen. Esta es la mente que tuvimos.

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Ibarra.
—El C. Ibarra: Señores diputados: En el dictamen de la Comisión, en el último 

párrafo del artículo 5º, se dice: “El contrato de trabajo sólo obligará a prestar el servi-
cio convenido por el tiempo que fije la ley, sin poder exceder de un año en perjuicio del 
trabajador, y no podrá extenderse en ningún caso a la renuncia, pérdida o menoscabo 
de cualquiera de los derechos políticos o civiles.” 

En un proyecto que presentamos y que se ha tomado en consideración, se agregaba 
a este párrafo lo siguiente: “La falta de cumplimiento de dicho contrato, por lo que 
respecta al trabajador, sólo obligará a éste a la correspondiente responsabilidad civil, 
sin que en ningún caso pueda hacerse coacción sobre su persona.” 

Este párrafo se agregó después de haber tenido detenidas y acaloradas discu-
siones, porque se vio que no obstante que en la Constitución de 57 no había nin-
guna cláusula que especificara que los contratos de trabajo eran obligatorios por 
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determinado tiempo para los trabajadores, cuando se hacían estos contratos se les 
obligaba a cumplirlos hasta ejerciendo coacción en sus personas. Yo creo que no 
hay una sola persona en la Cámara que ignore, por ejemplo, que en los enganches, 
una vez firmado el contrato, para hacerlo cumplir a los trabajadores, hasta presos 
se les ponía, como presos se les trataba y así se les tenía hasta que cumplían con 
su contrato. Si esto ha sucedido hasta ahora que en la Constitución, como ya dije 
no hay ninguna cláusula que exprese que esos contratos sean obligatorios, imagí-
nense ustedes lo que va a pasar ahora que se hace esa especificación, si no se hace 
la aclaración de que por ningún motivo se podrá ejercer coacción y sólo se podrá 
exigir responsabilidad civil. Verdaderamente, si suprimimos este último párrafo, 
lo que vamos a hacer es sancionar la esclavitud de nuestro país. Los hechos así 
lo demuestran. La revolución actual se hizo para mejorar la situación del pueblo, 
y si esto no es posible, debemos, por lo menos, dejar las garantías que le daba la 
Constitución de 1857. Si es que si nosotros vamos a reformar esa Constitución, 
ha de ser con objeto de mejorar las condiciones de nuestro pueblo, pero no para 
empeorarlas, no para quitar una garantía que daba. Yo no me esperaba esto; por 
esta razón no venía preparado. De otra manera hubiera traído la parte relativa en 
la historia de la Constitución de 1857, y hubiera tenido el gusto de leer a ustedes 
algunos párrafos de las opiniones que se vertieron en aquella época, precisamente 
en contra de que en la Constitución hubiera alguna cláusula por la que se qui-
siera hacer obligatorio al trabajador el cumplimiento de esos contratos. En 1857 
nuestros constituyentes se opusieron de una manera terminante a que hubiera 
semejante cláusula. ¿Cómo va a ser posible que ahora nosotros vayamos a ponerla 
y no se haga ninguna aclaración para que no se crea que se trata de obligar por la 
fuerza a nuestros trabajadores a que cumplan con los contratos? Debemos tener 
en cuenta que ocho millones de nuestros habitantes son ignorantes, analfabetos 
y por consiguiente no tienen capacidad legal para contratar, no tienen conciencia 
completa de lo que hacen y que con esas personas son con las que se van a hacer esa 
clase de contratos; que a esas personas son a las que se refieren estas disposiciones. 
¿Cómo va a ser posible que se quiera dar esa fuerza legal a esa clase de contrato 
hasta el grado de que pudiera ejercerse coacción para que se cumplan? Que se ha 
ejercido no cabe ninguna duda. El señor licenciado Macías, que estuvo presente en 
estas discusiones particulares, convino con nosotros en que, efectivamente, era una 
necesidad hacer esta aclaración. Yo suplico al señor licenciado Macías que él, con 
las dotes que tiene, nos ilustre en esta materia; pero de cualquiera manera, suplico 
a ustedes, señores diputados, que no vayáis a permitir semejante cosa y pidáis que 
se agregue el párrafo que propongo porque, de lo contrario, sancionáis la esclavitud 
en nuestro país. (Aplausos.)

—El C. Rodríguez González: Comuniqué al señor Ibarra... (Voces: ¡Tribuna!) 
que en el artículo 20 de la Ley de Trabajo está indicado lo que el señor Ibarra pide.

—El C. Ibarra: Pido la palabra para un hecho. No es ya en la ley, puede decirse 
orgánica, en donde debe constar esa garantía, sino en el cuerpo principal de la Cons-
titución, precisamente en el artículo 5º; en el artículo 20 no tendría la misma fuerza.

—El C. Macías: Pido la palabra, señor presidente.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra. (Voces: ¡Breve! ¡Breve!)
—El C. Macías: Señores diputados: Efectivamente, cuando se discutió en el seno 

de las reuniones privadas que se verificaron en la casa del señor diputado Rouaix, la 
forma definitiva en que había de quedar el artículo 5º, se reconoció la necesidad de 
que se agregasen en la cláusula a que se refiere el señor diputado Ibarra las palabras 
“sin que en ningún caso pueda ejercerse coacción sobre las personas”. Rigurosamen-
te, bastaría la primera parte: “la falta de cumplimiento del contrato sólo dará lugar 
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a responsabilidad civil”; y como decía el señor diputado que acaba de hacer la acla-
ración, estando en otro artículo nulificadas las deudas de carácter meramente civil, 
eso sería bastante para garantizar suficientemente al trabajador. Pero podía quedar 
en duda este punto: que la autoridad judicial pudiera obligar al trabajador a cumplir 
forzosamente el contrato, de manera que no hubiera temor de que fuera a la cárcel, 
pero que sí se ejercieran medidas coercitivas con el objeto de obligarlo a cumplir el 
hecho a que se había comprometido. En estas condiciones, para dar enteramente 
seguridad a los trabajadores, se reconoce la necesidad de agregar “sin que en ningún 
caso pueda ejercerse coacción alguna”. Como se trata de dejar a la clase trabajadora 
perfectamente garantizada, creo que no se pierde nada con agregar esa cláusula, 
porque el pensamiento queda enteramente completo. Hay un axioma que dice que lo 
que se entiende sin decirlo se entiende mejor diciéndolo, y así, esto es muy beneficio-
so para la condición de los trabajadores, que se verían desalentados si se dejara su 
libertad al arbitrio de los poderosos. (Voces: ¡Que se agregue! Aplausos.)

—El C. Múgica: Esto es lo que la Comisión iba a decir al señor Ibarra; que lo 
había considerado como una remembranza y por eso lo suprimió, pero si se quiere 
poner, la Comisión no tiene ningún inconveniente. (Voces: ¡Muy bien! Aplausos.)

—El C. secretario: Por acuerdo de la Presidencia se consulta a la Asamblea si 
concede permiso a la Comisión para reformar, para hacer esa adición. (Voces: ¡Sí! ¡Sí!) 
Por acuerdo de la Presidencia se suspende por un momento la sesión, mientras la Co-
misión presenta su dictamen reformado. (Se suspende brevemente la sesión.)

5 

—El mismo C. secretario: La Comisión ha presentado modificado, el artículo 5º, 
en la siguiente forma: 

“Artículo 5º. Nadie podrá ser obligado a presentar trabajos personales sin la justa 
retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena por 
la autoridad judicial, el cual se ajustará a lo dispuesto en las fracciones i y ii del ar-
tículo 123.

“En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obligatorios, en los términos 
que establezcan las leyes respectivas, el de las armas, los de jurado, los cargos con-
cejiles y los cargos de elección popular directa o indirecta, y obligatorias y gratuitas 
las funciones electorales.

“El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pacto o con-
venio que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la 
libertad del hombre, ya sea por causa de trabajo, de educación o de voto religioso. La 
ley en consecuencia, no permite el establecimiento de órdenes monásticas, cualquie-
ra que sea la denominación u objeto con que pretendan erigirse.

“Tampoco puede admitirse convenio en que el hombre pacte su proscripción o des-
tierro, o en el que renuncie temporal o permanentemente a ejercer determinada pro-
fesión, industria o comercio.

“El contrato de trabajo sólo obligará a prestar el servicio convenido por el tiempo 
que fije la ley, sin poder exceder de un año en perjuicio del trabajador, y no podrá 
extenderse en ningún caso a la renuncia, pérdida o menoscabo de cualquiera de los 
derechos políticos y civiles. La falta de cumplimiento de dicho contrato, por lo que 
respecta al trabajador, sólo obligará a éste a la correspondiente responsabilidad civil, 
sin que en ningún caso pueda hacerse coacción sobre su persona.”

Está a discusión. ¿Alguna persona desea hacer uso de la palabra? (Voces: ¡A votar! 
¡A votar!) La Presidencia pregunta si se reserva para su votación o se vota desde 
luego. (Voces: ¡Que se reserve!) Se reserva para su votación.
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6

—El mismo C. secretario, leyendo:

“TÍTULO vi
“Del trabajo y de la previsión social

“Artículo 123. El Congreso de la Unión y las legislaturas de los Estados deberán 
expedir leyes sobre el trabajo, fundadas en las necesidades de cada región, sin con-
travenir a las bases siguientes, las cuales regirán el trabajo de los obreros jornale-
ros, empleados, domésticos y artesanos, y de una manera general todo contrato de 
trabajo: 

“i. La duración de la jornada máxima será de ocho horas.”
Está a discusión. ¿No hay quien pida la palabra? Se reserva para su votación.
—El C. De los Ríos: En el proyecto está incluido el trabajo doméstico de las casas 

o sea el trabajo doméstico económico. ¿Por qué no se dice?
—El C. Múgica: Precisamente la Comisión tuvo en cuenta que como en el proyec-

to presentado por los diputados que tuvieron a bien estudiar el asunto estaba sólo el 
trabajo económico, y el trabajo económico es aquello que produce, nosotros conside-
ramos que no debemos hacer ninguna diferencia, sino equilibrar todo trabajo sujeto 
a salario; de tal manera que es en lo general.

—El C. De los Ríos: ¿De los criados también?
—El C. Múgica: De los criados también.
—El C. secretario: ¿No hay quien pida la palabra? Se reserva para su votación.
“ii. La jornada máxima de trabajo nocturno será de siete horas. Quedan prohibidas 

las labores insalubres o peligrosas para las mujeres en general y para los jóvenes 
menores de dieciséis años. Queda también prohibido a unas y a otros el trabajo noc-
turno industrial, y en los establecimientos comerciales no podrán trabajar después de 
las diez de la noche.”

Está a discusión. ¿No hay quien pida la palabra? Se reserva para su votación.
“iii. Los jóvenes mayores de doce años y menores de diez y seis años tendrán como 

jornada máxima la de seis horas. El trabajo de los niños menores de doce años no 
podrá ser objeto de contrato.”

Está a discusión. Las personas que gusten hacer uso de la palabra sírvanse pasar 
a inscribirse.

—El C. Rodiles: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Rodiles.
—El C. Rodiles: Señores diputados: La ley del trabajo que está discutiendo en 

estos momentos es la estrofa más grandiosa del himno de la revolución; pero por esa 
consideración precisamente no vengo a atacarla, sino que, siguiendo un ideal hace 
tiempo perseguido, vengo a ver si es posible adicionar esta fracción; y si no lo es, si 
por casualidad mis ideas no encontraran eco o no fueran adoptables al artículo que 
se discute, seguramente que se grabarían en la mente de todos ustedes, y cuando 
más tarde vayan a hacer su labor progresista a las diversas entidades que los han 
mandado a esta honorable Asamblea las tendrían seguramente en cuenta. Señores 
diputados: las leyes que actualmente nos rigen son, por lo general, hijas del régi-
men de violencia en que vivimos; la humanidad no ha podido ser lo suficientemente 
condescendiente para evitarnos toda esta reglamentación que seguramente en un 
estado de perfección mayor no tendría razón de ser; mas como no hemos llegado a ese 
estado de mejoramiento moral, físico e intelectual, son necesarias todas estas leyes; 
es menester que el débil procure protegerse a toda costa de la labor que el fuerte hace 
para destruirlo.

DD Tomo III • (2015).indd   329 03/11/16   2:05 p.m.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2016.  
Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

Libro completo en: https://goo.gl/EEtv2j



[ 330 ]

Como las leyes son eminentemente protectoras, supuesto que tratan de nivelar 
los intereses de todas las clases sociales, de aquí que tiendan a especializarse. Por 
eso es que a cada instante de la vida social de los pueblos van encontrándose nuevas 
necesidades que cubrir, y como consecuencia de esas necesidades surgen nuevas leyes. 
La fracción que se está discutiendo da protección a los menores. Yo, cuando se trató 
del artículo referente a los tribunales especiales, deseaba solicitar la palabra, pero 
mi ignorancia en asuntos de Derecho me hizo creer que tal vez allí no cabría mi pro-
posición, como tal vez no quepa dentro del artículo, dentro del principio que ahora se 
discute. Yo propongo, en términos concretos, esta adición: que se creen en la Repú-
blica los tribunales especiales para menores. Los tribunales especiales para meno-
res, señores diputados, son unas instituciones que ya funcionan en diversas partes 
de las naciones civilizadas. La primera nación que los creó fue la culta Inglaterra; 
más tarde pasaron a Estados Unidos; después han tomado carta de naturalización 
en Francia, en Alemania, en Argentina y en algunos otros países. ¿Por qué se han 
creado estos cuerpos especiales para juzgar a los menores? No necesita mucha expli-
cación; desde que se convino en que el pequeño no es un organismo igual al grande, 
sino un organismo en vías de formación, que no tiene todos los órganos y que, por lo 
tanto, no desempeña las funciones de todos los individuos, se creyó que era necesario 
también que todas las instituciones sociales destinadas a formarlos y protegerlos 
fueran de acuerdo con ese mismo desenvolvimiento del individuo; por eso precisa la 
creación de estos tribunales. Nosotros vemos generalmente con extraordinario desa-
grado cómo los guardianes del orden público llevan a los pequeños de la mano a las 
cárceles, a los lugares de corrección, donde los menores generalmente adquieren una 
cantidad de vicios que no tenían. Nosotros vemos con qué poco cuidado son tratados 
los pequeños en la calle y aun en los mismos talleres, porque no se les da el lugar que 
debe dárseles; y si las leyes, como antes dije, deben ser protectoras, ¿qué importa que 
una adición más o menos interesante pueda servir para favorecer esto, que en último 
resultado sólo es cuidar del porvenir de la República? Yo os pido que consideréis esta 
adición que me he permitido proponer. Si no fuera oportuna dentro del capítulo a 
discusión, si no tuviera carta de naturalización dentro de la Constitución que ahora 
discutimos, yo os suplico encarecidamente en nombre de esa niñez, la conservéis den-
tro de vosotros y la llevéis, cuando hagáis obra revolucionaria dentro de los Estados 
que dignamente representáis. (Aplausos.)

—El C. Terrones: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano diputado Terrones.
—El C. Terrones: Para manifestar a la Asamblea que la proposición que acaba de 

hacer el señor Rodiles es enteramente fuera de la cuestión, porque aquí estamos tra-
tando de tribunales especiales, y más bien cabe como una adición al artículo 13. En tal 
concepto, yo creo que no debemos tener en consideración esto en el presente momento.

—El C. De la Barrera: Parece que el señor Rodiles así lo ha indicado al principio 
de su peroración.

Hemos aprobado en esta Cámara que las adiciones a los artículos pueden ser ad-
mitidas. Así, pues, el señor Rodiles puede hacer su proposición por escrito y la pode-
mos aceptar en el artículo 13 que ya está aprobado.

—El C. secretario: ¿No hay quien pida la palabra? (Voces: ¡No; adelante!) La Presi-
dencia manifiesta al ciudadano diputado Rodiles que si en su oportunidad presenta la 
solicitud en debida forma, se le dará curso. Se reserva la fracción para su votación.

“iv. Por cada seis días de trabajo deberá disfrutar el operario de un día de descanso 
cuando menos.” 

(Voces: ¡Adelante!) Está a discusión. Las personas que deseen hacer uso de la palabra, 
pueden inscribirse. ¿No hay quien haga uso de la palabra? Se reserva para su votación.
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“v. Las mujeres, durante los tres meses anteriores al parto, no desempeñarán tra-
bajos físicos que exijan esfuerzo material considerable. En el mes siguiente al parto, 
disfrutarán forzosamente de descanso, debiendo percibir su salario íntegro y conser-
var su empleo y los derechos que hubieren adquirido por su contrato. En el período 
de la lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de media hora cada 
uno, para amamantar a sus hijos.”

Está a discusión. Las personas... (Voces: ¡Adelante!) ¿No hay quien pida la pala-
bra? Se reserva para su votación.

“vi. El salario mínimo que deberá disfrutar el trabajador será el que se considere 
bastante, atendiendo a las condiciones de cada región, para satisfacer las necesida-
des normales de la vida del obrero, su educación y sus placeres honestos, considerán-
dolo como jefe de familia. En toda empresa agrícola, comercial, fabril o minera, los 
trabajadores tendrán derecho a una participación en las utilidades, que será regula-
da como indica la fracción ix.”

Está a discusión. ¿No hay quien pida la palabra? Se reserva para su votación.
“vii. Para trabajo igual debe corresponder salario igual, sin tener en cuenta sexo 

ni nacionalidad.” Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se 
reserva para su votación.

“viii. El salario mínimo quedará exceptuado de embargo, compensación o descuento.” 
Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se reserva para su 

votación.
“ix. La fijación de tipo de salario mínimo y de la participación en las utilidades a 

que se refiere la fracción vi se hará por comisiones especiales que se formarán en 
cada municipio, subordinadas a la Junta Central de Conciliación, que se establecerá 
en cada Estado.” 

Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se reserva para su 
votación.

“x. El salario deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal, no siendo 
permitido verificarlo con mercancías, ni con vales, fichas o cualquiera otro signo re-
presentativo con que se pretenda substituir la moneda.” 

Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se reserva para su 
votación.

“xi. Cuando por circunstancias extraordinarias deban aumentarse las horas de 
jornada, se abonará como salario por el tiempo excedente un ciento por ciento más de 
los fijados para las horas normales. En ningún caso el trabajo extraordinario podrá 
exceder de tres horas diarias, ni de tres días consecutivos. Los hombres menores de 
dieciséis años y las mujeres de cualquiera edad no serán admitidas en esta clase de 
trabajos.”

Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se reserva para su 
votación.

“xii. En toda negociación agrícola, industrial, minera o cualquier otra clase de tra-
bajo, los patrones estarán obligados a proporcionar a los trabajadores habitaciones 
cómodas e higiénicas, por las que podrán cobrar rentas que no excederán del medio 
por ciento mensual del valor catastral de las fincas. Igualmente deberán establecer 
escuelas, enfermerías y demás servicios necesarios a la comunidad. Si las negociacio-
nes estuvieren situadas dentro de las poblaciones y ocuparen en número de trabaja-
dores mayor de cien, tendrán la primera de las obligaciones mencionadas.”

Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se reserva para su vo-
tación.

“xiii. Además, en estos mismos centros de trabajo, cuando su población exceda de 
doscientos habitantes, deberá reservarse un espacio de terreno que no será menor 
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de cinco mil metros cuadrados, para el establecimiento de mercados públicos, insta-
lación de edificios destinados a los servicios municipales y centros recreativos. Queda 
prohibido en todo trabajo el establecimiento de expendios de bebidas embriagantes 
y de casas de juegos de azar.”

Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se reserva para su 
votación.

“xiv. Los empresarios serán responsables de los accidentes del trabajo y de las 
enfermedades profesionales de los trabajadores, sufridas con motivo o en ejercicio 
de la profesión o trabajo que ejecuten; por lo tanto, los patrones deberán pagar la 
indemnización correspondiente según que haya traído como consecuencia la muerte 
o simplemente incapacidad temporal o permanente para trabajar de acuerdo con lo 
que las leyes determinan. Esta responsabilidad subsistirá aun en el caso de que el 
patrono contrate el trabajo por un intermediario.”

Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra?
—El C. López Lira: Pido la palabra para una interpelación a la Comisión.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. López Lira: Yo rogaría a la Comisión se sirviera decirme si nada más hay 

un lugar a indemnización en caso de enfermedades profesionales, cuando haya impe-
dimento para el trabajo. Hay enfermedades que no llegan a poner fuera del trabajo a 
los operarios; ¿entonces no hay lugar a indemnización?

—El C. presidente: Tiene la palabra la Comisión.
—El C. Múgica, presidente de la Comisión: Para responder a la pregunta del se-

ñor diputado López Lira con una respuesta enteramente breve. La Comisión estima 
que esta es cuestión de reglamentación; de modo que las legislaturas de los Estados, 
al expedir la ley respectiva del trabajo, podrán hacer lo que gusten sobre el particu-
lar. (Voces: ¡Muy bien; adelante!)

—El C. secretario, continúa leyendo: 
“xv. El patrono estará obligado a observar en la instalación de sus establecimien-

tos, los preceptos legales sobre higiene y salubridad y adoptar las medidas adecua-
das para prevenir accidentes en el uso de las máquinas, instrumentos y materiales 
de trabajo, así como organizar de tal manera el trabajo, que resulte para la salud y 
la vida de los trabajadores la mayor garantía compatible con la naturaleza de la ne-
gociación, bajo las penas que al efecto establezcan las leyes.”

Está a discusión. ¿No hay quien haga uso de la palabra? Se reserva para su votación.
“xvi. Tanto los obreros como los empresarios tendrán derecho para coligarse en de-

fensa de sus respectivos intereses, formando sindicatos, asociaciones profesionales, 
etcétera.”

Está a discusión. ¿No hay quien haga uso de la palabra? Se reserva para su votación.
“xvii. Las leyes reconocerán como un derecho de los obreros y de los patronos las 

huelgas y paros.” 
Está a discusión. Las personas que deseen hacer uso de la palabra, sírvanse pasar 

a inscribirse. Se reserva para su votación.
—El C. Medina Hilario: Pido la palabra para una pequeña interpelación a la 

Comisión.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Medina.
—El C. Medina: ¿La ley reconocerá como un derecho de los obreros y de los patro-

nos las huelgas y los paros, respectivamente, señor Múgica?
—El C. Múgica: Respectivamente, sí señor, porque se trata del paro de los indus-

triales.
—El C. Medina: Es decir, del paro de los industriales, para reglamentar la huelga 

de los obreros.
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—El C. Múgica: Más abajo viene reglamentado lo relativo al paro de los industriales.
—El C. secretario:  “xviii. Las huelgas serán lícitas cuando tengan por objeto 

conseguir el equilibrio entre los diversos factores de la producción, armonizando los 
derechos del trabajo con los del capital. En los servicios públicos será obligatorio para 
los trabajadores dar aviso con diez días de anticipación, a la Junta de Conciliación 
y Arbitraje, de la fecha señalada para la suspensión del trabajo. Las huelgas serán 
consideradas como ilícitas únicamente cuando la mayoría de los huelguistas ejerciere 
actos violentos contra las personas o las propiedades, o en caso de guerra, cuando 
aquellos pertenezcan a los establecimientos y servicios que dependan del Gobierno. 
Los obreros de los Establecimientos Fabriles Militares del Gobierno de la República, 
no estarán comprendidos en las disposiciones de esta fracción, por ser asimilados al 
Ejército Nacional.”

Está a discusión. ¿No hay quien pida la palabra?
—El C. Cano: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Cano.
—El C. Cano: Señores constituyentes: Después de las tormentosas discusiones 

que tuvo el artículo 5º la primera vez, parece que algo se consiguió, puesto que aquí, 
en este proyecto del trabajo, se nos hacen algunas concesiones; unas, efectivamente, 
son una novedad, como la participación en las utilidades que tendrá el obrero en las 
negociaciones donde trabaja; otras son cosas viejas, como la jornada de ocho horas 
que va a ser obligatoria en toda la República, pues por ejemplo, en algunas partes, 
hace veinte años que la jornada de ocho horas es un hecho, pero que es un beneficio 
también; pero en esta fracción xviii, si no se concede lo que yo pedía aquella noche, 
todo va a ser inútil para nosotros.

Cuando un obrero de un grupo huelguista altera el orden, ataca la propiedad o 
hace un incendio, a él, al que ha hecho todo aquello, es al que se debe aprehender; 
que se le capture y que se exijan responsabilidades, pero no a todo el grupo huel-
guista, y las autoridades, no saliéndose de su papel, procederán siempre en debida 
forma. La fracción, tal como está, está buena. Ciertamente que aquí se dice cuándo 
son lícitas y cuándo no son lícitas; pero siempre, cuando se reglamenta una ley, se 
está muy propenso a los abusos. Bien, siempre se ha visto esto: las huelgas, por muy 
pacificas que sean, como la mayor parte de todos los industriales o dueños de indus-
trias están en relación muy directa con las autoridades de los lugares, casi siempre, 
cuando éstas no puedan contrarrestar de una manera directa la manifestación de 
los trabajadores, siempre recurren a esta salida: los trastornadores del orden públi-
co. Vuelvo a traer a la consideración de ustedes el caso típico en que me basé la vez 
que hablé en contra del artículo 5º. Más documentos sobre el caso de los huelguistas 
en México, hemos sabido que cuando se juzgó a estos compañeros en el Consejo 
de Guerra, se les absolvió porque no se encontró nada para proceder en contra 
de ellos. Pues bien, señores, actualmente están presos, acusados del mismo delito, 
después de habérseles juzgado tres veces; si la primera vez no se les consideró cul-
pables y se les puso en libertad, ¿por qué volvieron a aprehenderlos? La segunda vez 
se les juzgó y tampoco se encontró nada en su contra, y, sin embargo, no se les pone 
en libertad. Actualmente, viene el tercer proceso; se han dirigido repetidas veces a 
la Jefatura de Armas diciendo que resuelvan sobre ellos; se les ponga en libertad, o 
si se les considera culpables, así se declare de una vez; sobre ese particular no se les 
ha contestado nada. La huelga, según las actuaciones del proceso y según los infor-
mes de los compañeros, fue una huelga ordenada. A los compañeros se les citó en el 
salón “Star” y allí fue la fuerza armada, y sin que profirieran amenazas, sin alterar 
el orden los obreros y sin que cayeran dentro de la ley, se les detuvo y se les llevó a 
la prisión. Es más: el cargo terrible que se les lanzó fue este: que eran traidores a la 
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patria, porque habían paralizado la elaboración de municiones para el Ejército cons-
titucionalista. Pues bien, señores diputados, según lo que se ha llegado a saber, los 
huelguistas lanzaron un manifiesto, diciendo que todos aquellos obreros que traba-
jaran en los establecimientos del Gobierno, no estaban obligados, en manera alguna, 
a secundar la huelga, primero. Segundo: se dijo aquí que habían durado tres días 
las fábricas militares sin producir cartuchos. Tampoco esto es cierto; según lo que se 
sabe, parece que nada más dos horas estuvieron paradas las fábricas, y fue por esto: 
todos los establecimientos militares del Gobierno que se dedican a la producción de 
elementos de guerra, aparte de los motores eléctricos, tienen una planta de motor 
que en cualquier momento está lista para entrar en funciones, y precisamente los 
huelguistas de México, teniendo en cuenta esto no tuvieron empacho en parar la 
corriente eléctrica. De lo que se pudo averiguar en la secuela del proceso se deduce 
que solamente dos horas estuvo parada la fábrica militar de cartuchos. Ahora bien, 
aquí está el compañero Aguirre Escobar, coronel que los juzgó en el primer consejo 
de guerra. (Dirigiéndose al C. Aguirre Escobar.) Compañero: Apelo al testimonio de 
usted para que nos diga cómo estuvo el fallo suyo la segunda vez que los juzgó usted 
y ¿qué resultó de allí? ¿Le permite usted la palabra, señor presidente?

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Aguirre Escobar.
—El C. Aguirre Escobar: Efectivamente, señores, yo, como presidente del 2º Con-

sejo de Guerra, (Voces: ¡No se oye!) me tocó conocer del proceso de los huelguistas la 
segunda vez; habiendo sido absueltos la primera; yo, por nuevos datos que vinieron 
en el proceso, y, además, por el testimonio de las mujeres que estaban procesadas, y 
además por la confianza de algunos de ellos, que dijeron que Velasco, principal autor 
de la huelga, era el que había iniciado la huelga, era el que más empeño había tomado 
en llevarla adelante, y era el que había ido personalmente a los talleres de Nonoalco a 
decir que se parara la fuerza, y que no habiendo sido obedecido, fue a poner un mensaje 
para la planta de Necaxa, a fin de que se suspendiera la fuerza. Por estos testimonios 
fue por lo que el Consejo de Guerra lo condenó a muerte. En cuanto a los demás huel-
guistas, el propio Consejo de Guerra no consideró justo aplicarles ninguna pena, en 
virtud de que la ley por la cual se les juzgó es una ley que no tiene más que dos salidas, 
hacia atrás o hacia adelante; es la ley de 25 de enero de 1862. Los demás individuos 
que estaban procesados eran representantes del gremio de panaderos, del gremio de 
zapateros y de otros diferentes gremios. Entre ellos un individuo que sus condiciones 
eran tales, que iba todo desarrapado, iba sin camisa, sin nada; tenía hasta el ate-
nuante a su favor de que tenía dos soldados en el Ejército constitucionalista, y como 
la circunstancia de pertenecer a un gremio que ni implicaba ningún perjuicio al Go-
bierno, fue lo que tuvo en cuenta el Consejo de Guerra para no condenarlo. Yo tuve 
la satisfacción de poner en libertad a todos, menos a Velasco, que era el responsable 
directo, y según aparecía de las actuaciones del proceso y según declaraciones, aquel 
individuo era el representante del gremio de zapateros; entiendo que está ahora 
preso también e ignoro la causa, porque en la segunda vez lo absolvió el Consejo de 
Guerra haciendo honor a la revolución constitucionalista. En cuanto a Velasco, hasta 
hoy no me arrepiento de haberlo condenado a muerte; creo que aplicando el criterio 
del proceso lo condené a muerte y creo que está justificada la pena; en cuanto a los 
demás, el fallo absolutorio que se dictó creo también fue en regla, fue en justicia. En 
el proceso se hicieron también valer o aparecieron como datos nuevos unos versos 
escritos por Del Valle y otros por un tal Rocha, que haciéndose pasar por obrero, an-
daba mezclado en aquello, por más que mi opinión personal es que no era de obrero, 
porque un obrero no lleva un brillante de cinco quilates en el dedo. Pues bien, esos 
versos los conceptué yo como infamantes para el Primer Jefe del Ejército constitucio-
nalista, y no pude consignar a esos obreros y mandarlos a la Penitenciaría, por esta 
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razón muy sencilla: los consejos de guerra son convocados por el comandante militar 
de la plaza para conocer de un hecho concreto, determinados delitos y por los delitos 
que consten en el proceso, y en la orden de la plaza se ordena al Consejo de Guerra 
que conozca determinados delitos.

Ahora bien: en los delitos conforme a la orden de la plaza, que conforme a la orden 
de proceder a la averiguación previa, se habían designado, no estaba incluido aquel 
de ultrajes al Primer Jefe; así, pues, conforme a eso, y limitando así mis atribuciones 
como presidente del Consejo de Guerra, yo no pude mandar a la cárcel a aquellos 
individuos por los versos aquellos, que yo lo digo para mí, puesto que los leí, eran 
injuriosos para el Primer Jefe. Esa determinación sólo la podría haber tomado el 
ciudadano agente del Ministerio Público; si él no lo hizo, la culpa no fue del Consejo 
de Guerra. Respecto a los individuos que están en la cárcel, no sé por qué no están 
nuevamente en la Penitenciaría. Esto es lo que puedo informar al señor diputado.

—El C. Martí: Pido la palabra; sólo para un hecho.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano diputado Martí.
—El C. Martí: Sólo para un hecho respecto al mismo asunto, del que yo estoy algo 

enterado. En primer lugar, esos individuos, los obreros a que se refiere el compañero 
Cano, están en manos de las autoridades constitucionalistas, del mismo Gobierno 
que está formando las leyes obreras y es verdaderamente capcioso suponer que haya 
dolo en la prisión de esos individuos; yo estoy en aptitud de decirlo, porque se trata 
hasta de un amigo mío, del señor Rocha, que verdaderamente no sólo no era obre-
ro, sino que era un connotado enemigo del Gobierno; era agente del señor Ratner 
y se le encontraron documentos que lo comprobaban, documentos verdaderamente 
abrumadores. En los días en que fueron puestos en libertad, llegaron noticias de los 
Estados Unidos muy comprometedoras para estos individuos, y aquí hay personas 
como el señor Lozano, como el señor Amaya y otras, que pueden atestiguar esto. Así 
es que yo creo que no está bien que se vengan a hacer aquí alusiones a ese hecho, 
presentado al Gobierno como arbitrario, como injusto y haciendo aparecer a aquellos 
individuos como inocentes que nada han hecho. Allí se veía desde luego que había 
dos movimientos, dos grupos, dos tendencias. Uno era el movimiento huelguista, que 
los seguían muchos obreros honrados deseosos de mejorar su situación, y otro grupo 
era de aquellos individuos malvados que instigaban aquel sentimiento, pero en un 
sentido completamente contrario, en momentos difíciles, tratando no sólo de la cues-
tión de la huelga, sino que hasta trataron de volar la plantación de Necaxa. Señores, 
son hechos perfectamente comprobados y por eso están presos esos individuos.

—El C. Cano: Muy bien, señores; aquí, señor Martí, la circunstancia del momen-
to es transitoria, es excepcional. Yo me refiero precisamente al momento, y más que 
al momento presente a lo que va a venir después; porque mire usted, con todas las 
franquicias que al obrero se le conceden, la lucha va a ser más terrible entre ellos y 
nosotros. Antes, como no teníamos absolutamente ninguna franquicia, muy pocos se 
preocupaban de pertrecharse para poder hacer frente. Habiendo obtenido algo en este 
capítulo del trabajo, la situación va a ser muy distinta; antes, cuando no se habían 
vulnerado los intereses de una manera directa y profunda, se les juzgó como altera-
dores del orden público, porque es muy raro, señor Martí, que a un huelguista nunca 
se le juzgue como huelguista, sino que siempre se toma el pretexto de que ataca los 
intereses de los capitalistas, de que es alterador del orden público. Quiero que me diga 
el señor Martí, ya que está tan enterado, ¿cuándo los huelguistas de todos los países 
han cometido desaguisados con la propiedad particular? A ver, cíteme un solo caso en 
que los huelguistas han llegado a cometer actos como el incendio de una fábrica u otros 
que puedan considerarse como violencias punibles. Mire usted, voy a probarle una cosa 
que es típica y excepcional: en la primera huelga que hicimos en Guanajuato, cuando 
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me dirigí a la autoridad como representante de los obreros de aquella ciudad, me dijo 
el secretario de Gobierno: “Usted me va a responder de la seguridad de la población”, y 
yo le dije: “Oiga usted, señor secretario de Gobierno, yo no le respondo de la población; 
si ustedes, con todos los elementos de que disponen, elementos pecuniarios y milita-
res, son incapaces de asegurar los caminos tan sólo a un kilómetro fuera de la ciudad, 
¿cómo voy a sujetar a siete mil hombres que se mueren de hambre?” 

Yo aseguro a ustedes que si a los compañeros les hubiera faltado el buen juicio ya 
algunos de ellos hubieran robado aguijoneados por la necesidad, a mí, como respon-
sable de la huelga, me castigan porque había permitido que robaran aquello; pero no-
sotros, señor Martí, que vemos lo práctico, a nosotros que no se nos engaña con esto 
ni con lo otro, queremos que se nos otorgue una garantía segura. Indudablemente 
que si el obrero ataca la propiedad ajena, claro está que debe de castigársele. Yo fui 
el primero que les dije: si ustedes abusan, yo los pongo a disposición de la autoridad 
militar, y que los fusilen incontinenti...

—El C. De la Torre, interrumpiendo: Es lo que dice la ley.
—El C. Cano, continuando: Es lo que dice la ley, señor Zavala. ¿Usted fue quien 

me interrumpió, no? (Voces: ¡Fue De la Torre!) ¡Ah, De la Torre! Pues parece que éste 
no es obrero. Pues bien, vamos a lo práctico. En un movimiento habido en agosto en 
México, estaban los obreros reunidos en la alameda, parece que por el lado oriente, 
cuando allí se produjeron unos heridos por disparos de arma de fuego.—Creo que 
iban en automóvil algunos militares.—Por lo que se ha podido averiguar, ellos, des-
pués que se les llamó a que respondieran por el acto reclamado, dijeron que los obre-
ros les habían ido a quitar el parque, y no sé que se les haya castigado. Ahora bien, 
aquí en estos casos, quiero suponer que ese señor como dice el compañero Aguirre, 
haya sido un mal elemento; pues precisamente esos malos elementos nos los man-
dan los capitalistas, y esta es la cuestión: si únicamente los huelguistas hicieron las 
huelgas obreras, sabemos bien que no debemos extralimitarnos nunca, pero aquí 
viene lo delicado del caso: siempre que un movimiento huelguista se lleva a cabo, las 
negociaciones afectadas inmediatamente pagan a cualquier compañero o compañe-
ros, o si no son obreros, alguno que tenga relaciones con los obreros, para que vaya a 
cometer actos atentatorios a la ley, a fin de que se imputen esos atentados a los huel-
guistas. Ahora, dice el compañero Aguirre Escobar, que fueron a la lucha en busca 
de su mejoramiento y de su bienestar, y como quiera que es muy posible, porque yo 
no puedo dudarlo, que haya habido política en esta huelga, los verdaderos autores 
deben haber escapado indudablemente, porque siempre los autores de todo son más 
listos, son más astutos los que provocan esta clase de movimientos. A ellos está bien 
que se les aprehenda, se les juzgue y se les castigue por su culpabilidad, y en el caso 
del señor aquel del diamante de este tamaño... debían haberlo detenido desde luego.

Nosotros no sabemos qué clase de Gobierno vamos a tener en lo futuro, ¿y pueden 
ustedes asegurar que por mucho tiempo vamos a tener gobernantes honrados que 
apliquen la ley debidamente? Es de creerse: es más seguro que vengan malos gober-
nantes que buenos. Esto está fuera de duda, y nosotros, yo puedo asegurar a ustedes 
que si no se nos dan garantías, de esa manera no vamos a hacer ningún uso de las 
facultades que nos concede esta ley del trabajo...

—Un C. diputado, interrumpiendo: Favor de repetir lo que dijo.
—El C. Cano, continuando: Que al huelguista no se le considere trastornador del 

orden ni de la paz pública, pero que si comete algún delito que vaya contra la paz 
pública, que se le castigue. Nunca es trastornador del orden público el huelguista 
que vaya en la última fila; siempre los trastornadores son los que figuran en la pri-
mera. Aunque no vayan contra el orden ni la paz pública, la burguesía utiliza esto 
para poder hacer lo que ha hecho con nosotros hasta la fecha. Esto es fuera de duda 
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señores. Miren ustedes: el gobernador de Guanajuato expidió una disposición que a 
todos los obreros enfermos, aun cuando esa enfermedad no hubiese sido originada por 
el trabajo, se les pagase el tiempo que duraran enfermos y se les diera atención médica 
proporcionándoseles las medicinas necesarias. Miren ustedes: cuando los compañeros 
se enfermaron y fueron a exigir el cumplimiento de esa ley, fue necesario entrar en 
convenios con la Confederación de Obreros de Guanajuato y con el Departamento del 
Trabajo para hacer cumplir esa disposición a la compañía, a pesar de que se trataba 
de una insignificancia, porque ¿qué valen las medicinas para una compañía? Ahora, 
señores, consideren ustedes al obrero: un tanto por ciento de las utilidades van a darle 
el salario que le corresponda para que viva, ya no decentemente, pero ni siquiera como 
hombre; es indudable que van a mermar sus ganancias en una forma o en otra, pero 
en fin, señores, como esto es ahora más grave, van a poner en juego mayores recursos 
indudablemente, y nosotros estamos completamente desarmados. Nosotros, ya lo he 
dicho, no sabremos hacer leyes, pero sí sabemos cuándo nos apoya la Constitución. 
Vean ustedes: en Guanajuato, los señores dueños de las negociaciones mineras no se 
dan por aludidos por las leyes que se dictan. Allí, como ya dije en alguna ocasión an-
terior, la población está muerta de hambre y los dueños de minas no ponen a trabajar 
las minas. El Gobierno constitucionalista tiene enfrente un problema terrible, porque 
la mayor parte de los obreros que se declararon en huelga fueron a buscar trabajo, y 
fueron otros y empezaron a ser quitados los primeros. ¿Quiénes son más responsables, 
ellos o nosotros? Indudablemente que ellos. En verdad, ¿de qué modo los obliga la ley 
a ellos? (Voces: ¡Ya, ya; que haga la proposición!) Yo únicamente lo que pido es esto, y 
lo dejo a la consideración de ustedes, y no quiero extenderme más porque aquí todo se 
ha hecho de carrera; acabamos de prisa y ya veremos cómo acabamos. Pido esto: que 
se adicione la fracción que está a debate, la xviii, con esta proposición mía; que a los 
huelguistas no se les considere trastornadores del orden público. Si ustedes no quieren 
considerar al trabajador, muy bien. Nosotros hemos aceptado la lucha y vamos a su-
frir las consecuencias de ella. He dicho.

—El C. Ugarte Gerzayn: Pido la palabra.
—El C. presidente: ¿Para qué?
—El C. Ugarte: Para el asunto a debate.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Ugarte: Señores diputados: Soy uno de los que tuvieron la satisfacción 

de firmar el proyecto de reglamentación que servirá para la futura legislación obre-
ra y que se discute en estos momentos. Es natural que la previsión humana no 
alcance a todos los detalles en el momento en que se produce una obra, y por eso, 
cuando hemos llegado ya a la discusión de las fracciones, encuentro un error y voy 
a poner a la consideración de todos los que firmamos la iniciativa y de la Comisión 
que presentó el dictamen haciendo suya la iniciativa, esta consideración: nuestro 
deseo vehemente, nuestro deseo verdadero de mejorar las condiciones de nuestros 
trabajadores, está cristalizando ya en la proposición que hemos presentado; pero 
hay, sin embargo, una clase especial que es a la que me voy a referir en estos mo-
mentos, y por la importancia que encierra este punto para la defensa nacional, 
para la revolución y para el porvenir de nuestra patria, debemos considerarlo y re-
flexionar sobre el seriamente. Me refiero a los obreros que prestan sus servicios en 
los establecimientos fabriles del Gobierno, que están, por sus condiciones especia-
les, fuera de las circunstancias de los demás obreros de fábricas, de minas, talleres, 
etc., los establecimientos fabriles militares, entre los cuales deben considerarse la 
fábrica de municiones, la fábrica de armas, equipo para el Ejército, etcétera, deben 
ser, y lo son ya en la legislación nuestra, y sobre todo desde que ha tomado un im-
pulso verdadero el principio de defensa nacional, consideradas como asimiladas al 
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Ejército. En consecuencia, la ley obrera no puede, no debe comprender a los obre-
ros de esos establecimientos; pero es necesario consignarlo de un modo preciso, es 
necesario consignarlo de una manera absoluta, porque correríamos, y la República 
especialmente, el riesgo de que dejando incluidos a los obreros de establecimientos 
fabriles militares en este proyecto de legislación, con los mismos derechos y espe-
cialmente el de huelga, únicamente se les considere como obreros y tengan derecho 
de anunciar con diez días de anticipación la huelga, con lo cual se vería el Gobierno 
en un grave aprieto llegada la ocasión. Esto, en modo alguno debe constituir una 
restricción y quitar las garantías que esos obreros deben tener, porque el artículo 5º 
les consagra una muy amplia: dice allí que nadie estará obligado a prestar sus ser-
vicios contra su voluntad, con su pleno consentimiento y con la justa retribución. 
Seguramente que los establecimientos fabriles militares serán los mejor retribui-
dos, de hecho ya lo son, porque existe allí una clase determinada de obreros más 
aptos, de obreros cuya selección se hace escrupulosamente por los directores de los 
establecimientos fabriles militares dependientes de la Secretaría de Guerra, y esos 
obreros, que son en su mayoría mecánicos, que en su mayoría son técnicos, porque 
necesitan conocer una multitud de detalles en la fabricación de pólvora, en la ma-
nera de cargar los cartuchos, en la fabricación de balas, en la fundición de cañones 
y en todo aquello que constituye la fabricación de implementos para la defensa 
nacional no deben quedar incluidos entre las demás clases obreras de la República, 
porque ya hay un principio al considerarlos asimilados al Ejército.

Por tanto yo traigo esto y lo someto a la consideración de la Asamblea, para que 
lo estudie y resuelva lo que juzgue más conveniente sobre el particular, porque 
estoy seguro de que cuando la República esté en paz, necesitará prepararse para la 
guerra. Cuando nosotros no hemos estado suficientemente capacitados para repe-
ler una agresión extraña en un período en que todas las actividades se concentran 
para hacer el engrandecimiento de la patria, los obreros, aquellos silenciosos la-
bradores de la defensa nacional, estarán preparando el robustecimiento de nuestra 
nacionalidad y haciéndonos, para el evento de una agresión extraña, el cuerpo de 
defensa con que sepamos repelerla en un momento dado. Si vosotros consideráis 
este asunto, que no toco con toda la atención que se merece por razones que no se 
escapan a la consideración de esta honorable Asamblea, debe consignarse esto en 
la fracción a debate, la xviii, haciendo la siguiente adición, si la Comisión la acepta 
y si los signatarios de la moción la aceptan también. Esta es una previsión patrióti-
ca; que se diga: “Los obreros de los establecimientos fabriles militares del Gobierno 
se consideran asimilados al Ejército y, por lo mismo, no estarán comprendidos en 
la disposición de esa fracción, que es la que se refiere al derecho de huelga. Esta 
consideración, señores diputados, si la creéis pertinente, si la Comisión dice que la 
acepta, que sea una pequeña adición; yo soy uno de los signatarios de la proposi-
ción y juzgo inútil extenderme en otras consideraciones que las que he expresado. 
(Aplausos.)

—El C. Victoria: Tengo entendido que las razones que acaba de exponer el di-
putado Ugarte las tuvimos en cuenta y, si mal no recuerdo, en uno de los incisos 
de este artículo se aprobó que los obreros que trabajan en las fábricas de cartuchos 
nacionales están considerados como asimilados al Ejército y no pueden abandonar 
sus labores en tiempo de guerra, y yo pido que no las abandonen en tiempo de paz ni 
en ningún tiempo.

—El C. presidente: Tiene la palabra el diputado Jara.
—El C. Jara: Señores diputados: Vengo a defender el dictamen a discusión, y, para 

el efecto, voy a procurar disminuir los temores de nuestro compañero Cano, temores que 
tiene respecto a que los trabajadores sean víctimas de felonías y víctimas de intrigas.
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Precisamente, dejando al derecho de huelga esa amplitud, sin poner condición nin-
guna, consideramos nosotros, cuando la honorable Comisión dictaminadora admitió 
en su seno para discutir la fracción a debate, que podían muy bien más tarde los go-
biernos futuros considerar la huelga como un motivo de trastorno del orden público 
y proceder contra los huelguistas. Yo deseo que los trabajadores tengan las mayores 
garantías, yo deseo que sus intereses queden lo suficientemente asegurados, para 
que no estén sujetos a las alternativas de la política y a las malas interpretaciones. 
En la persecución de este fin, he consagrado mis esfuerzos durante algunos años, 
pero jamás en mi lucha en este sentido he ofrecido nada a los trabajadores que sea 
utópico, que sea irrealizable, y, por consiguiente, inconveniente; más aún, creo que 
cuando en el afán de captarse simpatías, en el afán de significarse como partidarios 
del trabajador, se recurre a ofrecimientos desmedidos, se recurre al engaño y al so-
fisma, entonces, sencillamente se comete un delito y un delito contra una clase res-
petable por mil títulos, contra una clase digna de consideración y apoyo; pero vuelvo 
al caso concreto: creo hemos ido, y digo hemos, porque allí tomamos participación 
varios compañeros que estamos interesados en la cuestión relativa al trabajo, que 
nos hemos preocupado por estudiarla, por tratarla a fondo, hasta donde nuestros es-
casos conocimientos e inteligencia nos lo permiten. Nosotros convenimos, repito, en 
que quedara la fracción de referencia en el sentido presentado, porque hemos creído 
fundadamente que de esta manera queda asegurado el trabajador.

Aquí se dice, y esto es precisamente lo que estimo que hará que nuestro compañe-
ro Zavala (Voces: ¡Cano! ¡Cano!) deseche los temores que abriga sobre el particular: 
“Las huelgas serán consideradas como ilícitas únicamente cuando la mayoría de los 
huelguistas ejerciere actos violentos contra las personas y las propiedades”, etcétera. 
De manera que en estas condiciones se establece que sólo cuando la mayoría de los 
individuos lanzados a la huelga cometan una acción violenta contra determinada 
persona o propiedad, entonces es cuando se puede declarar la huelga ilícita, y, por 
consiguiente, proceder contra los huelguistas. Aquí no habrá el pretexto que se tomó 
en Chicago para los asesinatos de triste recordación, para aquellos asesinatos que to-
davía cuando se recuerdan crispan los nervios y hacen que la cólera ruja en el pecho 
del trabajador. En estas condiciones no habrá tampoco motivo para que se repitan 
hecatombes como la del 7 de enero en Río Blanco, y para que, en una palabra, se pueda 
dar lugar a procedimientos infames, a procedimientos perversos para detener el cur-
so de la corriente del trabajador en la vía del progreso. Establece que la mayoría, que 
cuando la mayoría ejerciese una acción en el sentido indicado, es cuando hay derecho 
a considerar una huelga ilícita; los que quieran impedir que el trabajador, por medio 
de la huelga, por medio del abandono del trabajo, que es uno de los recursos muy 
legítimos que tiene para su defensa, logre su objeto, no podrán impedirlo haciendo 
que se mezclen entre los huelguistas cinco, seis y hasta diez agitadores, porque eso 
no se considerará como la acción de estar mezclados en una muchedumbre, no se 
considera como la acción de la mayoría, y, por consiguiente, no bastará que ellos 
pretendan ejercer determinada acción contra el orden o la propiedad, para que se 
declare una huelga ilícita. Habrá necesidad de que realmente la mayoría, de que el 
conjunto huelguista ejerza esa acción, para que entonces se pueda poner coto por las 
autoridades de los desmanes que se cometan. De otra manera, dejando amplio el con-
cepto de la ley, como se pretende, habría lugar a que en los Estados, las legislaturas 
de los Estados, al reglamentar estas bases constitucionales, consideraran la huelga 
bajo distintos aspectos, y entonces bastase recordar que el orden no puede alterarse, 
bastase invocar la conservación del orden, para coartar el derecho de huelga. Seño-
res diputados; voy ahora a tratar de la proposición verbal que ha presentado nuestro 
compañero Ugarte. Los trabajadores de las fábricas nacionales de armas y cartuchos, 
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ha dicho él, que están militarizados; en consecuencia, están sujetos a la Ordenanza 
Militar; en consecuencia, cuando en esas condiciones en que han aceptado el trabajo 
cometen algún delito, deberán sujetarse a la Ordenanza Militar; el procedimiento 
contra ellos deberá ajustarse a los prescriptos en la Ordenanza Militar, como antes 
dije. No hay, pues, necesidad de consignarlo aquí en la Constitución; no hay, pues, 
necesidad de establecer entre las bases constitucionales una excepción para estos 
trabajadores, supuesto que ellos, al ir a desempeñar su labor en los establecimientos 
de la índole que menciono, aceptan el trabajo en esas condiciones, como militares; 
de manera que podemos considerarlos como militares comisionados, ya que hay mi-
litares comisionados en diversas oficinas, como hay también militares comisionados 
en el extranjero para el estudio del armamento, de la táctica, etcétera.

Por consiguiente, en virtud de lo antes expuesto, yo estimo que no es de consignarse 
esta adición en las bases que establecemos como principio constitucional.

—El C. Palavicini: Pido la palabra para un hecho.
—El C. presidente: Diga usted, señor diputado.
—El C. Palavicini: En las observaciones que han hecho, tanto el diputado Jara 

como el señor Cano, debo hacer dos rectificaciones, una a cada uno de ellos. Al señor 
Cano —y si esto puede relacionarse con la proposición del señor Cano— debo decirle 
que fuera del caso de los obreros de México, en estos momentos todavía está en carte-
ra de la cancillería mexicana lo relativo a la investigación de cómo se inició la huelga 
de México entre los obreros de la Fábrica de Cartuchos, en relación íntima entonces, 
especialmente con el gerente de una negociación americana, y cuando solamente ha-
bía en la ciudad una existencia de cinco mil cartuchos, y cuando estaban las fuerzas 
americanas de Pershing dentro del territorio nacional. Esto es un hecho evidente; 
¿por qué se ha hablado de la mano fuerte con que el Gobierno reprimió esa huelga? 
Porque con esa huelga se ha querido desprestigiar al Gobierno Constitucionalista. Es 
bueno que se sepa que el gerente de aquella negociación era americano, y es bueno 
que se sepa también que en aquellos momentos las fuerzas americanas estaban en el 
país y que la combinación que entre los obreros huelguistas y el gerente del negocio 
había, fue perfectamente comprobada, y existe la prueba de ella en la cancillería 
mexicana; esa prueba está en poder de la Secretaría de Relaciones, que está tratando 
este punto; ahora me refiero a la proposición del señor Jara, que decía que desde el 
momento en que un obrero entra en la Fábrica de Cartuchos, es por ese solo hecho, 
asimilado; debía serlo, pero entonces perdería por ese solo hecho todas las otras ga-
rantías que concede esta ley, y lo que queremos es que el obrero pueda conservar to-
das las garantías que le da esta ley y que no sea motivo de amparo lo que se refiere a 
huelgas y para que no quede en condiciones de soldado, sino que siga siendo conside-
rado como obrero; porque de otro modo se le obliga a estar siempre considerado como 
soldado; si solamente para el caso de huelga se le restringen sus derechos, se habrá 
salvado al obrero. Respecto a lo dicho por el señor Victoria, también debo rectificar 
que no solamente debe tomarse en cuenta el tiempo de guerra, porque precisamente 
la defensa para el tiempo de guerra debe hacerse en tiempo de paz, porque si no se 
prepara en tiempo de paz el parque, la guerra es un fracaso. De modo que yo creo que 
lo que debe hacerse es tener todos los elementos necesarios para que la preparación 
para la guerra pueda ser eficaz. (Aplausos.)

—El C. De la Barrera: Pido la palabra, señor presidente.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. De la Barrera: Señores diputados: Hemos visto en el proyecto de ley 

obrera que se han dado muchas libertades a los obreros. Esas libertades, señores, 
vienen a constituir, para la nueva Constitución y para los obreros, unas garantías 
que no tenían.
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Soy de opinión, señores, que si hemos dado amplias libertades a los obreros, tam-
bién a la autoridad le debemos derecho para que, en el caso de que un obrero aparez-
ca como trastornador del orden público, se le castigue.

Lo que pide el señor diputado Cano sería tanto como llegar al libertinaje. Por lo 
que respecta a lo que pide el señor Ugarte, lo creo muy de justicia. Sería ridículo, 
señores diputados, que nosotros los militares, por cualquier motivo, por descontento 
de sueldo, nos declaráramos en huelga; sería antipatriótico, sería criminal. Y a los 
obreros se les debe considerar como militares asimilados desde el momento en que 
están prestando sus servicios en Establecimientos Fabriles. Una vez que ellos quie-
ran declararse en huelga, que encuentren la asimilación militar para que no puedan 
hacerlo. (Voces: ¡Muy bien!)

—El C. Múgica: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Múgica: Más que para traer palabras de convencimiento a esta Cámara, 

tomo la palabra para poner de manifiesto a los obreros que se encuentran presentes 
en esta Asamblea, la diferencia que establece la Comisión entre la redacción que 
presenta al debate y la redacción correspondiente al proyecto de la Comisión. Desde 
este punto de vista en que hemos colocado, desde luego debe considerarse que no 
debemos llegar, como acaba de decir el señor diputado De la Barrera, al libertinaje. 
Creíamos nosotros que la fracción xviii les ponía más trabas o que más bien podía 
dar lugar a que hubiera más motivos para que se verificara una huelga, y por esta 
razón la Comisión aceptó mejor la redacción que le ha dado el proyecto. Uno y otro 
dicen así. Dice el proyecto: 

“Las huelgas serán lícitas cuando, empleando medios pacíficos, lleven por objeto 
conseguir el equilibrio entre los factores capital y trabajo, para realizar la justa dis-
tribución de los beneficios.” 

Lo que hemos propuesto a vuestra consideración dice así: 
“Las huelgas serán lícitas cuando tengan por objeto conseguir el equilibrio en-

tre los diversos factores de la producción, armonizando los derechos del trabaja-
dor con los del capital.” Como verá la Asamblea, la última parte es la reformada. 
Es la que, en nuestro concepto tiene mayor importancia, porque últimamente los 
ferrocarrileros, que son obreros, han dado en promover huelgas precisamente 
cuando sus servicios son más necesarios por las necesidades actuales. Nosotros 
quisimos comprenderlos aquí, dado que los ferrocarrileros, en cierto modo, en 
caso de guerra principalmente, son departamentos que dependen del Gobierno; 
en el mismo caso están los telegrafistas; por ejemplo, que son profesionales, y 
algunos otros elementos necesarios, indispensables, mejor dicho, para la defensa 
nacional o para la defensa de un Gobierno establecido. Pusimos aquí el límite de 
que se exigiese que sólo cuando la mayor parte de los huelguistas cometiese abu-
sos contra personas y propiedades, sólo en esos casos que pudiera disolver una 
huelga, con objeto de corregir el abuso. El señor diputado Cano decía aquí que él 
no recordaba que nunca los obreros hubiesen dado motivo para que se procediera 
contra ellos. En términos generales puede considerarse que es cierta la asevera-
ción del señor diputado Cano, porque los obreros, antiguamente, cuando hacían 
uso del derecho de huelga, era ya más bien un movimiento de rebeldía, porque 
saltaban de la opresión en que se les tenía, tanto por las autoridades como por 
el capital, y se dedicaban más bien a actos de violencia que a actos de verdadera 
huelga. Yo recuerdo que en el año de 1911, recién triunfante la revolución que 
acaudilló el señor Madero, hubo una huelga en México entre los empleados de 
tranvías —motoristas y conductores—, y recuerdo perfectamente bien —podría 
citar varios casos porque fui actor en las escenas que en la capital se desarrolla-
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ron aquellos días— de que los huelguistas se entregaron a actos de verdadera 
violencia; detuvieron a gran número de coches, apedrearon a algunos carros que 
iban con servicio funerario y detuvieron a los conductores de ellos; estos son actos 
de violencia que la ley en ningún caso debe permitir y sí castigar con toda ener-
gía: por eso nosotros consideramos que alguna vez los huelguistas podrían entre-
garse a actos de violencia; pero para que no tengan como pretexto el simple hecho 
de la huelga y el temor que llevan a un grupo social, quisimos que se limitara la 
acción de la autoridad social a causa de que un grupo numeroso de huelguistas 
tomara participación en hechos violentos contra la propiedad y las personas. La 
Comisión, que hubiera tenido el deseo de dar a esto una solución verdaderamente 
satisfactoria para todos, no ha podido conseguirlo. Algún diputado se ha acercado 
a la Comisión en lo particular y le ha dicho que aun en este caso ve una amenaza 
contra los huelguistas. Es indudable, señores diputados, que mientras no ten-
gamos un medio perfectamente educado para las huelgas, mientras no estemos 
acostumbrados a ver que se apela a ese recurso como a una medida eficaz para 
contrarrestar el esfuerzo del capital; que se defiende no sólo en lo natural, sino 
aún de aquellas ambiciones bastardas que el capital, siempre tiene, es natural, 
digo, que aquellos dos factores vayan ante la autoridad a promover: el capital, 
que se corrija a los huelguistas; los huelguistas, a pedir garantías; pero, repito, 
que estando en vigor una ley en donde se le da todo carácter legal a una huelga, 
las autoridades, aun en el caso de que se pueda suspender la huelga, esa mani-
festación de los huelguistas para hacer que la opinión pública refleje sobre ellos, 
y cuando su peso formidable obligue a los capitalistas a ceder en el sentido de 
sus exigencias, no se perjudicarán los trabajadores, porque aun en el caso de que 
las autoridades cometan el desatino de reprimir esa manifestación, esa huelga, 
aun en ese caso, los huelguistas tendrían que permanecer separados del trabajo 
hasta que no tuviera una solución definitiva su justa demanda. En cuanto a lo que 
propone el señor diputado Ugarte, la Comisión pensó que, dado el estado de guerra, 
era indudable que nuestros trabajadores, por patriotismo, no deberían separarse del 
trabajo; pero, señores diputados, la Comisión dispone de tan pequeño tiempo para 
reformar su dictamen y la Asamblea le da tan poco tiempo para deliberar, que así, a 
primera vista, la Comisión no tiene ningún inconveniente en aceptar la adición que 
se propone, y que incluirá en la fracción xviii, si la soberanía de esta Asamblea así 
lo dispone. (Aplausos.)

—El C. secretario: Por acuerdo de la Presidencia se va dar lectura a un voto de 
adhesión para que se tenga presente por la respetable Asamblea. Dice así: 

“Honorable Asamblea: 
“En mi anhelo de garantizar más debidamente al obrero mexicano el derecho de 

huelga, me permito someter a vuestra soberana consideración que la fracción xviii 
del artículo 123 se adicione como sigue: «Ningún huelguista podrá ser considerado 
como trastornador del orden público, y en caso de que los huelguistas cometan actos 
delictuosos, serán castigados individualmente, sin que su responsabilidad pueda ex-
tenderse a los demás compañeros de movimiento.» 

“Protesto a ustedes mi atención.—Constitución y Reformas.—Querétaro, 23 de 
enero de 1917.—Luis Fernández Martínez.” —Rúbrica.

Conforme al Reglamento, la Presidencia manifiesta a la honorable Asamblea que 
se tendrá presente en el debate.

La adición que hará la Comisión en el caso de que la Asamblea le conceda permiso 
para retirar el dictamen, es la siguiente: “Los obreros de los Establecimientos Fabriles 
Militares del Gobierno de la República no estarán comprendidos en las disposiciones 
de esta fracción, por ser asimilados al Ejército Nacional.” (Voces: ¡Muy bien! ¡Muy 
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bien!) Se concede permiso a la Comisión para adicionar el dictamen. Se suspende la 
sesión pública.

La Presidencia, por conducto de la Secretaría, suplica a los ciudadanos diputados 
se sirvan no retirarse, para verificar una corta sesión secreta.

—El C. Dávalos: ¿Con prensa o sin prensa?
—El C. secretario, a las 7:55 p. m.: Con prensa.

t
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58ª SESIÓN ORDINARIA

C ELEBRA      D A

EN EL TEATRO ITURBIDE LA NOCHE DEL MARTES

23 DE ENERO DE 1917

t

SUMARIO
t

1.	 Se pasa lista. Se abre la sesión y se reanuda el debate sobre la frac-
ción xviii del artículo 123, reservándose para su votación.

2.	 Sucesivamente son leídas, discutidas y reservadas para su votación, 
las fracciones xix, xx, xxi, xxii, xxiii, xxiv, xxv, xxvi, xxvii, xxviii, 
xxix, xxx y el artículo transitorio.

3.	 Se desecha una adición que propone el C. Gracidas.
4.	 En votación nominal y por unanimidad son aprobados los artículos 5° 

y 123, levantándose en seguida la sesión.

t

Presidencia del C. ROJAS LUIS MANUEL 
t

1

—El C. secretario Truchuelo: Hay una asistencia de 152 ciudadanos diputados. 
Hay quorum.

—El mismo C. secretario: La Presidencia manifiesta a la asamblea que conti-
núa la discusión de la fracción xviii del artículo 123. ¿No hay quien pida la palabra? 
(Voces: ¡No!)

—El C. Zavala: Pido la palabra. Cuando el diputado Múgica hizo una aclara-
ción respecto a los movimientos huelguistas, precisó diciendo que los ferrocarrileros 
hacían huelgas cuando creían que sus trabajos eran más necesarios; en eso está 
equivocado el diputado Múgica, porque el último movimiento que hubo lo precipitó 
el ingeniero Pani por no haber atendido los telegramas que le puso la federación de 
Aguascalientes; quiero que se rectifique eso, porque el diputado Múgica ha expresa-
do una inexactitud.

—El C. Múgica: Pido la palabra, señor presidente, para contestar.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Múgica: Está usted en un error. (Dirigiéndose al diputado Zavala.) Lo que yo 

he dicho hace unos momentos ha sido que la huelga había tenido lugar en los momentos 
en que el Gobierno necesitaba más de los ferrocarrileros, y esto es la verdad.

—El C. Calderón: Yo debo hacer notar que muchos ferrocarrileros, casi la totali-
dad, eran villistas.

—El mismo C. secretario: ¿Ningún otro ciudadano diputado desea hacer uso de 
la palabra? 

“Fracción xviii. Las huelgas serán lícitas cuando tengan por objeto conseguir el 
equilibrio entre los diversos factores de la producción, armonizando los derechos del 
trabajo con los del capital.

“En los servicios públicos será obligatorio para los trabajadores dar aviso, con diez 
días de anticipación, a la Junta de Conciliación y Arbitraje, de la fecha señalada para 
la suspensión del trabajo. Las huelgas serán consideradas como ilícitas únicamente 

DD Tomo III • (2015).indd   345 03/11/16   2:05 p.m.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2016.  
Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

Libro completo en: https://goo.gl/EEtv2j



[ 346 ]

cuando la mayoría de los huelguistas ejerciere actos violentos contra las personas o 
las propiedades o, en caso de guerra, cuando aquéllos pertenezcan a los estableci-
mientos y servicios que dependan del Gobierno. Los obreros de los establecimientos 
fabriles militares del Gobierno de la República, no estarán comprendidos en las dis-
posiciones de esta fracción, por ser asimilados el Ejército Nacional.”

Está a discusión. ¿Algún ciudadano diputado desea hacer uso de la palabra? Por 
acuerdo de la Presidencia se va a dar lectura a la adición que propone el ciudadano 
diputado Fernández. El artículo que se acaba de leer se reserva para su votación.

“Ningún huelguista podrá ser considerado como trastornador del orden público, 
y en caso de que los huelguistas cometan actos delictuosos, serán castigados indivi-
dualmente, sin que su responsabilidad pueda extenderse a los demás compañeros de 
movimiento.”

Por acuerdo de la Presidencia se pregunta a la Asamblea si se toma en considera-
ción esta adición. Las personas que estén por la afirmativa sírvanse ponerse de pie. 
No se toma en consideración.

2

“xix. Los paros serán lícitos únicamente cuando el exceso de producción haga ne-
cesario suspender el trabajo para mantener los precios en un límite costeable, previa 
aprobación del Consejo de Conciliación y Arbitraje.” 

Está a discusión. ¿No hay quien pida la palabra? Se reserva para su votación.
“xx. Las diferencias o los conflictos entre el capital y el trabajo, se sujetarán a la 

decisión de un consejo de conciliación y arbitraje, formando por igual número de re-
presentantes de los obreros y de los patronos, y uno del Gobierno.” 

Está a discusión. Las personas que deseen hacer uso de la palabra, pueden pasar 
a inscribirse.

—C. Gracidas: Pido la palabra para hacer una aclaración.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano diputado Gracidas.
—El C. Gracidas: Señores diputados: Deseo exponer la duda que tengo acerca de 

cómo y cuándo se integran los tribunales de conciliación y arbitraje; si éstos tienen 
un carácter permanente o solamente han de integrarse con motivo de algunas difi-
cultades obreras. Sé que en Yucatán estos tribunales son permanentes; por tanto, los 
consideraría yo un cuerpo oficial que sostiene la autoridad, el Gobierno. En Veracruz 
estos tribunales y estos consejos son resultado de las dificultades obreras, es decir, se 
integran accidentalmente. Desearía que la Comisión hiciera constar cuál es su parecer 
a éste propósito, si el de que los tribunales han de recibir previo aviso en cada movi-
miento económico, o si ha de convocarse al tribunal cuando estallen las dificultades.

—El C. Múgica: Pido la palabra, señor presidente, para contestar.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Múgica: Como ya en el seno de la Comisión se discutió esto, aun cuando 

no oí al señor Gracidas en estos momentos, creo que se trata de lo mismo. (Risas.) 
Algún ciudadano diputado se acercó a nosotros para decirnos que cómo iban a ser 
esos consejos de conciliación, si permanentes o accidentales, y el señor Gracidas nos 
ha dicho que en Veracruz eran accidentales y se formaba un consejo cada vez que 
los obreros tenían un conflicto, y entonces, la Comisión creyó que era mejor a la re-
glamentación de cada Estado esta facultad, con el objeto de que se pusieran consejos 
permanentes o accidentales, según lo que pudiera tener mejor resultado.

—El C. secretario: ¿Algún ciudadano diputado desea hacer uso de la palabra? Se 
reserva para su votación.

“xxi. Si el patrono se negare a someter sus diferencias al arbitraje o a aceptar 
el laudo pronunciado por el consejo, se dará por terminado el contrato de trabajo 
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y quedará obligado a indemnizar al obrero con el importe de tres meses de salario, 
además de la responsabilidad que le resulte del conflicto. Si la negativa fuere de los 
trabajadores, se dará por terminado el contrato del trabajo.” 

¿No hay quien pida la palabra? Se reserva para su votación.
“xxii. El patrono que despida a un obrero sin causa justificada o por haber ingre-

sado a una asociación o sindicato, o por haber tomado parte en una huelga lícita, 
estará obligado, a elección del trabajador, a cumplir el contrato o a indemnizarlo con 
el importe de tres meses de salario.

“Igualmente tendrá esta obligación cuando el obrero se retire del servicio por falta 
de probidad de parte del patrono o por recibir de él malos tratamientos, ya sea en su 
persona o en la de su cónyuge, padres, hijos o hermanos. El patrono no podrá eximir-
se de esta responsabilidad cuando los malos tratamientos provengan de dependien-
tes o familiares que obren con el consentimiento o tolerancia de él.”

Está a discusión. ¿No hay quién hago uso de la palabra? Se reserva a votación.
“xxiii. Los créditos de los trabajadores que se les adeuden por salarios o sueldos 

devengados en el último año y por indemnizaciones, tendrán preferencia sobre cua-
lesquiera otros en los casos de concurso o de quiebra.” 

Está a discusión. ¿No hay quién haga uso de la palabra? Se reserva para su votación.
“xxiv. De las deudas contraídas por los trabajadores a favor de sus patrones, de sus 

asociados, familiares o dependientes, sólo será responsable el mismo trabajador y en 
ningún caso y por ningún motivo se podrán exigir a los miembros de su familia ni serán 
exigibles dichas deudas por la cantidad excedente del sueldo del trabajador en un mes.”

Está a discusión. ¿No hay quién haga uso de la palabra? Se reserva para su votación.
—El C. Calderón: Pido la palabra. (Voces: ¡Tribuna! ¡Tribuna!) Muy poco es lo 

que tengo que decir. Llamo a ustedes la atención sobre esta fracción que se acaba 
de leer. No concuerda el proyecto presentado con el dictamen que rinde la Comisión, 
porque aquí dice en este proyecto que las deudas serán nulas desde el día de la pro-
mulgación de esta Constitución y aquí creo que no lo dice.

—El C. Múgica: Pido la palabra.
—El C. Terrones: Pido la palabra.
—El C. presidente: ¿Para qué?
—El C. Múgica: Para informar.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Múgica: Hay un artículo transitorio, que dice: 
“Quedan extinguidas de pleno derecho las deudas que por razones de trabajo hayan 

contraído los trabajadores, hasta la fecha de esta Constitución, con los patronos, sus 
familiares o intermediarios.”

—El C. Calderón: ¿Desde que época?
—El C. Múgica: Durante toda la época revolucionaria.
—El C. Calderón: Deseo que se haga constar que desde el día en que se promul-

gue la Constitución.
—El C. Múgica: El artículo transitorio dice: 
“Quedan extinguidas de pleno derecho las deudas que por razón de trabajo hayan 

contraído los trabajadores, hasta la fecha de esta Constitución, con los patronos, sus 
familiares o intermediarios.” 

Está comprendida toda la época revolucionaria.
—El C. De los Ríos: Pregunto si está a discusión ese artículo.
—El C. Múgica: El transitorio todavía no.
—El C. Terrones: Yo había pedido la palabra con objeto de hacer la misma pregunta.
—El C. secretario: ¿Algún otro ciudadano desea hacer uso de la palabra? Se re-

serva para su votación.
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“xxv. El servicio para la colocación de los trabajadores será gratuito para éstos, ya 
se efectúe por oficinas municipales, bolsas de Trabajo o por cualquiera otra institu-
ción oficial o particular.” 

Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se reserva para su 
votación.

“xxvi. Todo contrato de trabajo celebrado entre un mexicano y un empresario ex-
tranjero deberá ser legalizado por la autoridad municipal competente y visado por el 
cónsul de la nación adonde el trabajador tenga que ir, en el concepto de que, además 
de las cláusulas ordinarias, se especificará claramente que los gastos de repatriación 
queden a cargo del empresario contratante.”

Está a discusión. ¿No hay quien pida la palabra? Se reserva para su votación.
—El C. Rivera Cabrera: Pido la palabra. (Voces: ¡Tribuna! ¡Tribuna!) Mejor no 

hablo.
—El C. secretario: ¿No hay quien pida la palabra? Se reserva para su votación.
“xxvii. Serán condiciones nulas y no obligarán a los contrayentes, aunque se expresen 

en el contrato: 
“a) Las que estipulen una jornada, inhumana por lo notoriamente excesiva, dada la 

índole del trabajo.
“b) Las que fijen un salario que no sea remunerador a juicio de los consejos de Concilia-

ción y Arbitraje.
“c) Las que estipulen un plazo mayor de una semana para la percepción del jornal.
“d) Las que señalen un lugar de recreo, fonda, café, taberna, cantina o tienda para efec-

tuar el pago del salario, cuando no se trate de empleados en esos establecimientos.
“e) Las que entrañen obligación directa o indirecta de adquirir los artículos de consumo 

en tiendas o lugares determinados.
“f) Las que permitan retener el salario en concepto de multa.
“g) Las que constituyan renuncia hecha por el cobro de las indemnizaciones a que tenga 

derecho por accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, perjuicios ocasionados 
por el incumplimiento del contrato o despido de la obra.

“h) Todas las demás estipulaciones que impliquen renuncia de algún derecho con-
sagrado a favor del obrero en las leyes de protección y auxilio a los trabajadores.”

Está a discusión. ¿Algún ciudadano desea hacer uso de la palabra? Se reserva para 
su votación.

“xxviii. Las leyes determinarán los bienes que constituyan el patrimonio de familia, 
bienes que serán inalienables. No podrán sujetarse a gravámenes reales ni embargos 
y serán transmisibles a título de herencia con simplificación de las formalidades de 
los juicios sucesorios.” 

Está a discusión. ¿No hay quien pida la palabra?
—El C. Rodríguez José María: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Rodríguez José María: Es nada más para preguntar si en este caso se tra-

ta también de la casa morada... (Voces: ¡Tribuna!) Es una pregunta a la Comisión; para 
preguntar a la Comisión si en este caso se trata de la casa morada de las personas, por 
que sé yo que en algunas partes de los estados Unidos, por ejemplo, la casa habitación 
no es embargable bajo ningún concepto y creo que allí cabría, o en alguna otra parte, 
un artículo semejante que impidiera que las casas moradas, los muebles y lo que cons-
tituye el menaje de casa, no pudieran embargarse y fueran respetados. Haríamos una 
buena obra si intercaláramos un artículo semejante.

—El C. Múgica: La fracción está enteramente clara; aquí cabe todo lo que pide 
el diputado Rodríguez y algunas otras cosas que se consideren bienes de familia, de 
manera que no hay necesidad de ponerlo aquí. Dice: 
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“xxviii. Las leyes determinarán los bienes que constituyan el patrimonio de la 
familia, bienes que serán inalienables. No podrán sujetarse a gravámenes reales ni 
embargos y serán transmisibles a título de herencia con simplificación de las forma-
lidades de los juicios sucesorios.”

—El C. secretario: ¿Algún otro ciudadano desea hacer uso de la palabra?
—El C. Calderón: Deseo hacer una pequeña pregunta al señor general Múgica, 

presidente de la Comisión. La fracción xxv entiendo que no figura en el dictamen. La 
xxv del proyecto que se presentó.

—El C. Múgica: Voy a informar a su señoría el señor Calderón.
—El C. Calderón: No, señor; no se moleste usted. (Risas.)
—El C. secretario: ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se reserva para 

su votación.
“xxix. Se consideran de utilidad social: el establecimiento de casas de seguros po-

pulares, de invalidez, de vida, de cesación involuntaria de trabajo, de accidentes y de 
otras con fines análogos, por lo cual, tanto el Gobierno federal como el de cada Esta-
do, deberán fomentar la organización de instituciones de esta índole para infundir e 
inculcar la previsión popular.” 

Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se reserva para su 
votación.

xxx. Asimismo, serán consideradas de utilidad social las sociedades cooperativas 
para la construcción de casas baratas e higiénicas destinadas para ser adquiridas en 
propiedad por los trabajadores en plazos determinados.” 

Está a discusión. ¿No hay quien desee hacer uso de la palabra? Se reserva para su 
votación.

“Artículo transitorio. Quedan extinguidas de pleno derecho las deudas que por ra-
zón de trabajo hayan contraído los trabajadores, hasta la fecha de esta Constitución, 
con los patronos, sus familiares o intermediarios.” 

Está a discusión.
Por acuerdo de la Presidencia se va a dar lectura a una proposición del señor di-

putado Gracidas; dice así: (Leyó.) La Presidencia dispuso que se leyera esta proposi-
ción, para que la Asamblea se sirva tenerla en cuenta.

—C. De los Ríos: Pido la palabra para hacer una interpelación a los señores de la 
Comisión, en la cual figuran dos abogados. Yo quisiera que me explicaran qué cosa 
quiere decir eso de “pleno derecho”. (Risas.) No estaba en el artículo; justamente no es 
de “pleno derecho” como se extinguen esas deudas. (Voces: ¡Que hable recio!)

—El C. Colunga: Lo que da a entender este artículo con las palabras “pleno derecho” 
es sin necesidad de trámite alguno, sin cualquier juicio, únicamente por el hecho de de-
clararlo así la Constitución.

—El C. secretario: ¿No hay quien haga uso de la palabra? El artículo transitorio 
se reserva para su votación.

3

—El C. Gracidas: Deseo saber si la Comisión tomó en consideración mi proposición.
(Pasa a hablar con el presidente de la Comisión y después de un momento va a 

la tribuna.) Ciudadanos diputados: El diputado Múgica asegura que si se hicieran 
valer los contratos por medio de ese artículo transitorio, sería hacer valer una ley 
retroactiva; yo le he dicho que es el mismo caso que las deudas que se han nulificado 
en este momento o se van a nulificar por medio de la Constitución y quiero que en 
el transitorio se agregue la validez de los contratos hechos hasta hoy por patronos y 
trabajadores, porque sé que en Veracruz y en algunos otros puntos de la República 
los capitalistas están desconociendo algunos contratos hechos en el período precons-
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titucional, contratos que favorecen a los trabajadores. Esto es atroz, porque yo creo, 
señores diputados, que lo que ha sancionado la revolución no comprendo cómo no 
pueda sancionarlo la Carta Magna, e imaginémonos, de no acceder a esta petición, 
que se hiciera temer el orden constitucional a los trabajadores y preferirán ellos en-
tonces el período preconstitucional, ya que en él tienen más ventajas que en el nuevo 
período que ofrecemos.

—El C. Martínez Epigmenio: Para una aclaración, señor presidente. (Voces: 
¡No se oye! ¡Tribuna! Pasa a la tribuna.) No quería venir a la tribuna porque nada 
más es una aclaración; pero como los señores jacobinos me lo exigen... (Voces: ¡Bravo! 
Aplausos.) Decía yo que la Comisión está en el terreno de la legalidad, porque si es 
cierto que al artículo transitorio se le da un efecto retroactivo, también es cierto que 
hay muchos a quienes favorece esa ley; también es cierto que en la mayor parte de la 
República, principalmente en la parte céntrica, los trabajadores son casi esclavos y 
esos tienen deudas que han pasado de padres a hijos, y esas deudas no se han podido 
cubrir precisamente porque no ha habido una ley que se fije debidamente en todas 
las cosas bastante duras para el trabajador; hoy es cuando nosotros debemos poner 
esa ley, porque si para los capitalistas no es buena, para la mayor parte de los traba-
jadores es buena. (Aplausos.)

—El C. Múgica: La Comisión considera que no debe tener en cuenta la adición que 
propone el señor diputado Gracidas, porque de la misma manera que pudiera favore-
cerse algún contrato favorable al obrero, también pudiera favorecer algún contrato que 
le fuera perjudicial o que no estuviera sujeto a las bases que previene esta ley.

Por otra parte, por un principio de justicia, creemos que desde el momento en que 
estén en vigor todas estas bases que nosotros hemos dado para la protección de la 
clase trabajadora, así como la garantía del capital, deben sujetarse los contratos a 
esas bases. Por lo mismo, debe considerarse esta adición.

—El C. Gracidas: Quiero hacer esta aclaración. En los contratos del trabajo 
celebrados en Veracruz y que están siendo desconocidos en estos momentos, no 
hay únicamente la base en que se haya fijado en la Carta Magna. Hay otra serie 
de estatutos en que se previene desde el reconocimiento de los sindicatos hasta la 
forma del trabajo; estatutos que benefician al trabajador; que no contravienen el 
ejercicio de la nueva ley, pero que hoy los capitalistas desconocen ante la obligación 
de rebajar al trabajador cuanto se le ha prestado en épocas anormales. Considero 
que la validez de esos documentos en nada perjudicará a los capitalistas, porque 
antes los sostuvieron; seguirán beneficiando a los trabajadores. Una gran prueba 
de que es justa la petición, es que muchos compañeros obreros han venido a ver al 
ciudadano Primer Jefe en demanda de que se hagan respetar esos contratos; toda-
vía más; hubo un decreto de la Primera Jefatura; cuando el ciudadano secretario 
de Fomento previno que se pagara un sesenta por ciento en metálico a los trabaja-
dores, finalizaba dicho decreto diciendo: “los contratos seguirán siendo válidos en 
todo aquello que no se refiera al pago en metal.” (Voces ¡A votar!)

—El C. Bojórquez: Voy a hacer simplemente una aclaración. Como no ha habido 
ningún otro ciudadano representante de otro Estado que haga las mismas obser-
vaciones que el ciudadano diputado Gracidas, y como quiera que se trata de una 
observación pertinente y que seguramente beneficia a su Estado natal, es plausible 
su iniciativa; pero yo creo que no debe tomarse en cuenta en lo general, sino que se 
considerará para la Legislatura especial posterior, y ya que he venido a la tribuna, 
voy a hacer algo en favor de la Asamblea. (Risas.) Quiero simplemente poner de 
manifiesto que el buen humor de los ciudadanos diputados no solamente se debe a 
un estado especial del espíritu que se ha venido manifestando siempre después de 
la hora de cenar, sino también porque en estos momentos estamos aprobando una 
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verdadera ley que responde a una de las grandes necesidades de la revolución y a 
una de las más grandes promesas.

Yo quiero decir al público que concurre en estos momentos a la sesión que todas 
nuestras manifestaciones de júbilo... (Risas.) son oportunas. (Voces: ¡A votar!) No; 
un momento. Nuestras manifestaciones de júbilo, a veces significativas, no se deben 
tomar como un exceso de guasa al tratar de un asunto tan trascendental, porque 
conste a ustedes que este mismo asunto se discutió en sesión anterior, y en acalo-
radas discusiones, y al mismo tiempo se ha discutido por más de un mes en juntas 
particulares, a las que han ido las representaciones obreras. Estamos, pues, consu-
mando uno de los actos más grandiosos de la revolución. Es justificado el buen humor 
de la Asamblea. (Aplausos.)

—El C. Navarro Gilberto: Señores diputados: Es muy corto lo que voy a decir, 
(Voces: ¡Quítese la bufanda!) Únicamente vengo a dar al señor Bojórquez las gracias. 
(Voces: ¡No dé la espalda! Aplausos.)

—El C. Rodiles Saúl: Pido la palabra, simplemente para hacer esta proposición: 
el dictamen que presenta la Comisión contiene muchas reformas al mismo proyec-
to presentado por la junta particular y yo solicitaría que se imprimiera ese mismo 
dictamen con las reformas que tiene, porque muchos hemos tenido la curiosidad de 
conservar los dictámenes de esas juntas.

4

—Un C. secretario: Se va a proceder a la votación del artículo 5° sobre el capítulo 
del trabajo y el transitorio relativo al trabajo. (Voces: ¡Todos! ¡Todos!)

—El C. Bojórquez: Entonces, para facilitar más las labores de la Secretaría, se 
va a llamar a lista para ir haciendo las anotaciones.

—El mismo C. secretario: La Presidencia, por conducto de la Secretaría, infor-
ma que la votación se tomará en la forma acostumbrada. (Se toma la votación.) 

Votaron por la afirmativa 163 ciudadanos diputados.
Por indicación de varios ciudadanos diputados, la Presidencia, por conducto de 

la Secretaría, manifiesta a la honorable Asamblea que se levanta la sesión y se cita 
para mañana a las tres y media de la tarde. (Voces: ¡La orden del día! ¡La orden del 
día!) Discusión de los artículos 33, 79, fracción iv, 115, 112, adición al 127 y 134.

—El C. presidente, a las 10:15 p. m.: Se levanta la sesión.

t
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59ª SESIÓN ORDINARIA

C ELEBRA      D A

EN EL TEATRO ITURBIDE LA TARDE DEL MIÉRCOLES

24 DE ENERO DE 1917

t

SUMARIO
t

1.	 Se abre la sesión; se leen y aprueban las actas de las sesiones de ayer; 
se da cuenta con los asuntos en cartera; se nombra una comisión que 
dé el pésame a la familia del C. diputado Rafael Ochoa, fallecido en 
Guadalajara; el C. Alvarado informa de su comisión, y presta la pro-
testa de ley el C. Francisco Espinosa.

2.	 Se pone a discusión el artículo 33, siendo presentada una moción sus-
pensiva por el C. Pastrana Jaimes, que es aprobada.

3.	 Puesto a discusión el artículo 115, se reserva para su votación la frac-
ción i y toman parte en el debate de la fracción ii varios ciudadanos 
diputados, suspendiéndose aquél para reanudarlo en la sesión de la 
noche. Se levanta la sesión.

t

Presidencia del C. ROJAS LUIS MANUEL
t

1

—El C. secretario Ancona Albertos: Hay una asistencia de 137 ciudadanos 
diputados. Hay quorum.

—El C. presidente: Se abre la sesión.
—El C. secretario Truchuelo: Las actas de las sesiones de ayer dicen: (Leyó). 

Está a discusión.
—El C. López Lira: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. López Lira: El memorándum del Ayuntamiento de Salamanca debe pa-

sar, como se trata de división territorial, a la 2ª Comisión y no a la 1ª como se asienta 
en el acta.

—El C. secretario: ¿Se admite la rectificación hecha por el ciudadano López Lira, 
respecto a que pase el memorándum del Ayuntamiento de Salamanca a la 2ª Comi-
sión? Los que estén por la afirmativa, que se pongan de pie. Aprobado.

—El C. López Lira: No, señor; debe pasar a la 1ª Comisión; esto es elemental.
—El mismo C. secretario: ¿Con la rectificación hecha, se aprueba el acta? Los 

que estén por la afirmativa, que se pongan de pie. Aprobada.
(El C. secretario Lizardi lee un telegrama participando la muerte del señor Rafael 

Ochoa.)
—El C. presidente: La Presidencia acuerda que se enlute por tres días la tribuna 

de la Cámara y se nombre una comisión compuesta de los señores Solórzano, Labas-
tida Izquierdo y Villaseñor, para que se sirva dar el pésame a la familia del finado 
por medio de un telegrama a nombre del Congreso.
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—El mismo C. secretario: Se ha recibido una iniciativa de reformas constitucio-
nales enviada por el ciudadano Esteban S. Castorena.—A la Comisión de Constitu-
ción respectiva.

La Comisión de Estilo ha presentado dictámenes relativos a diversos artículos, y 
como quiera que las variaciones que haya podido haber deben ser presentadas a la 
Asamblea y los dictámenes no tienen exposición de motivos, la Presidencia, por mi 
conducto, suplica al ciudadano Ceballos o al ciudadano Dávalos que se sirvan infor-
mar sobre las modificaciones que hayan hecho, antes de pasar a la discusión.

—El C. Dávalos: Estas notas no tienen ninguna modificación: Las que nos entre-
garán mañana son las que tendrán modificaciones; mañana que me traigan las otras 
diré a la Asamblea los motivos que hubo para cambiar algunas palabras por otras; 
éstas están tal como vuestra soberanía las aprobó. Estos son los artículos 12, 14, 40, 
42, la adición al 42, 50, 51, 54, 55, 57, 58 y 70; mañana tendré el honor de informar 
sobre las modificaciones que hicimos sobre los demás artículos.

—El mismo C. secretario: El trámite que da la Presidencia es que, en atención 
a que no se ha hecho modificación a los artículos, pasen desde luego a la Oficialía 
Mayor para que sean caligrafiados en el documento original que se ha de firmar.

—El C. Alvarado Alberto: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Alvarado Alberto: Cumpliendo con el cometido que se nos ha encomenda-

do, ayer pasamos el doctor José Ruiz y el que habla a la habitación del ciudadano dipu-
tado Onésimo López Couto, quien se encuentra en la cama de un dolor que le impide 
levantarse; al cabo de media hora nos suplicó manifestáramos su profunda y sincera 
gratitud por las atenciones de esta honorable Cámara y de su digno presidente.

—El C. presidente: La Mesa da las gracias al señor por el cumplimiento de su 
cometido.

—El mismo C. secretario: Se suplica al ciudadano diputado Espinosa pase a 
protestar antes de comenzar la discusión. (Se verifica el acto de la protesta.)

2

—El C. Secretario Lizardi: Se va a dar lectura al dictamen del artículo 33 y del 
voto particular, que dicen: 

“Ciudadanos diputados: 
“La primera parte del artículo 33 del proyecto de Constitución es, substancialmen-

te, igual a la del artículo del mismo número de la Constitución de 1857. El segundo 
párrafo del proyecto es el que se ha modificado totalmente. La declaración que con-
tenía el proyecto constitucional anterior, de que los extranjeros estarán obligados 
a contribuir a los gastos públicos, a respetar las instituciones y leyes del país y a 
sujetarse a los fallos de los tribunales, puede suprimirse, en nuestro concepto, pues 
basta expresar que los extranjeros disfrutarán de las garantías individuales, para 
comprender que quedarán sujetos a las obligaciones correlativas; y por otra par-
te, la declaración relativa a este punto viene al final del artículo del proyecto como 
consecuencia natural de la renuncia que se impone a los extranjeros como condición 
indispensable para que puedan adquirir bienes raíces en la República.

“La conveniencia de esta condición está demostrada por la práctica, ya que se ha 
visto que los beneficios que podría haber reportado la nación por la afluencia del capi-
tal, de empresarios y trabajadores extranjeros, han sido nulificadas por las exigencias 
y reclamaciones que éstos se han creído autorizados a formular bajo la protección de 
sus Gobiernos, en cuanto han juzgado, con razón o sin ella, lesionados sus intereses. 
Semejante actitud de los extranjeros tomó incremento merced a la complacencia del 
Gobierno dictorial, que siempre estuvo dominado por el temor de suscitar algún con-
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flicto internacional, resultando de aquí que la situación de los extranjeros en el país 
fue irritantemente privilegiada. Creemos que la adición que contiene el artículo 33 
restablecerá los fueros de la justicia a este respecto, dejando en condiciones iguales 
a los nacionales y a los extranjeros; solamente nos parece conveniente prohibir tam-
bién que los extranjeros denuncien minas o productos del subsuelo sin que renuncien 
su calidad de tales, adición que se justifica por las mismas razones expuestas antes.

“La Comisión no considera arreglada a la justicia la facultad tan amplia que se 
concede exclusivamente al Ejecutivo de la Unión para expulsar al extranjero que 
juzgue pernicioso, inmediatamente, sin figura de juicio y sin recurso alguno. Esto es 
presuponer en el Ejecutivo una infalibilidad que, desgraciadamente, no puede conce-
derse a ningún ser humano. La amplitud de esta facultad contradice la declaratoria 
que la procede en el texto después de consignarse que los extranjeros gozarán de las 
garantías individuales, se deja al arbitrio del Ejecutivo suspenderlas en cualquier 
momento, supuesto que no se le fijan reglas a las que deba atenerse para resolver 
cuándo es inconveniente la permanencia de un extranjero, ni se concede a éste el 
hecho de ser oído, ni medio alguno de defensa.

“La Comisión conviene en la necesidad que existe de que la nación pueda revocar la 
hospitalidad que haya concebido a un extranjero cuando éste se hubiere hecho indigno 
de ella, pero cree que la expulsión, en tal caso, debiera ajustarse a las formalidades 
que dicta la justicia; que debieran precisarse los casos en los cuales procede la expul-
sión y regularse la manera de llevarla a cabo; pero como la Comisión carece del tiempo 
necesario para estudiar tales bases con probabilidades de acierto, tiene que limitarse 
a proponer que se reduzca un tanto la extensión de la facultad concedida al Ejecutivo, 
dejando siquiera el juicio de amparo al extranjero amenazado de la expulsión.

“Esta garantía que consultamos está justificada por la experiencia, pues hemos 
visto casos en que la expulsión de un extranjero ha sido notoriamente injusta, y en 
cambio se han visto otros en que la justicia nacional reclamaba la expulsión y, sin 
embargo, no ha sido decretada.

“No encuentra peligroso la Comisión en que se dé cabida al recurso de amparo en 
estos casos, pues la tramitación del juicio es sumamente rápida, tal como lo estable-
ce la fracción ix del artículo 107. Los casos a que se refiere el artículo 33 son poco 
frecuentes; bastará con dejar abierta la puerta al amparo para que el Ejecutivo se 
aparte de toda irreflexión o apasionamiento cuando se disponga a hacer uso de la 
facultad de que se trata. No falta quien tema que la intervención de la corte de Jus-
ticia en estos casos frustrará la resolución del Ejecutivo; pero en nuestro concepto no 
está justificado ese temor: la Corte no hará sino juzgar del hecho, apreciarlo desde 
el punto de vista que lo haya planteado el Ejecutivo, examinar si puede considerarse 
con justicia inconveniente la permanencia de un extranjero en el caso particular de 
que se trata.

“Con la enmienda que proponemos desaparecerá de nuestra Constitución el matiz 
de despotismo de que aparece revestido el Ejecutivo en tratándose de extranjeros y que 
no figura en ninguna otra de las Constituciones que hemos tenido ocasión de examinar.

“Por lo tanto, consultamos a esta honorable Asamblea la aprobación del artículo 
en la forma siguiente: 

“Artículo 33. Son extranjeros los que no poseen las cualidades determinadas en el 
artículo 30. Tienen derecho a las garantías que otorga la sección i, título primero de 
la presente Constitución; pero el Ejecutivo de la Unión tendrá la facultad exclusiva 
de hacer abandonar el territorio nacional inmediatamente y sin necesidad de juicio 
previo, a todo extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente.

“Los extranjeros no podrán de ninguna manera inmiscuirse en los asuntos polí-
ticos del país. Tampoco podrán adquirir en él bienes raíces, ni hacer denuncias o 
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adquirir concesiones para explotar productos del subsuelo, si no manifiestan antes 
ante la Secretaría de Relaciones, que renuncian a su calidad de extranjeros y a la 
protección de sus gobiernos en todo lo que a dichos bienes se refiere, quedando ente-
ramente sujetos respecto de ellos a las leyes y autoridades de la nación.

“Sala de Comisiones,—Querétaro de Arteaga, 18 de enero de 1917,—Luis G. Mon-
zón.—Enrique Colunga.—Enrique Recio.”

“Voto particular de los CC. Francisco J. Múgica y Alberto Román

“Ciudadanos Diputados: 
“Considerando los subscriptos, miembros de la 1ª Comisión dictaminadora, que 

en las razones aducidas por la mayoría de los miembros de esta Comisión para 
dictaminar en la forma en que lo hicieron sobre el artículo 33 del proyecto de Cons-
titución presentado por el ciudadano Primer Jefe, hay tantas razones en pro como 
en contra, verdaderamente fundamentales, tanto para que subsista como para que 
se suprima la parte relativa del artículo a debate, en que se dice que las determi-
naciones que el Ejecutivo dictare en uso de la facultad de expulsar a extranjeros 
perniciosos no tendrá recurso alguno, hemos resuelto presentar el mismo artículo 
33 en la forma que sigue: 

“Artículo 33. Son extranjeros los que no poseen las calidades determinadas en el 
artículo 30. Tienen derecho a las garantías que otorga la sección i, título primero de 
la presente Constitución; pero el Ejecutivo de la Unión tendrá la facultad exclusiva de 
hacer abandonar el territorio nacional inmediatamente y sin necesidad de juicio previo: 
—i. A los extranjeros que se inmiscuyan en asuntos políticos.—ii. A los que se dediquen 
a oficios inmorales (toreros, jugadores, negociantes en trata de blancas, enganchadores, 
etcétera).—iii. A los vagos, ebrios, consuetudinarios e incapaces físicamente para el tra-
bajo, siempre que aquí no se hayan incapacitado en el desempeño de sus labores.—iv. A 
los que en cualquier forma pongan trabas al Gobierno legítimo de la República o conspi-
ren en contra de la integridad de la misma.—v. A los que en caso de pérdida por asonada 
militar, motín o revolución popular, presenten reclamaciones falsas al Gobierno de la 
nación.—vi. A los que representen capitales clandestinos del clero.—vii. A los ministros 
de los cultos religiosos cuando no sean mexicanos.—viii. A los estafadores, timadores o 
caballeros de industria. En todos estos casos la determinación que el Ejecutivo dictare 
en uso de esta facultad, no tendrá recurso alguno, y podrá expulsar en la misma forma 
a todo extranjero cuya permanencia en el país juzgue inconveniente, bajo el concepto 
de que en este último caso sólo procederá contra dicha resolución el recurso de amparo.

“Los extranjeros no podrán de ninguna manera inmiscuirse en los asuntos polí-
ticos del país. Tampoco podrán adquirir en él bienes raíces, ni hacer denuncias o 
adquirir concesiones, para explotar productos del subsuelo, si no manifiestan antes 
ante la Secretaría de Relaciones, que renuncian su calidad de extranjeros y a la pro-
tección de sus gobiernos en todo lo que a dichos bienes se refiere, quedando entera-
mente sujetos respecto de ellos a las leyes y autoridades de la nación.”

“Con esta redacción nos hemos propuesto garantizar, por una parte, la protección 
efectiva que deben tener los extranjeros que vengan a nuestro país, siempre que sean 
útiles, librándolos de cualquier abuso del jefe del Poder Ejecutivo, y poner a éste en 
condiciones de obrar violenta y rápidamente cuando se trata de extranjeros que por 
ningún motivo deban habitar en el país.

“Por tales razones pedimos a esta honorable Asamblea se sirva dar voto en pro del 
artículo 33 constitucional en la forma en que lo presentamos los subscriptos.

“Sala de Comisiones.—Querétaro de Arteaga, 18 de enero de 1917.—Francisco J. 
Múgica.—Alberto Román.”
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Está a discusión.
—El C. presidente: Tiene la palabra en contra, el diputado Reynoso.
—El C. Reynoso: Señores diputados: El artículo 33, en el dictamen de la Comisión 

y en el voto particular, dicen que los extranjeros no podrán adquirir bienes raíces, ni 
podrán hacer denuncias de materias del subsuelo para explotar esas materias, sin 
presentar antes a la Secretaría de Relaciones un escrito en el que renuncien, para este 
hecho y para sus efectos, sus derechos de extranjería. Yo vengo a hablar en contra de 
este inciso o de esta parte del artículo, porque, señores diputados, todas las naciones 
del mundo se han preocupado por dar a sus nacionales mayores derechos que a los 
extranjeros, y sólo en México nos preocupamos porque los extranjeros tengan más 
derechos que nosotros. Es muy conocido de todos que los extranjeros tienen exacta-
mente los mismos derechos que los mexicanos, más los que les concede la extranjería. 
Ahora bien, cuando el extranjero adquiera bienes raíces o haga denuncio de minas, y 
ahora que vamos a nacionalizar el petróleo haga denuncias de terrenos petroleros, solo 
necesita renunciar sus derechos de extranjería para esos casos, pero según me han 
explicado muchos abogados, a este propósito sus derechos, aun cuando los renuncie el 
interesado, puede siempre hacerlos valer el ministro representante del país de que es 
nacional, por medio de la reclamación correspondiente en caso ofrecido. Yo lo que ven-
go a pedir es que no se permita adquirir bienes raíces ni hacer denuncias de productos 
del subsuelo a ningún extranjero. Es enteramente indispensable, señores diputados, 
si abrimos nuestras puertas a los extranjeros para que vengan a vivir entre nosotros, 
darles algunas ventajas a los que se nacionalizan, y los que sean ciudadanos de México, 
las tengan sobre los que no han tomado esa ciudadanía, porque de otra manera, no tie-
ne para ellos ningún interés el tomar la ciudadanía mexicana. Pues si los extranjeros, 
lo mismo que los que se ciudadanicen, pueden hacer denuncios del subsuelo o adquirir 
bienes raíces, no sé qué interés puedan tener de hacerse ciudadanos mexicanos, ya que 
conservando su extranjería están más garantizadas que los que se hacen ciudadanos 
de México. En los Estados Unidos, al principio hubo en todos los estados de la Unión el 
requisito que yo vengo a alegar, porque quisieron tener muchos ciudadanos para hacer 
una nación grande y respetada, y lo consiguieron. Cualquiera que se establecía hacía 
dinero; se constituía en ciudadano con objeto de poder poseerlo; ahora que los Estados 
Unidos son grandes y poderosos y no lo necesitan, en muchos Estados han dispensado 
estos requisitos, pero todavía persisten en varios de ellos; en Francia no se exigió la 
ciudadanía para poseer bienes raíces, y sabemos perfectamente que muchos alema-
nes fueron a Francia, compraron posiciones, en las que tenían abundante material 
de guerra para cuando viniera el conflicto actual. En nuestras leyes se exige que los 
extranjeros no puedan poseer propiedades raíces a cierta distancia de las fronteras, y 
ahora ni siquiera se menciona esa condición, señores diputados. Si queremos nosotros 
que nuestra ciudadanía sea deseada por los extranjeros, dejad únicamente a los ciuda-
danos mexicanos el derecho de adquirir propiedades raíces y el derecho de denunciar 
minas, yacimientos de petróleo y todos los productos del subsuelo. (Aplausos.)

—El C. Pastrana Jaimes: Señores diputados: El punto que vino a tratar el se-
ñor Reynoso, tiene su lugar en el artículo 27, donde se trata la cuestión relativa a la 
propiedad. Con tal motivo, vengo a proponer una moción suspensiva para tratar este 
asunto cuando esté a discusión el artículo relativo, porque no solamente debe tra-
tarse el punto a que hace mención el señor Reynoso, sino que, respecto a extranjeros 
hay algo más en un estudio que hemos hecho y que se leerá en su oportunidad: este 
asunto se refiere a que los extranjeros por ningún capítulo puedan adquirir bienes 
raíces sino a cien millas lejos de las playas, y en los Estados fronterizos se hace una 
restricción análoga. De manera que este y otros asuntos los vamos a tratar en el artículo 
27, que es el lugar oportuno para hacerlo, y yo les suplico a ustedes me permitan 
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presentar la moción suspensiva para qué no perdamos el tiempo en discusiones sobre 
este asunto. Yo suplico que la Comisión informe sobre este particular.

—El C. presidente: Tiene la palabra en pro, el ciudadano De la Barrera.
—El C. De la Barrera: Señores diputados: Yo vengo a apoyar el dictamen de la 

Comisión presentado sobre el artículo 33 constitucional, puesto que no puede ser 
más liberal que en la forma que lo ha presentado la Comisión. Los temores del ta-
lentoso señor Reynoso no tienen fundamento; pretende el señor Reynoso decir que a 
los extranjeros no se les permita que adquieran bienes raíces, y el artículo claramen-
te dice que todo extranjero, al adquirir bienes raíces, necesita antes nacionalizarse 
mexicano. (Voces: ¡No! ¡No! Siseos. Murmullos.) El artículo dice así: 

“Artículo 33. Son extranjeros los que no poseen las calidades determinadas en el 
artículo 30. Tienen derecho a las garantías que otorga la sección i, título primero de 
la presente Constitución; pero el Ejecutivo de la Unión tendrá la facultad exclusiva 
de hacer abandonar el territorio nacional, inmediatamente y sin necesidad de juicio 
previo, a todo extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente.

“Los extranjeros no podrán de ninguna manera inmiscuirse en los asuntos políti-
cos del país. Tampoco podrán adquirir en él bienes raíces ni hacer denuncias o adqui-
rir concesiones para explotar productos del subsuelo, si no manifiestan antes, ante la 
Secretaría de Relaciones, que renuncian su calidad de extranjeros y a la protección 
de sus gobiernos en todo lo que a dichos bienes se refiere, quedando enteramente 
sujetos, respecto de ellos, a las leyes y autoridades de la nación.” 

“Sala de Comisiones.—Querétaro de Arteaga, 18 de enero de 1917.—Luis G. Mon-
zón.—Enrique Colunga.—Enrique Recio.”

Este es el punto que trataba el señor Reynoso. (Voces: ¡No! ¡No! Siseos. Murmu-
llos.) (Dirigiéndose a un ciudadano diputado.) No me interrumpa, señor; cuando yo 
baje de la tribuna puede usted venir aquí. (Siseos.) El señor Reynoso decía que mu-
chos extranjeros vienen aquí a adquirir bienes y que a la mejor oportunidad recurren 
a sus Gobiernos para que los amparen; creo, señores, que en el artículo está expre-
sado terminantemente que renuncian a la protección de sus Gobiernos. No podemos 
ser tan egoístas en ese sentido y, por tanto, suplico a ustedes que apoyen el dictamen 
de la Comisión en lo que se refiere al artículo 33. (Siseos.)

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Enríquez, en contra. 
—El C. Enríquez: Señores diputados: Me he inscripto para hablar en contra del 

dictamen de la Comisión en virtud de que ese dictamen no incluye la proposición 
que, tanto el ciudadano Giffard como yo, presentamos ante la consideración de esta 
honorable Asamblea, referente al inciso ii y frases del último párrafo del artículo 33. 
Tanto el señor licenciado Giffard como yo estimamos que nuestra iniciativa encierra 
un alto espíritu de nacionalismo y es de fácil resolución, y, por lo mismo, voy a pasar 
a fundarla con breves razonamientos. Efectivamente, señores diputados, el proyecto 
de reformas a la Constitución presentado por el ciudadano Primer Jefe, para prevenir 
los conflictos de carácter internacional presentado por los extranjeros cuando sufren 
perjuicios con respecto a sus bienes, principalmente en épocas de conmoción revolu-
cionaria como la presente, contiene el siguiente precepto: Tampoco podrán adquirir 
en él bienes raíces si no manifiestan antes, ante la Secretaría de Relaciones, que re-
nuncian su calidad de extranjeros y a la protección de sus Gobiernos en todo lo que a 
dichos bienes se refiere, quedando enteramente sujetos respecto de ellos a las leyes y 
autoridades de la nación.” 

Pues bien señores diputados; como ustedes verán por la redacción del inciso se-
gundo del artículo 33, los extranjeros y principalmente los poco escrupulosos, pueden 
fácilmente burlar la disposición que se asienta. ¿Cómo? Un ejemplo: un extranjero, un 
español, supongamos, puede contraer matrimonio con una mexicana propietaria de 
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bienes raíces; indudablemente que como en la ley de extranjería respectiva se prescri-
be que la mujer, en estos casos, desde el momento en que verifica su matrimonio con 
un extranjero adopta la nacionalidad de éste, sus bienes, desde ese momento, quedan 
bajo el amparo de una bandera extranjera. (El C. De la Barrera: ¡No! ¡No!) ¿Por qué 
no, señor?

—El C. De la Barrera: Una aclaración. Desde el momento en que aquel extran-
jero contrae matrimonio con una mexicana que tenga bienes raíces, tiene que renun-
ciar a su nacionalidad y al amparo de su Gobierno. (Siseos. Voces: ¡No! ¡No, señor!)

—El C. Enríquez: Yo agradeceré a usted, señor, que cuando yo descienda de esta 
tribuna venga usted a razonar en ella.

—El C. De la Barrera: Yo no soy abogado, señor.
—El C. Enríquez: Yo soy un abogado humilde de provincia; pero tendré mucho 

gusto en contender con usted en esta tribuna.
(Aplausos.)
—El mismo C. secretario: Por disposición de la Presidencia se va a dar lectura 

a una solicitud o moción suspensiva, presentada por el ciudadano diputado Pastrana 
Jaimes. Dice así: (Leyó.)

—El C. Palavicini: Nada más estoy en contra de la moción suspensiva. El artículo 
27 está a punto de ser discutido y éste que estamos discutiendo está relacionado con 
el artículo 33. De manera que no encuentro razón alguna para que estemos discu-
tiendo este punto. Yo creo que no tiene objeto esa moción suspensiva, que originará 
discusiones, y hay que tener en cuenta que estamos en los últimos ocho días de sesio-
nes del Congreso, y hacerlo como se propone no daría resultado práctico; lo provecho-
so es ir al debate de una vez.

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Pastrana Jaimes.
—El C. Pastrana Jaimes: Al hacer la moción suspensiva de este artículo 33 

respecto a la adquisición de bienes raíces, me ha guiado un espíritu de defensa de 
nuestra nacionalidad. En este punto no se traen a discusión todos los puntos que se 
han tocado en el artículo 27 de nuestra Constitución, que es el lugar que le corres-
ponde, sino que se discute ahora y lo queremos llevar al artículo 27; pero adviertan 
ustedes que esta no es la ocasión oportuna para discutirlo; hemos querido que se 
discuta esta cuestión al llegar el artículo 27, porque al hablar de este artículo se 
ha hecho un capítulo especial donde van las cuestiones relativas a eso. Además, si 
hemos seguido ese sistema, es por seguir el criterio de la Asamblea y la iniciativa 
del señor Palavicini. Él presentó una moción para que todas las cuestiones fáciles y 
relacionadas se traten en un solo capítulo, en una sola discusión, y es mi sentir que 
ahora el señor ingeniero Palavicini pretende sostener otra tesis en este caso, que está 
perfectamente relacionado y unido. Si la respetable Asamblea desea pasar sobre los 
acuerdos que se han tomado, ella será la que resuelva; yo, al pedir esto, he creído de 
toda buena fe que las cuestiones de extranjería se deben discutir en el artículo 27, 
porque es donde se habla sobre el derecho de propiedad en el territorio nacional. El 
artículo que nos presenta la Comisión está muy incompleto, porque no menciona la 
condición de adquirir bienes cien kilómetros lejos de nuestras playas y no menciona, 
tampoco, lo relativo a este punto en los Estados fronterizos. Al tratar este asunto en 
el artículo 27 hemos tomado esas medidas para salvar nuestra nacionalidad, y si esto 
no le interesa al señor Palavicini, a la Asamblea sí le interesa.

—El C. Palavicini: El artículo 33 habla de extranjería y el artículo 27 se refiere a la 
propiedad; de manera que cuando se trate de la propiedad nacional ya se verá en qué 
condiciones quedan los extranjeros; pero el artículo 33, que habla de extranjería, no 
tiene afinidad y es enteramente distinto al otro. Es sencillamente un criterio absurdo 
que porque en el artículo 33 se habla de extranjerías y en el artículo 27 de propiedad, 
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en relación con los extranjeros, se quieran ligar ambas cosas. El concepto del artículo 
33 tiene un aspecto completamente distinto al del artículo 27; además, como vendrá el 
debate sobre este asunto, hoy perderíamos los conceptos para la discusión del artículo 
27; de manera que el señor Pastrana Jaimes no entiende nunca las cuestiones; no es 
que no me interese a mí, sino que hemos visto que se embrolla de un modo tal, que no 
es posible después entenderse.

—El C. Múgica: Pido la palabra, señor presidente.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Múgica: Participo de la opinión del señor Pastrana Jaimes y también 

participo de la opinión del señor Palavicini. Voy a explicarme: El artículo 33 efecti-
vamente se refiere a los extranjeros, y al tratar de los extranjeros, debemos nosotros 
considerar la capacidad que, según nuestros conceptos constitucionales, deban tener 
o tienen para adquirir bienes, y en el artículo 27 debemos considerar la propiedad 
y las condiciones que deben reunir los individuos extranjeros para adquirir bienes 
raíces; de manera que yo creo, con el señor Pastrana Jaimes, que en el artículo 27 
debe tratarse este asunto; pero creo también, con el señor Palavicini, que aquí debe 
tratarse también este asunto porque es cuestión de los dos artículos: están íntima-
mente ligados en lo que se refiere a la propiedad y debe considerarse la cuestión de 
los extranjeros en los dos. Esto no quiere decir que sea yo partidario de la moción 
suspensiva, porque el señor Pastrana Jaimes y el señor ingeniero Rouaix y algunos 
otros diputados que han concurrido a las sesiones privadas para tratar la cuestión 
agraria, muy bien pueden traernos al artículo 33 las condiciones que ellos opinen 
para el artículo 27, en el que precisan las condiciones para adquirir propiedades, 
principalmente por los extranjeros, y, por consiguiente, creo que debe continuar el 
debate sobre este capítulo y que estos señores tengan la bondad de informarnos sobre 
las demás condiciones que deban reunir los extranjeros para adquirir propiedades y 
ponerlas en este artículo 33.

—El C. Pastrana Jaimes: Pido la palabra.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Pastrana Jaimes: Si alguno de vosotros ha leído atentamente el artículo 

27 verá que hay tres cuestiones fundamentales, cuestiones capitales sobre las condi-
ciones para adquirir bienes raíces. De manera que al tratar de ese artículo vamos a 
resolver esas tres cuestiones: Capacidad, y allí, sobre esa cuestión, figurará no sólo la 
capacidad de los extranjeros, sino la capacidad de las sociedades civiles, de los ciuda-
danos, de las asociaciones, de las corporaciones; de manera que no estoy fuera de la 
razón al pedir que en el artículo 27 se trate de este asunto, porque no es más que una 
parte integrante del artículo 27 y el artículo 27 no sólo se refiere a la tierra, sino a la 
capacidad de los adquirientes de la tierra. Si desintegramos hoy el artículo 27 tratando 
aquí esta cuestión fundamental, es claro que cuando pasemos al artículo 27 podemos 
encontrarnos dudas, opiniones contrarias, y por eso yo no estoy conforme con que se 
apruebe el artículo 33 con premura, tan sólo porque les dejan a los extranjeros facul-
tades para que adquieran bienes raíces en nuestras fronteras y en nuestras playas, 
y eso se debe prohibir terminantemente a los extranjeros. Por eso, pues, este asunto 
debemos de dejarlo para cuando se trate del artículo 27 de nuestra Constitución. 
Dice el señor Palavicini que yo no tengo criterio para determinar cuáles son las cosas 
afines, y yo le digo que sí tengo ese criterio: ese criterio es lo que significa la unidad 
de nuestra nacionalidad; ese criterio es mi patria; si el señor Palavicini no tiene ese 
criterio, yo sí lo tengo, porque deseo defender a mi patria antes que todo, y por eso 
quiero que los extranjeros por ningún capítulo adquieran bienes raíces en las regiones 
fronterizas y a cien kilómetros lejos de la costa, sea cual fuere el tiempo que hayan 
permanecido en nuestra República.
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—El C. secretario: La Presidencia pregunta a la Asamblea si está suficientemen-
te discutida la moción suspensiva. Los que estén por la afirmativa que se pongan de 
pie. Sí está suficientemente discutida. 

La Presidencia pregunta si se acepta la moción suspensiva. Los que estén por la 
afirmativa que se pongan de pie. Sí se aprueba la moción suspensiva.

3

—El mismo C. secretario: Se va a poner a discusión el dictamen relativo a los 
artículos del 115 a 122, y, en tal virtud, la Presidencia pregunta a la Asamblea si, 
siguiendo la costumbre establecida, se le dispensa la lectura de la parte expositiva, 
para entrar de lleno al artículo. Los que estén por la afirmativa, que se sirvan poner 
de pie. Aprobado.

“TÍTULO CUARTO
“De los Estados de la Federación

“Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de Go-
bierno republicano representativo popular, teniendo como base de su división terri-
torial y de su organización política y administrativa el Municipio Libre, conforme a 
las tres bases siguientes: 

“i. Cada Municipio será administrado por un Ayuntamiento de elección popular di-
recta, y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado; 

“ii. Los municipios administrarán libremente su hacienda, recaudarán todos los 
impuestos y contribuirán a los gastos públicos del Estado en la porción y término 
que señale la Legislatura local. Los Ejecutivos podrán nombrar inspectores para el 
efecto de percibir la parte que corresponda al Estado y para vigilar la contabilidad 
de cada municipio. Los conflictos hacendarios entre el Municipio y los poderes de 
un Estado, los resolverá la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los términos 
que establezca la ley.

“iii. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica para todos los efec-
tos legales.

“El Ejecutivo federal y los gobernadores de los Estados tendrán el mando de la 
fuerza pública en los municipios donde residieren habitual o transitoriamente.

“Los gobernadores constitucionales no podrán ser reelectos ni durar en su encargo 
más de cuatro años.

“Son aplicables a los gobernadores substitutos o interinos las prohibiciones del 
artículo 83.

“El número de representantes en las legislaturas de los Estados será proporcional 
al de habitantes de cada uno; pero, en todo caso, el número de representantes de una 
Legislatura local no podrá ser menor de quince diputados propietarios.

“En los Estados, cada distrito electoral nombrará un diputado propietario y un 
suplente.

“Sólo podrá ser gobernador constitucional de un Estado un ciudadano mexicano 
por nacimiento.

“Artículo 116. Los Estados pueden arreglar entre sí, por convenios amistosos, sus 
respectivos límites: pero no se llevarán a efecto esos arreglos sin la aprobación del 
Congreso de la Unión.

“Artículo 117. Los Estados no pueden, en ningún caso: 
“i. Celebrar alianza, tratado o coalición con otro Estado, ni con las potencias extran-

jeras; 
“ii. Expedir patentes de corso ni de represalias; 
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“iii. Acuñar moneda, emitir papel moneda, estampillas ni papel sellado; 
“iv. Gravar el tránsito de personas o cosas que atraviesen su territorio; 
“v. Prohibir ni gravar, directa ni indirectamente, la entrada a su territorio, ni la 

salida de él, a ninguna mercancía nacional o extranjera; 
“vi. Gravar la circulación ni el consumo de efectos nacionales o extranjeros con im-

puestos o derechos cuya exención se efectúe por aduanas locales, requiera inspección 
y registro de bultos o exija documentación que acompañe la mercancía; 

“vii. Expedir ni mantener en vigor leyes o disposiciones fiscales que importen dife-
rencias de impuestos o requisitos por razón de la procedencia de mercancías naciona-
les o extranjeras, ya sea que esta diferencia se establezca respecto de la producción 
similar de la localidad, o ya entre producciones semejantes de distinta procedencia;

“viii. Emitir títulos de la deuda pública, pagaderos en moneda extranjera o fuera 
del territorio nacional; contratar directa o indirectamente préstamos con gobiernos 
extranjeros o contraer obligaciones en favor de sociedades particulares extranjeras 
cuando hayan de expedirse títulos o bonos al portador o transmisibles por endoso.

“Artículo 118. Tampoco pueden, sin consentimiento del Congreso de la Unión: 
“i. Establecer derechos de tonelaje ni otro alguno de puertos, ni imponer contribu-

ciones o derechos sobre importaciones o exportaciones; 
“ii. Tener, en ningún tiempo, tropa permanente ni buques de guerra; 
“iii. Hacer la guerra por sí a alguna potencia extranjera, exceptuándose los casos 

de invasión y de peligro tan inminente que no admita demora. En estos casos darán 
cuenta inmediatamente al presidente de la República.

“Artículo 119. Cada Estado tiene obligación de entregar sin demora los criminales 
de otro Estado o del extranjero a las autoridades que los reclamen.

“En estos casos, el auto del juez que mande cumplir la requisitoria de extradición, 
será bastante para motivar la detención: por un mes si se tratare de extradición en-
tre los Estados, y por dos meses cuando fuere internacional.

“Artículo 120. Los gobernadores de los Estados están obligados a publicar y hacer 
cumplir las leyes federales.

“Artículo 121. En cada Estado de la Federación se dará entera fe y crédito de los 
actos públicos, registros y procedimientos judiciales de todos los otros. El Congreso de 
la Unión, por medio de leyes generales, prescribirá la manera de probar dichos actos, 
registros y procedimientos, y el efecto de ellos, sujetándose a las bases siguientes: 

“i. Las leyes de un Estado sólo tendrán efecto en su propio territorio y, por consi-
guiente, no podrán se obligatorias fuera de él; 

“ii. Los bienes muebles e inmuebles se regirán por la ley del lugar de su ubicación; 
“iii. Las sentencias pronunciadas por los tribunales de un Estado sobre derechos 

reales o bienes inmuebles ubicados en otro Estado, sólo tendrán fuerza ejecutoria en 
éste cuando así lo dispongan sus propias leyes.

“Las sentencias sobre derechos personales sólo serán ejecutadas en otro Estado 
cuando la persona condenada se haya sometido expresamente o por razón de domi-
cilio a la justicia que las pronunció, y siempre que haya sido citado personalmente 
para ocurrir al juicio; 

“iv. Los actos del Estado civil ajustados a las leyes de un Estado tendrán validez 
en los otros: 

“v. Los títulos profesionales expedidos por las autoridades de un Estado con suje-
ción a sus leyes, serán respetados en los otros.

“Artículo 122. Los poderes de la Unión tienen el deber de proteger a los Estados 
contra toda invasión o violencia exterior. En cada caso de sublevación o trastorno in-
terior, les prestarán igual protección, siempre que sean excitados por la Legislatura 
del Estado o por su Ejecutivo, si aquélla no estuviere reunida.
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“Sala de Comisiones.—Querétaro de Arteaga. 19 de enero de 1917.—Paulino 
Machorro y Narváez.—Heriberto Jara.—Hilario Medina.—Arturo Méndez.”

Está a discusión la fracción i del artículo 115, que dice: “Cada Municipio será ad-
ministrado por un Ayuntamiento de elección popular directa, y no habrá ninguna au-
toridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado.” 

¿No hay quien pida la palabra? Se reserva para su votación.
La fracción ii dice: 
“ii. Los municipios administrarán libremente su hacienda, recaudarán todos los 

impuestos y contribuirán a los gastos públicos del Estado en la porción y término 
que señale la legislatura local. Los Ejecutivos podrán nombrar inspectores para el 
efecto de recibir la parte que corresponda al Estado y para vigilar la contabilidad de 
cada Municipio. Los conflictos hacendarios entre el Municipio y los poderes de un 
Estado, los resolverá la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en los términos que 
establezca la ley.” 

Está a discusión.
—El C. Márquez Josafat: Pido la palabra para una interpelación.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Márquez Josafat: La fracción ii dice: “Recaudarán todos los impuestos”. 

Yo quiero saber si van a recaudar todos los impuestos, los que correspondan al Mu-
nicipio o los que correspondan al Estado.

—El C. Medina, miembro de la Comisión: No señor, los municipios van a recaudar 
todos los impuestos del Estado.

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Rodríguez González en contra.
—El C. Rodríguez González: Raros son los días en que no se pide a la Asamblea 

que obre con espíritu de justicia en cada uno de sus actos; yo, en esta ocasión, vengo 
a pedir para uno de los más abnegados servidores de la patria, para uno de esos se-
res que constantemente van consumiendo su existencia en bien de la juventud, sin 
ambiciones de ninguna clase y casi siempre con mayor abnegación que muchos de los 
que se llaman archipatriotas. En una de las noches pasadas, el compañero Monzón, 
con esa manera graciosa que tiene de decir, nos pintó, sin que pudiese ninguno de no-
sotros protestar, la aflictiva situación en que se encuentra la enseñanza en nuestra 
República; nos dijo, entre otras cosas, que un niño que cursaba el tercer año de pri-
maria en San Luis Potosí, fue llevado a Zacatecas y se le inscribió en quinto, y que si 
ese mismo alumno fuese llevado a Tlaxcala hubiera sido matriculado en sexto, y que 
si se hubiera tratado de matricularlo en el Estado de Sonora, se le hubiera inscrito 
en segundo; los maestros que habemos en la Cámara comprendemos perfectamente 
el porqué de ese aserto de nuestro compañero Monzón, y es que se debe a la diversi-
dad de programas que hay en los distintos Estados de la República, pues mientras 
en unos Estados comienza la enseñanza de geometría en el tercer año, en otros co-
mienza a dar idea del substantivo adjetivo en el segundo año, en otro se hace en el 
tercero, y así sucesivamente; pues esta diferencia de programas que ahora existe en 
los Estados, probablemente pudiera existir en los diferentes municipios de un mismo 
Estado, y ustedes podrán comprender que con esto, en lugar de caminar hacia la for-
mación del alma nacional, que tanto anhelamos los maestros, habremos dado no sólo 
un paso, sino muchos, en el sentido contrario. Digo que esto sucedería si dejásemos 
la absoluta libertad municipal tal como lo pretende la Comisión dictaminadora. El 
compañero José Rivera, en esa misma noche, hablando de la importancia de la supre-
sión de la Secretaría de Instrucción Pública, nos decía que cuando era removido un 
ministro el nuevo cambiaba a los directores de educación del Distrito Federal, éstos 
a los inspectores y así sucesivamente, dando esto por resultado un trastorno muy 
grande en las escuelas de la capital de la República. Pues si esto sucede cuando se 
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cambia un ministro, que no sucede con mucha frecuencia, con los cambios de Ayunta-
miento lo mismo acontecerá, y entonces no sólo en el Distrito Federal, sino en toda la 
República —porque es indudable que cada nuevo Ayuntamiento que vaya tomando 
posesión irá removiendo a la mayor parte de sus empleados, sin estar exceptuados 
los maestros— sucederá que algunos de los educadores que tomen participación de 
las luchas políticas, irán a los puestos principales aunque no tengan la competencia 
necesaria, y esto lo decimos con conocimiento de causa; y los que hayan permanecido 
indiferentes a las contiendas electorales vendrán a ocupar los puestos secundarios 
si se resignan a ello, o se retiran de su profesión, y entonces habremos perdido los 
poquísimos maestros que nos quedan pues hay que advertir que no hay Estados que 
tengan siquiera la décima parte de los maestros que necesitan. A eso nos llevará esa 
libertad municipal en lo que se refiere a enseñanza. El señor Palavicini expresó en 
esa noche que la triste situación en que se encontraba el maestro mexicano se debía 
en gran parte al partido liberal; no recuerdo si hizo algunas explicaciones acerca de 
ello; pero yo creo que la precaria situación de los maestros, de nosotros los maestros, 
se debe a nosotros mismos, porque casi siempre hemos estado esperando que todo 
nos venga del alto cielo, sin poner de nuestra parte nada que venga a contribuir 
a sacarnos de la esfera social en que nos hemos encontrado. De hoy en adelante, 
suponiendo que el artículo 115 se apruebe tal como está, ya no seremos nosotros 
los maestros los culpables, sino será el Congreso Constituyente de 1917, porque los 
ayuntamientos, hay que decirlo muy claramente, no están en condiciones de poder 
seleccionar a sus maestros o no se toman el empeño que deberían tomar, y resultaría 
que en algunas partes, o en la mayor parte de los lugares de la República, señalarían 
un sueldo de veinticinco, veinte o treinta pesos para el profesor, con tal de no verse 
en la necesidad de pagar mayor contribución de la que tienen señalada, con tal de 
que haya mayor retribución para los profesores; y los que no quieren conformarse con 
ese pequeño sueldo se retiran y acontece lo que anteriormente, es decir: que tendrán 
al frente de las escuelas a educadores que están muy lejos de ser idóneos para el caso. 
Podría seguir señalando muchos otros casos, pero como la mayoría de los señores 
diputados son ajenos a los asuntos de la enseñanza... (Voces: ¡No! ¡No!) Sí, señores; 
porque están dedicados a otras cosas muy distintas; no quiero decir precisamente 
que no les interesen estos asuntos, sino que no están dedicados a este ramo de edu-
cación la mayor parte de ustedes. Eso es lo que he querido decir. Creo que con lo que 
he expresado es suficiente para hacer comprender que es necesario poner algunas 
restricciones a esa libertad municipal. Ya desde el principio de nuestros trabajos se 
dijo que las garantías que la Constitución otorga al hombre deben tener alguna res-
tricción, y yo creo que las que tienen las entidades deben estar forzosamente sujetas 
a la misma ley y, por lo tanto, me permito proponer a la muy honorable Asamblea 
se sirva permitir que en la fracción ii, que está a discusión, se suprima la palabra 
“libremente” y se agregue un inciso 4º, que diga: “En lo relativo a la enseñanza se 
sujetarán a las leyes del Estado.” voy a decir por qué...

—El C. Álvarez José, interrumpiendo: Para una aclaración. Los ayuntamientos 
tienen obligación de sujetarse a las leyes de los Estados, no sólo en enseñanza, sino 
en todos los demás ramos; de suerte que no tenga usted cuidado; las legislaturas de 
los Estados tienen que dar las leyes que constituyan a los ayuntamientos.

—El C. Rodríguez González, continuando: Pues si es así, salen sobrando todos 
los otros incisos. Bueno; pues voy a decir el porqué de mi solicitud: los ayuntamien-
tos, desde que han tenido conocimiento de la libertad municipal, han pretendido 
hacer y deshacer todo lo que juzgan conveniente dentro de su jurisdicción, y han to-
mado en otras ocasiones para sí la libertad de nombrar a los profesores; eso lo están 
haciendo en la mayor parte de la República porque lo consideran como una de sus 
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atribuciones. Si acaso, con lo que yo solicito, podrán continuar teniendo esa libertad 
cuando la Legislatura del Estado lo juzgue conveniente, cuando vea que los ayunta-
mientos no hacen mal uso de la libertad. Esto lo hemos visto por experiencia: cuando 
los ayuntamientos han pretendido el nombramiento de los profesores actuales, estos 
nombramientos han sido aceptados; y, por tanto, esta libertad municipal ha sido un 
obstáculo para que se establezcan juntas centrales de educación y ha sido un obstá-
culo también para que se independice la enseñanza, que es uno de los ideales de los 
educadores. Es un objeto importantísimo el desligar a los profesores de los asuntos 
políticos; si acaso se estableciera la independencia de la enseñanza de los Estados, 
los profesores deberán abstenerse de tomar participación activa en las luchas políti-
cas, lo cual redundaría indudablemente en bien de la enseñanza, en bien de la niñez, 
que es para quien deseamos todo bien. (Aplausos.)

—El C. De la Barrera: Para una interpelación al señor González.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. De la Barrera: Yo suplico al señor Rodríguez González nos diga, para 

ilustrar más nuestro criterio, si en los conceptos vertidos en ese artículo entiende que 
tiene plena libertad el Ayuntamiento para legislar sobre la enseñanza.

—El C. Rodríguez González: Me he permitido suplicar que se retire de la frac-
ción ii la palabra “libremente”, porque si acaso subsiste esa palabra, entonces los 
ayuntamientos tendrían que decir: “Nosotros pagaremos a la policía tanto, a los pro-
fesores tanto”, y yo lo que quiero es que se retire esa palabra, “Tal municipio tendrá 
tanto para la educación”, decir: “Tal municipio asignará tanto por ciento de sus en-
tradas al ramo de educación”, porque no dedican la cantidad suficiente para la en-
señanza, y eso es la causa de nuestros atrasos; es lo único que se requiere para que 
tengamos mayor progreso en la enseñanza. Además, yo sé que en algunos Estados 
se pretende establecer juntas de educación, que administrarán todo el dinero que se 
destine a la enseñanza y que esas juntas de educación comprarán libros, señalarán 
sueldos de empleados, etcétera, etcétera, y que esas juntas dependerán de una junta 
central, que estarán en la capital del Estado, y si acaso se deja esa fracción así como 
está, no señalarán los ayuntamientos la parte que la junta de administración solicite 
y no podrán las legislaturas de los Estados decir: “tal municipio tendrá tanto para la 
educación”, ni que esa cantidad vaya a las juntas de educación.

—El C. De la Barrera: Sencillamente, el señor Rodríguez González ha confundi-
do la cuestión financiera con la cuestión de enseñanza. (Siseos.) Es indudable, señor 
presidente y honorable Asamblea, que los ayuntamientos deben ajustarse, para im-
partir la enseñanza, a las leyes que dicte el Ejecutivo del Estado, porque el municipio 
puede asignar unas veces dos pesos y otras tres; pero esa no es cuestión de enseñan-
za, es cuestión de economía. (Siseos.)

—El C. Rodríguez González: Y entonces, ¿qué, no se paga a los profesores?
—El C. presidente Tiene la palabra la Comisión.
—El C. Jara, miembro de la Comisión: Señores diputados: Si la Comisión no hu-

biera traído al debate la ii fracción del artículo 115 en la forma en que está expuesta, 
seguramente que no hubiera sido consecuente con la idea expresada, que la referida 
Comisión tiene para dar a los municipios su libertad, de acuerdo con el programa 
revolucionario. No se concibe la libertad política cuando la libertad económica no 
está asegurada, tanto individual como colectivamente, tanto refiriéndose a perso-
nas, como refiriéndose a pueblos, como refiriéndose a entidades en lo general. Hasta 
ahora los municipios han sido tributarios de los Estados; las contribuciones han sido 
impuestas por los Estados; la sanción de los presupuestos ha sido hecha por los Es-
tados, por los Gobiernos de los respectivos Estados. En una palabra: al Municipio 
se le ha dejado una libertad muy reducida, casi insignificante; una libertad que no 
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puede tenerse como tal, porque sólo se ha concretado al cuidado de la población, al 
cuidado de la Policía, y podemos decir que no ha habido un libre funcionamiento de 
una Entidad en pequeño que esté constituida por sus tres poderes. ¿Qué razón habrá 
fundamental, digna de tomarse en consideración, para que, por ejemplo, la Federa-
ción dijera: “Yo voy a imponer las contribuciones en los Estados, y el Gobierno federal 
será quien después distribuya en los diversos Estados lo que a cada uno corresponda 
o crea que corresponda para sus atenciones”? ¿Cuál sería o cuáles serían las razones 
que se expondrían sobre el particular, razones, como antes dije, dignas de tomarse 
en consideración? Indudablemente que los Estados tienen a la vista sus distintos 
problemas, están mejor posesionados de ellos, ven de cerca sus dificultades y están 
en mejores condiciones para poder aplicar sus contribuciones y también para distri-
buir dichas contribuciones en el presupuesto de egresos. El que está lejos recibe las 
noticias de los diferentes lugares por conductos diversos, bien por informes secretos, 
bien por informes verbales, pero que no son lo suficientemente claros, que no son 
lo suficientemente precisos para dar una idea clara y terminante de lo que pasa en 
determinados lugares; así pues, las apreciaciones económicas que hiciese la Federa-
ción respecto a los distintos Estados, no serían exactas y estarían en condiciones de 
incurrir en frecuentes errores, con grave perjuicio de las entidades federativas; en 
relación, los municipios con los Estados están en iguales condiciones. Hasta ahora se 
ha acostumbrado que los municipios hagan los presupuestos de ingresos y egresos y 
vayan a los Estados para que allí sean revisados. Si el municipio, celoso de la instruc-
ción pública, que defendió tanto nuestro compañero que me ha precedido en el uso 
de la palabra, señala una fuerte partida para la instrucción pública, para su mejor 
sostenimiento y más amplio desarrollo, y el Estado cree que es una suma fuerte que 
no debe invertirse en la instrucción pública, y cree que se necesita para atenciones 
de otra especie, puede restarla de la cantidad señalada a la instrucción, sacrificando 
así un ramo tan importante, y el Estado se verá constreñido a sacrificarlo para poder 
hacer una obra eficaz, una obra buena en pro de la instrucción pública. Lo que se dice 
de este ramo puede decirse respecto de los demás: los municipios, las autoridades 
municipales, deben ser las que estén siempre pendientes de los distintos problemas 
que se presenten en su jurisdicción, puesto que son las que están mejor capacitadas 
para resolver acerca de la forma más eficaz de tratar esos problemas, y están, por 
consiguiente, en mejores condiciones para distribuir sus dineros, las contribuciones 
que paguen los hijos del propio municipio y son los interesados en fomentar el desa-
rrollo del municipio en las obras de más importancia, en las obras que den mejor re-
sultado, en las que más necesite, en fin, aquel municipio. Seguramente que los habi-
tantes de un municipio son los más interesados en el desarrollo de éste; si se trata de 
un comerciante, yo creo que es el mayormente interesado en que haya, por ejemplo, 
magníficas vías de comunicación, en que haya ferrocarriles en el lugar donde reside, 
en que haya facilidades para transportar sus mercancías y facilidades para la expor-
tación de sus productos; si se trata de alguna población agrícola, los particulares, los 
que no ejercen el comercio, también ¿cómo no han de desear que su población tenga 
las mejores condiciones, buenas calles bien adoquinadas, con un servicio de atarjeas 
sano, con luz eléctrica, en fin, con todas las mejoras que los pueblos modernos tienen 
en la actualidad?, y por consiguiente, los habitantes de estas pequeñas entidades, 
que forman el gran conjunto nacional, serán los más interesados en el desarrollo 
de las poblaciones, serán los que procuren que se establezca una especie de compe-
tencia, porque nadie querrá quedarse atrás en la marcha hacia el progreso. Cuando 
sepa un municipio convecino de otro que en éste se está desarrollando una magnífica 
acción en pro de la educación pública, esto servirá de aguijón, de estímulo para que 
el otro municipio procure hacer lo mismo, para que procuren sus habitantes tener 
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en su población suficiente número de escuelas y tener profesores bien pagados, para 
que la acción escolar sea efectiva y eficaz. Algunos temores se han iniciado acerca de 
que si a los municipios se les deja el manejo de la hacienda libremente, es probable 
que incurran en frecuentes errores de alguna trascendencia; nosotros, en previsión 
de eso, nos hemos permitido asentar que las legislaturas de los Estados fijarán lo que 
a éste corresponda para las atenciones meramente indispensables para el sosteni-
miento de los gobiernos de los Estados, para lo que sea absolutamente necesario 
para el funcionamiento de esos gobiernos. Pero queremos quitarles esa traba a los 
municipios, queremos que el Gobierno del Estado no sea ya el papá que, temeroso 
de que el niño compre una cantidad exorbitante de dulces que le hagan daño, le 
recoja el dinero que el padrino o abuelo le han dado, y después le da centavo por 
centavo para que no le hagan daño las charamuscas. Los municipios no deben estar 
en esas condiciones. Si damos por un lado la libertad política, si alardeamos de que 
los ha amparado una revolución social y que bajo este amparo se ha conseguido una 
libertad de tanta importancia y se ha devuelto al municipio lo que por tantos años 
se le había arrebatado, seamos consecuentes con nuestras ideas, no demos libertad 
por una parte y la restrinjamos por la otra; no demos libertad política y restrinja-
mos hasta lo último la libertad económica, porque entonces la primera no podrá ser 
efectiva, quedará simplemente consignada en nuestra Carta Magna con un bello 
capítulo y no se llevará a la práctica, porque los municipios no podrán disponer de un 
solo centavo para su desarrollo, sin tener antes el pleno consentimiento del Gobierno 
del Estado. (Aplausos.) Así pues, señores diputados, pido respetuosamente a vuestra 
soberanía os dignéis dar vuestro voto por el artículo a discusión en la forma en que 
lo ha expuesto la Comisión. (Aplausos.)

—El C. presidente: Tiene la palabra en contra el ciudadano Martínez de Escobar.
—El C. Martínez de Escobar: Señores diputados: Vengo a hablar en contra del 

dictamen de la Comisión, en obediencia a un principio de intensa justicia. Parece men-
tira, dirán esos paladines de las libertades públicas que allí se sientan (Señalando las 
curules de la 2ª Comisión). Parece mentira, dirán el talentoso diputado Hilario Medina, 
el revolucionario consciente Heriberto Jara, que Martínez de Escobar hable en contra, 
y, sin embargo, y a pesar de sentirme orgulloso de pensar como ellos en lo general, 
vengo a producirme en contra de la ii fracción que contiene el dictamen; pero antes, 
señores diputados, quiero deciros algunas palabras, brote espontáneo de mi espíritu, 
porque estoy de buen humor. (Risas.) Buen humor, decía ayer el inteligente y simpáti-
co diputado Bojórquez, flota en el ambiente de esta Asamblea, y como yo soy elemento 
integral de esta Cámara, el buen humor también flota en mi yo íntimo, señores consti-
tuyentes: cuando el voto popular del Estado de Tabasco —como pueden aseverarlo los 
señores diputados Magallanes y Ocampo— me designó diputado a este Congreso, me 
sentí intensamente satisfecho; pero cuando llegué a la capital de la República a la ciu-
dad de México, confieso sinceramente con toda verdad, me sentí desilusionado y arre-
pentido de haberlo sido; mas la desilusión y el desencanto sólo duró un momento, un 
momento nada más, señores diputados. Allí en la capital supe, se me dijo, escuché en 
todos los tonos, que vendríamos los diputados a este Congreso única y exclusivamente, 
sin espíritu de iniciativa, a sancionar el proyecto de la Primera Jefatura; yo, enérgica-
mente protesté, fuertemente protesté contra tal aserto desde las fibras más íntimas de 
mi alma, desde allí se levantó una intensa protesta contra aquel decir, y me dije a mí 
mismo: si vamos al Congreso Constituyente única y exclusivamente a aprobar lo que 
hiciera el Primer Jefe, seré quizá diputado un día cuando más, y al otro día me saldré 
para no volver nunca; pero pronto recapacité; esto no podía ser verdad, sino sólo un 
rumor infundado. Estas son palabras que únicamente brotan enclenques y enfermizas 
de labios de hombres serviles; al Congreso Constituyente iremos a hacer una labor co-
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lectiva, y con ese gran hombre y ese gran carácter que se llama Venustiano Carranza; 
para ello nos ha convocado, no cabe duda; para que así, fusionada con la obra individual 
de él, venga, con las reformas necesarias que nosotros hagamos, a dignificarse la obra 
colectiva que brote vigorosa de esta Asamblea constituyente. También, repito, recuerdo 
muy bien, señores diputados, las últimas palabras de aquel gran poeta francés, supre-
mas palabras que os voy a pronunciar: aunque las tiranías ofrezcan a nuestro paladar 
manjares deliciosos y exquisitos, a nuestros oídos cariciosas músicas de cielo y a nues-
tro olfato suaves aromas y delicados perfumes, yo siempre gritaré: “Prefiero tu pan 
negro, libertad”. Y aquí, en esta Cámara, señores diputados, pude convencerme bien 
pronto que muchos señores constituyentes sí venían perfectamente convencidos de que 
en quince días, quizá en menos tiempo, se aprobaría el proyecto de reformas de la Pri-
mera Jefatura, sin necesidad de un estudio analítico, sin necesidad de un estudio sin-
tético, y prueba de ello fue que cuando se discutió aquí el artículo 3º, muchos hombres 
temblaron, hombres cuyo espíritu aún tiembla de espanto y de terror, porque ese pre-
cepto ha sido reformado por la Asamblea constituyente con hondo espíritu de radicalis-
mo revolucionario; pero pronto me sentí nuevamente satisfecho y contento, porque 
pude ver que las ideas eminentemente revolucionarias florecían en el cerebro de otros, 
de los hombres que aquí nos llamamos con orgullo jacobinos, creyendo de justicia ma-
nifestar que nos sentimos intensamente satisfechos de serlo, y que pronto pudimos 
dominar a las ideas conservadoras que aquí también florecían en los cerebros de hom-
bres que ya señalé anteriormente, y señores diputados conservadores, no vayan uste-
des a creer que vengo a atacarlos duramente; es natural que en una Asamblea existan 
los diversos elementos necesarios que tienen que integrarla; ¿habéis visto alguna vez 
en un club, en un partido político, en una asamblea, habéis visto alguna vez hombres 
que sólo tengan una idea, un pensamiento? Indudablemente que no. En el Constitu-
yente de 57 hubo tres partidos: el partido eminentemente liberal, el partido moderado 
y el partido completamente conservador, cuyos miembros habían sido llevados allí por 
los moderados de la revolución de Ayutla, por los liberales moderados, que eran un 
puente entre los liberales y los conservadores. Aquí también existen esos tres elemen-
tos. Aquí existe el partido netamente revolucionario: somos nosotros, señores, jacobi-
nos; existe un partido moderado, no sé dónde está, no podría circunscribir su lugar, 
pero existe aquí: sois vosotros, señores “independientes”; y existe un partido completa-
mente conservador: sois vosotros, señores “renovadores”. Vosotros debéis estar satisfe-
chos, plenos de júbilo, porque el revolucionarismo ha venido triunfando en este Congre-
so (Dirigiéndose al lado izquierdo.) Vosotros, con vuestra testarudez, como dirían los 
conservadores y moderados, lo habéis impuesto a diestra y siniestra; con vuestro em-
puje incontrastable lo habéis impuesto como se imponen las ideas esencialmente revo-
lucionarias sobre las ideas completamente conservadoras. Aquí, señores diputados, yo 
tengo un gran cariño, y así lo digo, por hombres honrados y dignos como Manuel Ama-
ya, por hombres honrados y dignos como don Amador Lozano, como don José María 
Rodríguez, y los quiero y les tengo afecto, y comprendo que demasiado hacen en este 
Congreso Constituyente; pero hoy, como ayer, cuando se iniciaron las labores de esta 
Cámara, declaro y quiero que se sepa, porque pronto finalizarán nuestras labores, que 
soy enemigo político de su grupo, absolutamente enemigo político de hombres como 
Félix Palavicini, como Luis Manuel Rojas y como José Natividad Macías. Quiero hacer 
constar esta actuación mía, porque pronto finalizará la labor del Congreso Constitu-
yente y no quiero que mañana digan que Rafael Martínez de Escobar, cuando se inició 
la labor del Congreso, porque estaba Jesús Acuña en la cúspide de un Ministerio, esta-
ba con él, ese gran revolucionario de 1916, que ha sido prohijado políticamente por ese 
otro gran revolucionario que se llama Venustiano Carranza y que yo admiro grande-
mente; que no se fuera a decir que hoy que Jesús Acuña, a quien, repito, conceptúo 

DD Tomo III • (2015).indd   368 03/11/16   2:05 p.m.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2016.  
Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

Libro completo en: https://goo.gl/EEtv2j



[ 369 ]

como un revolucionario de ideales, porque tengo mucho valor civil para decirlo, que hoy 
que está caído y ya finaliza el Congreso Constituyente, quiero estar con ustedes y vol-
tear las espaldas a sus amigos; no, quiero que se haga constar mi actitud, quiero que 
conste en la historia del Congreso Constituyente, quiero que la labor digna de la pren-
sa, como El Pueblo y El Demócrata, así lo hagan constar; yo creo en la lógica de las 
ideas y creo también en la lógica del sentimiento, y esta lógica de las ideas y del senti-
miento, es la que mueve a venir a producir aquí estas cuantas pero indispensables ex-
plicaciones, y entro en materia, señores diputados: Vengo a hablar en contra de la 
fracción ii del artículo 115, quizá por un error, quizá porque no he llegado a compene-
trarme de los conceptos que entraña esa fracción, quizá el buen humor, el júbilo y la 
algazara que en estos momentos flota en la Asamblea debido a que la selecta diputa-
ción del Estado de Sonora ha hecho una invitación a los diputados jacobinos, haciendo 
exclusión de los diputados renovadores, para que fuésemos a paladear en un almuerzo 
de buen humor con ellos, y quizá por ello opinaran algunos: Martínez de Escobar no se 
ha llegado a compenetrar de lo que entraña la fracción ii del artículo 115; pero esto no 
es verdad, señores constituyentes. La fracción ii del artículo 115, no obstante que pare-
ce ser muy liberal, es en el fondo enteramente conservadora; si incurro en un error, que 
así se me juzgue, como error, pero nunca vaya a creerse que trato de agredir a los dig-
nos miembros de la 2ª Comisión de Puntos Constitucionales. La fracción ii dice: “Los 
municipios administrarán libremente su hacienda, recaudarán todos los impuestos y 
contribución en los gastos públicos del Estado, en la proporción y término que señale la 
legislatura local”. Perfectamente bien. Como vemos, establece en esta primera parte la 
emancipación del poder municipal; porque no es propiamente un poder, es que yo, da-
dos mis ideales, deseara que la fuerza, es decir, se establece la libertad del Municipio, 
la autonomía de los ayuntamientos, pero también agrega: “recaudará todos los impues-
tos”. Genéricamente se afirma esto, señores diputados: “contribuirán a los gastos públi-
cos del Estado”. Los municipios creo yo que únicamente deben recaudar los impuestos 
meramente municipales, los impuestos que pertenezcan directamente al municipio; yo, 
que soy completamente liberal, quiero la libertad del municipio, es decir, que se esta-
blezca efectivamente la libertad municipal, la autonomía del Ayuntamiento; pero pare-
ce que en cierta forma, señores diputados, va a subordinarse la libertad del Estado, 
pues es una libertad aparente la que aquí se establece. ¿Por qué? Porque luego agrega 
más adelante la fracción ii: “Los ejecutivos podrán nombrar inspectores para el efecto 
de percibir la parte que corresponda al Estado y para vigilar la contabilidad de cada 
municipio”. Pues bien, el hecho de recaudar los impuestos, no sólo municipales, sino del 
Estado, faculta al Estado para nombrar inspectores, para nombrar vigilantes de la ac-
tuación del municipio, y esa actuación del Estado, nombrando inspectores y vigilantes 
en cuanto a la recaudación de impuestos, no significa otra cosa sino la intervención 
directa e inmediata del Estado sobre el municipio; máxime, señores diputados, con la 
renovación constante, con la renovación periódica de los ayuntamientos, con motivo de 
las elecciones populares como origen de las mismas; de manera que a cada momento 
habrá inspectores y vigilantes de los Estados sobre el municipio, y de aquí se concluirá 
lógicamente una subordinación del municipio al Estado; por eso me rebelo en cierta 
forma contra esa parte de la fracción ii; es decir, al establecer una intervención directa 
e inmediata del Estado sobre el municipio, que sólo significa subordinar los ayunta-
mientos al Estado. Yo sé, como ustedes también, que en el fondo de todo problema, sea 
de carácter político, sea de carácter moral, sea de carácter religioso o sea de carácter 
psicológico, existe uno, alrededor del cual giran todos: es el problema económico. En 
todas las actividades del espíritu humano se manifiesta el problema económico, es el 
que forma la idea fuerza, el alma base de todos los otros fenómenos; en la misma guerra 
europea vemos en estos momentos el fenómeno económico que está generando el fenó-
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meno guerrero; en todas las cuestiones palpita el fenómeno económico. La base de la 
libertad administrativa de los ayuntamientos está la libertad económica, y la libertad 
económica está en los términos del dictamen subordinada a la acción de los Estados; y 
por eso me opongo a la fracción ii del artículo 115. Más aún, sigue diciendo esta fracción: 
“Los conflictos hacendarios entre el municipio y los poderes de un Estado los resolverá 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los términos que establece la ley”. Natu-
ralmente que no se refiere a las cuestiones políticas; ya hemos aprobado, ya hemos re-
suelto que las cuestiones políticas que surjan a este respecto deberá conocer de ellas el 
Senado, cuando sean provocadas por uno u otro, el del Estado o el del municipio, esto 
es, cuando uno intente violar los intereses del otro. Pero me pregunto: Y en estos con-
flictos hacendarios, ¿por qué interviene la Suprema Corte de Justicia? ¿Quiere atacarse 
la soberanía de un Estado? Indudablemente que sí, y soy de los que no creen en la pa-
labra soberanía aplicada a los Estados; quiero creer, y así lo entiendo, que se trata de 
la libertad y la autonomía de los Estados. Ya lo expliqué una vez: la palabra soberanía 
atrae y seduce, como atrae y seduce la palabra igualdad, la palabra fraternidad y la 
palabra libertad. No hay tal soberanía de los Estados, pero sí hay autonomía, sí hay 
libertad, y no hay soberanía de los Estados, porque la soberanía, para que exista, nece-
sita ser internacional, y esa sólo la tiene el Estado nación. ¿Por qué? Porque no puede 
el Estado elegir su sistema de Gobierno; se lo impone uno de los artículos de la Consti-
tución, y desde ese momento, los Estados ceden a la Federación una parte de su sobe-
ranía, y entonces sólo queda en pie la libertad y la autonomía de los mismos. ¿Y por qué 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación va a conocer de estos conflictos hacendarios 
entre el municipio y el Estado? ¿Por qué no conoce de esos conflictos la legislatura local 
o el tribunal Superior de Justicia del Estado? Yo creo que debemos ser lógicos, que de-
bemos ser sensatos, que debemos ser conscientes. ¿Por qué darle esa atribución a la 
Suprema Corte de Justicia? ¿Por qué centralizar? ¿Por qué una cuestión meramente 
del Estado va a ser resuelta por la Suprema Corte de Justicia, que es de carácter fede-
ral? ¿Por qué no ha de conocer, pregunto, de esos conflictos la Legislatura del Estado y 
el Supremo Tribunal de Justicia del Estado? Esta es una pregunta que surge de mi 
mente, y si estoy en un error, sólo quiero convencerme de él; si la Comisión, con toda su 
honradez, viene y me explica: por estas razones, señor Martínez  de Escobar; pero an-
tes, yo afirmo a esta Cámara: se ataca directamente eso que comúnmente llamamos la 
soberanía de los Estados y que no es más que la libertad y la autonomía de los mismos. 
Vemos, pues, que hay aquí dos puntos que despiertan interés. Primero: creo que los 
Estados deben recaudar inmediatamente y directamente los fondos que les pertenez-
can, por medio de sus receptorías de rentas o por medio de las oficinas que ustedes 
quieran; pero deben recaudarlos directamente y no por conducto de los municipios, 
porque aunque aparentemente parece que es una gran facultad que se les da a los mu-
nicipios, no es la verdad, porque da lugar a la intervención directa del Estado sobre el 
municipio, nombrando inspectores y estudiando la contabilidad de esos mismos muni-
cipios, y por eso no estoy de acuerdo con este punto, y, por otra parte, el municipio, creo 
yo que para que sea completamente libre, como aquí se trata de establecerlo, necesita 
ser oído ante la Legislatura del Estado, en cuanto a sus impuestos, y aquí únicamente 
se dice: “Contribuirán a los gastos públicos del Estado y en proporción y términos que 
señale la ley”. Yo me pregunto: si la Legislatura de un Estado íntimamente unida al 
Estado mismo dicen que debieran contribuir con la mitad de los fondos que recaude el 
municipio o las dos terceras partes, o la totalidad de los fondos, entonces, ¿cuál es la 
libertad económica municipal? Pues queda al arbitrio completo de lo que disponga la 
Legislatura del Estado, y es por eso que en estos momentos me rebelo contra la fracción 
ii de este artículo, porque trata de mutilar la libertad del municipio, que la quiero, que 
la anhelo, ya que yo desearía un verdadero Poder municipal, con todos los caracteres 
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constitucionales de un Poder; y que aquí, en el fondo de estas libertades, aparece palpi-
tante la intervención completa del Estado sobre el municipio; de manera que la liber-
tad municipal viene a ser perfectamente estrujada y mutilada, por esa intervención de 
las legislaturas de los Estados, además de la intervención del Estado mismo en la liber-
tad municipal. Estas son las razones que tengo para hablar en contra de esta frac-
ción, y en esta virtud, pido con toda corrección a la Comisión venga a explicarme en 
qué se ha fundado para ello, y si me convence, votaré por ella, y si no, yo os exhorto, 
a los que conocéis de una manera palpable estas cuestiones, a los que habéis visto en 
la práctica del manejo de fondos municipales, como usted, señor González, como us-
ted, señor licenciado Ilizaliturri, que nunca ha querido venir a hablar en esta tribu-
na, y que está usted obligado a hacerlo, porque ha sido usted abogado consultor del 
Ayuntamiento de México, y debe colaborar en la Carta Magna. Venga, pues, a decir-
nos aquí en dónde está el error en que yo he incurrido, y si no, votad en contra, seño-
res diputados. (Aplausos.)

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Álvarez José.
—El C. Álvarez José: Señores diputados: Efectivamente, el buen humor hace efec-

tos de distinta naturaleza; a mi estimado amigo y compañero, el señor Martínez Esco-
bar, el buen humor le ha dado por el lado de la agresión, y a mí me ha dado por razonar, 
y vengo a traer unas cuantas razones, resultado de mi experiencia personal en el asun-
to de la administración municipal. Empezaré por referirme a los argumentos de mi 
estimable compañero Rodríguez González, repitiendo lo que ya he dicho cuando es-
taba haciendo uso de la palabra: los municipios tienen la obligación de sujetarse en 
todo a las leyes que dicten las legislaturas de los Estados, porque los municipios no 
son repúblicas: los municipios están organizados por la ley fundamental municipal 
de cada Estado que dicten las legislaturas, y allí dice precisamente cuál debe ser la 
hacienda municipal; por eso dice aquí, señores diputados, la fracción ii, que vengo a 
apoyar: “Las legislaturas de los Estados no podrán contravenir en nada la Constitu-
ción general de la República”. Efectivamente, señores, las legislaturas de los Estados 
no podrán contravenir a las leyes fundamentales de nuestra Constitución; en ningu-
na forma contravendrán estas leyes, puesto que la fracción ii dice: “Los municipios 
administrarán libremente su hacienda”. Quiere decir la hacienda municipal, no to-
dos los fondos del Estado, y al decir esta hacienda municipal, no quiere decir que 
haya otros fondos que son del Estado y que los puede destinar al fomento de la ins-
trucción. Yo no sabía por qué, señores diputados, tantos compañeros a quienes he 
considerado como eminentes revolucionarios venían a inscribirse en contra de una 
fracción que garantiza algo que ha sido el anhelo general de todos los revoluciona-
rios: el establecimiento del municipio con la libertad verdadera, que consiste en dar-
le la libertad económica. Yo he tenido el gusto de ver que ha sido el Estado de Mi-
choacán el primer Estado de la República que ha venido a implantar y poner en 
práctica esto mismo que ahora la honorable Comisión dictaminadora propone como 
una ley fundamental. Un revolucionario de los más honrados y convencidos, el gene-
ral Alfredo Elizondo, que es gobernador de Michoacán, ha dado una ley estableciendo 
que los municipios cobren todas sus rentas y que de allí contribuyan con una parte 
para los gastos del Estado; esto es lo mismo que viene a proponer la Comisión y que 
en parte se ha venido estudiando punto por punto, y se ha visto que esto no es que el 
Estado ataque la soberanía municipal, y aunque ya el señor Martínez de Escobar nos 
ha dicho que no existe tal soberanía, pero no invade en ninguna forma las facultades 
municipales; se trata única y exclusivamente de implantar un sistema hacendario 
que es el único que puede dar buen resultado. Prácticamente se ha visto que estable-
ciendo dos oficinas recaudadoras, lo que se hace es un embrollo imposible, que no 
saben los causantes a quiénes les deben pagar, si a la administración del Estado o si 
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la administración de las rentas municipales, y esto sin motivo, sin resultado práctico 
absolutamente ninguno. Me he visto en la necesidad, me he visto en la obligación de 
tomar la palabra para apoyar esta proposición porque ya dije que yo he visto prácti-
camente el resultado. No es exacto que los municipios pueden abusar de los fondos 
que recauden, como he oído que es la opinión de algunos compañeros, porque así dice 
la fracción que estarían facultados para administrar libremente su hacienda; no toda 
la hacienda pública, y no es exacto tampoco que se invadan las atribuciones del mu-
nicipio, recogiéndoles una parte porque ahora va a quedar al Estado sostenido por la 
misma Legislatura. No es el Ayuntamiento el que va a decir: “Yo te ayudo con tanto”, 
a la Legislatura, “para que te sostengas, para sostener esto o aquello”; fijará la parte 
que cada municipio tiene que dar para sostener al Estado, y esa parte es mucho más 
sencillo que sea un tanto por ciento y no una cantidad determinada. El sistema an-
terior de recaudación municipal sólo era una farsa de institución económica munici-
pal; los municipios formaban sus presupuestos y los enviaban al Gobierno, y allí se 
veía si se aprobaban o no. Ha sido el peor de los fracasos; yo he podido ver de qué 
manera en los gobiernos de los Estados se reciben de 80 a 100 expedientes de presu-
puestos municipales en que únicamente se veía el total; no se revisaban para nada; 
decían: ¿cuánto pide el municipio de Zamora, trece mil pesos; no, es mucho, pongá-
mosle la mitad, seis mil pesos; cantidad que no alcanzaba para pagar policía, alum-
brado, para pagar a los maestros de escuela, que, como bien se ha dicho, han sido 
siempre unos parias. No le hace, allá que se las avengan. Esto, señores, es altamente 
inconveniente; por eso ahora, dándoles hacienda a los municipios y libertad para 
formar su presupuesto de egresos y de ingresos, para que digan cuánto necesitan y 
con cuánto pueden contribuir para el Estado, podemos formar el verdadero Munici-
pio Libre; de otra manera, seguramente el mismo Estado sufriría graves perjuicios. 
Seis meses he estado en mi Estado visitando los municipios más alejados del centro, 
y me he encontrado verdaderas atrocidades y me he convencido de una cosa: el moti-
vo por el cual el pueblo se abstenía de votar en las elecciones municipales, era preci-
samente porque el Municipio no tenía hacienda, y yo he preguntado al pueblo: ¿por 
qué no vienen ustedes a votar? Y me contestaron: Señor, para qué, para qué votamos 
si luego que elegimos alguno que nosotros queremos resulta que nada más está aquí 
de cuerpo presente, porque no pueden poner policía, ni tener maestros de escuela; 
porque en lugar de tenerlos en una casa los tienen en un corral”, y esto no es sólo en 
Michoacán, sino en todos los Estados de la República. (Voces: ¡No! ¡No!) O en la ma-
yoría de ellos, porque el municipio no tenía fondos con qué subsistir y me han dicho: 
“¿Para qué vamos a votar a amigos nuestros que vayan a ponerse en ridículo?” Yo 
recuerdo, cuando fui presidente municipal del distrito de Zamora, que no quería con-
ceder el Gobierno facultades para que se establecieran cincuenta gendarmes en la 
población, cuando el municipio producía veintitrés mil pesos de contribuciones men-
sualmente. ¡Con qué gusto pagarían, con qué satisfacción pagarían y contribuirían 
para los gastos, sabiendo que iban a ser en beneficio de su propia localidad y que no 
iban a servir los fondos de aquellas contribuciones para que se fabricaran grandes 
teatros en las capitales de los Estados, para que se asfaltaran las calles principales, 
en tanto que en el pueblo no se podía conseguir un gendarme que evitara los robos! 
Esto es inconcuso, es indispensable, y si queremos que sea práctico, que sea una rea-
lidad la gran aspiración del municipio libre, démosle absoluta independencia econó-
mica. Paso en seguida a contestar algunas objeciones del señor Martínez de Escobar: 
dice que debe recaudar únicamente los impuestos municipales; ya he dicho que esto 
no debe ser, porque habiendo dos oficinas recaudadoras se hacen más gastos; se em-
brolla la contabilidad, se molesta más a los causantes y no produce ninguna ventaja. 
La independencia municipal, según mi criterio, no consiste en que el Ayuntamiento 
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no cobre más que lo que corresponde; esto es risible. La independencia consiste en 
que tenga lo suficiente para todos los gastos; ahora bien; ¿por qué el Estado debe 
nombrar inspectores para que vigilen la parte que les corresponde de las rentas? Voy 
a explicarlo o al menos a tratar de hacerlo, según la experiencia que he tenido sobre 
el particular. Estaba establecido que fuera la Contaduría Mayor de Glosa, dependen-
cia directa de la Legislatura del Estado, la que tuviera intervención única en las 
cuentas del municipio. ¿Sabéis lo que pasaba a este respecto? Las sesiones del Con-
greso local duran un corto período; los ayuntamientos en el Estado son en gran can-
tidad; los tesoreros municipales, la mayor parte de ellos no entienden contabilidad; 
total: en cada mes reciben en la Contaduría de Glosa de 80 a 100 expedientes de las 
cuentas correspondientes a seis meses atrás y venía a revisarlos la Contaduría des-
pués de dos años. ¿Qué sucedía...? Que ni siquiera se atrevían a exigirla, porque ya 
habían pasado tres períodos del presidente municipal. La utilidad de los inspectores 
consiste en esto: que vigilan, como dice el proyecto, la contabilidad municipal y no 
pueden poner el remedio, no pueden poner un remedio efectivo, porque no se les au-
toriza para que vayan a procesar a los munícipes, no se les autoriza para que se 
metan en la contabilidad, sino nada más para que la vigilen y den cuenta a la Legis-
latura. De esa manera tendrán oportunidad de proceder a tomar una participación 
efectiva, para que en el momento en que se presente el inspector y vea que se está 
cometiendo una malversación de fondos dé parte a la Legislatura de los Estados, 
exigiendo responsabilidad, pues es el momento a propósito para exigirla, y no tres 
años después, cuando la Contaduría Mayor de Glosa consignara las cuentas a la Le-
gislatura del Estado. Que se apruebe esta fracción tal como está; no es exacto que se 
atropelle la soberanía municipal; al contrario, se garantiza de una manera efectiva y 
al mismo tiempo nuestro pueblo verá el resultado práctico de los ayuntamientos, y se 
le estimula para que dé su voto, porque verá entonces el resultado práctico de él y 
para lo que sirve un Ayuntamiento liberal, y no verá como ahora que no sirven para 
nada los ayuntamientos, porque han sido corporaciones que han estado juntándose 
todas las noches para llenar libros enteros de actas, pero que prácticamente no hacen 
nada en beneficio del pueblo. ¿Por qué vamos a exigir a ellos responsabilidades? No, 
señores, no son responsables los munícipes que hasta ahora han servido en los ayun-
tamientos; es responsable la ley municipal que no les daba a aquellos ayuntamientos 
amplitud de poder para hacer algo por los pueblos. Démosles fondos a los munícipes 
y que al mismo tiempo sean vigilados por el Ejecutivo; esta vigilancia es indispensa-
ble, porque en el medio mexicano, en el medio nuestro, no se puede soñar con ayun-
tamientos que no tengan ni siquiera la vigilancia del Ejecutivo. Estamos empezando 
a ser libres y a formar ayuntamientos, y es indispensable que haya alguien que vigi-
le aquellos fondos, un inspector del Gobierno que indique el camino. Yo digo a uste-
des esto, señores, porque muchas veces he ido a los ayuntamientos en calidad de 
inspector y me he encontrado con determinados procedimientos perfectamente acor-
des con las disposiciones del Ejecutivo y que no se habían puesto en práctica porque 
los munícipes tenían miedo; había ayuntamiento que tenía diez mil pesos y no tenía 
gendarmes; y decían ellos: “Yo creo que esto no se puede hacer, es mucho gasto y 
necesitamos que alguien lo diga”. Y yo les contesto: “No, señores, están ustedes auto-
rizados; gasten en la policía y nada les pasará; vean la manera de organizar ésta”. Y 
dijeron: “Pues como antes lo metían a uno a la cárcel”. Pues ahora no, ahora hay li-
bertad. Hay que enseñar a los munícipes la manera de ser eficaces en sus puestos, 
hay que enseñarles la noble misión que se les ha encomendado, y de esa manera 
pronto veremos el resultado, que será satisfactorio sin duda alguna. Respecto a los 
conflictos hacendarios, sobre los que el señor diputado Martínez de Escobar hizo im-
pugnaciones, extrañándose que fuera la Corte Suprema de Justicia la que tuviera 
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que resolver; yo, aunque no entiendo cuestiones de abogado ni me cuento en el núme-
ro de los abogados militares o militarizados, muchos abogados entienden que sí debe 
de conocer de ese asunto la Suprema Corte de Justicia, porque es la que puede hacer-
lo perfectamente. En el caso de que la Legislatura del Estado, haya señalado al mu-
nicipio una cantidad que no sea suficiente para sus gastos, en ese caso, ¿quién va a 
resolver? ¿La misma Legislatura? No; no es posible, pues se podría dar el caso de que 
pudiera tener interés en que no se le diera al Ayuntamiento lo suficiente para sub-
sistir, y es por esto que la Comisión, basándose en razones, ha determinado con toda 
justicia que sea una autoridad extraña la que conozca de ese asunto, y que al mismo 
tiempo, en la forma en que se ha combinado, así como es la representación de todas 
las autoridades judiciales de la nación, es, por lo tanto, las más adecuada para resol-
ver en estos conflictos, cuando los municipios tengan que hacer una reclamación 
porque no se les haya asignado la cantidad suficiente para atender a sus gastos. De 
esta manera, señores diputados, habremos llevado a la práctica uno de los más gran-
des ideales de la revolución, y os suplico que pongáis toda vuestra atención en esto 
que es de gran trascendencia. Es en vano que se aleguen dificultades de carácter 
hacendario que no están previstas aquí; después tendremos leyes reglamentadas en 
qué forma deben ser hechos estos cobros. Tengo la seguridad de que este es el único 
medio para que viva el municipio, porque de otra manera todo será una farsa y vol-
veremos otra vez a hacer de nuestros cuerpos municipales, que deben ser la base de 
nuestras instituciones republicanas, cuerpos consultivos que valdría más que no 
existieran. (Aplausos.)

—El C. presidente: Tiene la palabra en contra el ciudadano diputado Reynoso.
—El C. Reynoso: Señores diputados: El señor diputado Jara nos explicó perfec-

tamente el funcionamiento de las contribuciones. Dice el diputado Jara que si la 
Federación cobrara todas las contribuciones, entonces sería muy difícil distribuirlas 
en los Estados, y dijo que si los Estados cobraran todas las contribuciones y le dieran 
participación a la Federación, sería también imposible. Exactamente es el mismo 
caso referente a los municipios: si los municipios cobraran todas las contribuciones, 
estas contribuciones, una vez separada una participación que se guarda y el resto 
que se le da al Estado, puede suceder una de estas dos cosas: o el Estado interviene 
de un modo directo, por medio de sus inspectores, obstruccionando constantemente 
la manera de ser de los municipios, o bien los municipios, encariñados con la liber-
tad municipal que hasta ahora van a empezar a tener, obstruccionarán al Gobierno 
del Estado, y será una dificultad muy grande para el funcionamiento del Estado y 
para la autonomía propia del Estado. Todas las contribuciones tienen su carácter 
especial según su modo de funcionar; federales, de los Estados y municipales. Las 
federales sabemos que son contribuciones indirectas: contribuciones que van a gra-
vitar por concepto de mercancías, y las indirectas, o la del Timbre y algunas otras. 
En los Estados tienen contribuciones directas y sobre el comercio, las que tienen su 
división: contribuciones para el Estado y contribuciones para el Estado. El proyecto 
del Primer Jefe, que es muy claro y muy sencillo, dice que la base de las funciones 
del Estado, de la política del Estado y de la formación de la nación, es el Municipio 
Libre, y que tendrá autonomía económica; sí, señores; estamos de acuerdo; pero yo 
digo que tenga autonomía económica en los Estados el Municipio, porque si se hace 
que el Municipio entregue parte de lo que colecte al Estado resultan los inconvenien-
tes que mencioné. Puede suceder, como dije antes, que al encontrarse los municipios 
con gran cantidad de dinero, quieran disponer de todo ese dinero para mejorar sus 
pueblos, sus caminos, sus escuelas, etcétera, y entonces no quieran dar al Gobierno 
del Estado la cantidad que le corresponde; y como además se establece en el mismo 
inciso que las dificultades hacendarias que haya entre el Municipio y el Estado irán a 
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dar a la Suprema Corte de Justicia, se verán los municipios en una situación tal, que 
ni el Estado, ni el Gobierno del Estado, ni la Legislatura local, es decir, ni el Poder 
Ejecutivo, ni el Legislativo, ni el Judicial del Estado tengan ninguna autoridad sobre 
ellos, sino que dependerán directamente de la Suprema Corte. Esto es centralizar; 
esto es que todos los municipios tengan una égida en la Suprema Corte. El diputado 
Álvarez dijo que en los Estados, sobre todo en Michoacán, se glosaban las cuentas 
municipales a los dos o tres años de que habían sido hechas las contribuciones, y 
esto es cierto; en muchos Estados sucede lo mismo; pero esto no quiere decir que el 
sistema contribucional esté mal establecido, eso quiere decir que la Sección de Glosa 
en Michoacán y en los demás Estados no funcionaba como debería, porque, según 
nuestras leyes económicas, a los tres meses deben presentar la glosa, terminado el 
año fiscal, dentro de tres meses, y a los tres meses tenían que presentar las cuentas; 
naturalmente es mucho más fácil glosar las cuentas de un municipio que las de una 
aduana fronteriza,  las cuentas de una aduana fronteriza deben de estar glosadas a 
los tres meses, y con muchas más facilidad pueden hacerse las de un municipio; de 
manera que el inconveniente de que no se glosen las cuentas municipales eso no es 
más que un aparato; era porque esos hombres no trabajaban.

—El C. Álvarez: Yo no he dicho que se vaya a suprimir la Contaduría de Glosa; 
lo que he indicado es que los inspectores son para vigilar y no para dar disposiciones, 
ni para decir que se gaste esto o el otro, sino para vigilar la contabilidad municipal y 
dar cuenta, en el acto que se cometa una infracción, a la Contaduría Mayor de Glosa, 
porque en esta forma que yo indico tendrá más facilidades de dar oportuna cuenta a 
la Legislatura; pero de todas maneras eso no destruye el derecho que hay para que se 
nombren inspectores que den parte de las anormalidades que anoten.

—El C. Reynoso: Yo no dije que el señor Álvarez dijera que se suprimieran las 
contadurías de Glosa, sino que únicamente quiero que se vea que se controle; lo que 
yo digo es que no es una razón el que no haya funcionado la glosa en otros tiempos 
satisfactoriamente. Es indispensable que funcione: es la única manera de prevenir 
los abusos de los tesoreros, contadores, receptores, etcétera, que manejan los fondos 
municipales. Ahora, señores diputados, sabemos perfectamente que en cada Estado, 
según los elementos que tienen el comercio, la industria, y según la cuantía de las 
propiedades raíces, etcétera, así son las contribuciones que se recauden. Estas con-
tribuciones las emplea el Gobierno para el sostenimiento de esos tres poderes y los 
gastos que se requieren, pero habiendo la adición de las contribuciones del Estado y 
de las contribuciones municipales, que los ayuntamientos tengan su autonomía, su 
libertad económica en las contribuciones que les pertenezcan, pero si van a recoger 
las contribuciones todas del Estado, es un inconveniente por lo que he dicho, porque o 
bien los municipios son los tutores del Gobierno del Estado, o el Gobierno del Estado 
tiene necesidad de invadir constantemente la autoridad municipal. (Aplausos.)

—El C. Andrade: Pido la palabra, señor presidente.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Andrade.
—El C. Andrade: Señores diputados: Es indudable que todos nuestros esfuerzos 

en pro de la libertad, que todas nuestras aspiraciones y todos nuestros sacrificios 
para constituir la autonomía del pueblo serían sueños vanos, fracasarían de una 
manera completa si no tuvieran la base esencial de todas las libertades, que es la 
base económica. Es por demás que soñemos en la soberanía de la República, de los 
Estados y del municipio si no concedemos a estos últimos, a los municipios, la base 
fundamental de régimen republicano, que es la libertad económica del Municipio; 
porque si bien es cierto que ha pasado de moda la teoría de la psicología biológica en 
que el Estado se comparaba a un organismo, en que los municipios venían a ser cel-
dillas y, por los mismo, sujetos a movimientos generales, esta historia ya ha pasado 
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de moda, repito, y me permito, al menos tener una idea gráfica del funcionamiento 
del Gobierno. Los municipios no son entidades esencialmente independientes y autó-
nomas que no tengan que ver nada con el Estado y un límite superior con la nación, 
vienen a ser celdillas de ese organismo que se llama Estado y, por lo mismo, deben 
estar sujetas a él. Por otra parte, todos estos esfuerzos de que he hablado en pro de 
la libertad fracasarían si no tuviéramos esta otra base esencial: la educación popu-
lar. Es incuestionable, señores, que mientras el pueblo no esté instruido, mientras no 
esté perfectamente educado con fuerza de civismo y de carácter, todas nuestras pré-
dicas republicanas y demagógicas saldrán sobrando. Hasta aquí, en todos los órde-
nes, hemos vivido de ilusiones y de mentiras y nos hemos embriagado con ese hermo-
so sueño que hemos creído realidad; pero precisamente esta realidad nos ha sido muy 
amarga. No hay fiesta en un gran plantel en que no se pondere hasta lo indecible el 
papel del maestro de escuela. Todos nos entusiasmamos cuando se nos dice que en el 
Japón, al almirante que conquistó más gloria en la guerra ruso-japonesa, no encon-
trándose otro honor más grande que dispensarle, se le dio el grandioso título de 
maestro de escuela; todos los revolucionarios nos entusiasmamos hasta el lirismo 
cuando hemos leído en la prensa que el heroico Plutarco Elías Calles ha expedido un 
decreto, estableciendo que todos los maestros de escuela tienen derecho a ocupar un 
asiento en la Legislatura del Estado, porque él ha dicho que el maestro de escuela es 
el primer ciudadano de la República. Esas no son más que palabras, palabras y pala-
bras, como decía el personaje de Shakespeare; y en realidad, ¿qué ha sido el maestro 
de escuela? El paria más triste e inconsolable que hemos tenido. Prácticamente, ha 
sido más miserable, más esclavo y más lleno de dolor y de miseria y de tristeza que 
el peón de campo; porque en tanto que el peón ha ganado un salario mínimo de cin-
cuenta centavos diarios, al maestro de escuela, en las regiones apartadas de la Repú-
blica, se le han pagado dieciocho centavos diarios, y se le exigía la responsabilidad de 
que diera inteligencia a los que eran brutos. No, señores; hay que hacer una reacción 
en contra de estas miserias en que nos hemos embriagado; hay que convenir en que 
mientras el maestro de escuela no esté bien remunerado, no puede desempeñar su 
misión, ni podemos tener individuos aptos y suficientemente preparados para servir 
estos empleos, que son los principales. Es claro; si ustedes preguntan a un estudian-
te de un liceo o un colegio qué carrera va a elegir, nunca dirá que la de maestro: 
siempre dirá que va a estudiar para licenciado, para médico, para farmacéutico, por-
que esas profesiones producen siempre pingües ganancias, en tanto que ser maestro 
de escuela es tanto como sacar una patente de esclavo. Hay que razonar sobre eso, 
repito, y establecer la base económica del Municipio, porque tiene la esencia directa 
de que los municipios podrán remunerar bien a los maestros de escuela. Si seguimos 
con el sueldo misérrimo que vienen ganando, hasta los de las capitales de la mayor 
parte de los Estados, es indudable que nadie se atreverá a adoptar esta profesión de 
maestro. La profesión de maestro siempre se ha tomado como una tabla de salvación 
para las miserias de la vida. Cuando un individuo ha fracasado en sus empresas, si 
éste es un estudiante destripado, si es un profesionista sin clientela o cualquier otro 
individuo, como último recurso dice: “Me voy a meter de maestro de escuela, al cabo 
para eso no se necesita saber nada.” (Aplausos. Risas.) No, señores; debemos dar 
precisamente a los municipios la libertad económica para que puedan retribuir de 
una manera debida a los maestros de escuela y así abrimos un gran horizonte a la 
nueva generación, a la juventud, para que vea que se le estimula y que tiene un suel-
do, si no muy alto, al menos que le baste para las necesidades de la vida; pero, ¿quién 
de los jóvenes va a dedicarse a esa profesión cuando económicamente gana más un 
peón que un maestro de escuela? He allí por qué yo no estoy por que se suprima la 
palabra “libremente”, que pretende el señor Rodríguez González, porque aun cuando 
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es cierto que los municipios no deben intervenir en la cuestión técnica de la enseñan-
za, sí deben intervenir en la cuestión hacendaria y elegir al maestro que va a impar-
tir la instrucción, supuesto que el Municipio paga directamente las rentas y, por lo 
mismo, tiene derecho para elegirlo, y porque, de otro modo, sería tanto como que una 
persona que va a comprar una cosa se le dijera que comprara otra, a pesar que paga-
ra su dinero; esto es inconcuso. Ahora, como lo ha demostrado perfectamente bien el 
señor diputado Álvarez, es conveniente el establecimiento de los inspectores que 
nombre el Ejecutivo, porque, ya lo he dicho antes, los municipios no van a ser ente-
ramente independientes sin tener nada que ver con todos los demás municipios, sino 
que tienen que estar subordinados al Estado, y esto viene a ser como un sistema 
planetario en que todos tienen que estar sujetos a la ley de gravitación universal. 
Esta ley parte de un centro, cuya fuerza irradia sobre los demás cuerpos que están 
sometidos a esa ley. Es claro que cada cuerpo girará de una manera perfecta; pero 
aparte de esta fuerza propia tiene una fuerza secundaria, y ésta es la de la gravita-
ción universal. Se dice aquí que los inspectores no deben intervenir, porque no hay 
cosa que cause más desasosiego que a un individuo que ha estado privado de la liber-
tad se le dé una libertad absoluta; entonces no sabe hacer un empleo bueno de aque-
lla libertad y se entrega al libertinaje. Precisamente para que los ayuntamientos no 
se sometan a hacienda disciplinaria, que creen que es una gran cosa para el Munici-
pio, es por lo que se establece esta intervención. Es conveniente que la Suprema 
Corte de Justicia sea la que decida en los conflictos, porque todos ustedes saben que 
un juez no puede ser parte en un asunto judicial; si precisamente estos conflictos 
tienen que venir por las controversias y las dificultades que se susciten entre la Le-
gislatura de un Estado al asignar el tanto por ciento, y en esto claro es que la Legis-
latura no debe intervenir; no debe ser, pues, sino una persona que haga veces de 
tercero. Y ¿quién más independiente y más tercero que la Suprema Corte de Justi-
cia? Así es que la regeneración del maestro de escuela es indispensable para elevarlo 
al lugar que legítimamente le corresponde, que es el de primer ciudadano de la Repú-
blica; porque si bien es cierto que los magistrados aplican la ley y el Legislativo hace 
ésta y el Ejecutivo la lleva a la práctica, el verdadero autor, el verdadero modelador del 
alma nacional es el maestro de escuela; ese apóstol que, hasta ahora, ha vivido como 
un verdadero paria y en la miseria más completa, con un sueldo miserable y expuesto 
a que los vecinos le exigieran milagros y más aún: hasta los recaudadores de rentas, 
que siempre buscaban la manera de escatimarle su sueldo legítimamente ganado. De-
bemos levantar al maestro, ese modelador del alma nacional, y debemos establecer la 
independencia económica del Municipio para que los maestros no sean como hasta 
ahora, parias, sino que sean independientes, perfectamente conscientes de sus deberes 
y puedan con legítimo orgullo sostener el título que todos, en nuestro lirismo les hemos 
concedido: el de “primer ciudadano de la República”. (Aplausos.)

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Cepeda Medrano.
—El C. Cepeda Medrano: Señores diputados: Celebro que en esta ocasión hayan 

tenido la amabilidad de concederme uno de mis derechos: hacer uso de la palabra. He 
visto con mucha tristeza que muchas veces me han coartado este derecho, y ahora no 
quiero que se vuelva a cometer esa ingratitud. Me ha traído a esta tribuna un asun-
to importante para el Municipio y el Estado, y es indispensable que pongamos en 
esto una poca de atención; es necesario que consideremos unas cuantas ideas verti-
das y es necesario que hagamos comprender a la Comisión, compuesta por tres miem-
bros muy patriotas y muy honorables, que vamos contra ella en estos momentos, no 
por inquina, no por sistema, sino porque es necesario combatir enérgicamente esta 
vez que se juega la suerte del Municipio y del Estado. Yo he sido una de las perso-
nas que, como el señor Álvarez, dedicado durante cuatro años a la cuestión de la 
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hacienda pública, he comenzado desde el último puesto y he tenido el honor de esca-
lar el más elevado: he sido visitador, agente fiscal, recaudador de rentas, inspector 
de oficinas públicas y últimamente, antes de venir al Congreso Constituyente, era 
tesorero general del Estado de Coahuila. Abandoné mi puesto, renuncié a él, porque 
quise tener libertad para poder venir a este Congreso. Fui de los primeros que se 
presentaron a laborar junto al señor Carranza, en Coahuila, cuando necesitaba de 
nuestros esfuerzos. (Siseos.) Celebro que algunos compañeros me siseen por esta 
razón, porque hemos venido con el señor Carranza desde 1913, y con nuestras ener-
gías y con nuestros esfuerzos en la hacienda pública, hemos contribuido al sosteni-
miento de las fuerzas de esta gloriosa revolución. Puedo decir, señores diputados, 
como ha dicho un gran estadista: “Si no queremos que los principios más rudimenta-
rios, las más preciosas conquistas de la razón humana, que toman el nombre de de-
rechos, sean humo y nada, es preciso que la hacienda los apoye y los ponga al alcan-
ce de todos y cada uno de los individuos que componen la sociedad”. Hoy hemos teni-
do una reunión algunas personas de esta honorable Cámara, y hemos formado un 
memorial que calzan las firmas de los señores Esteban B. Calderón, López Guerra, 
Arnulfo Silva, Julián Adame y el que habla, y que dice: (Leyó.) Señores diputados: 
probablemente cuando se tratan estos asuntos que son cansados de por sí, no se pone 
a la atención necesaria para poder resolverlos, y probablemente os cansarán estas 
cuestiones hacendarias, como os han cansado algunas otras cuestiones; pero que son 
necesarias para los intereses generales de la patria. Hasta ahora los oradores del pro 
y del contra no hemos oído razonamientos. Las razones que ha expuesto el señor Mar-
tínez de Escobar son que los municipios sufrirán perjuicios grandes si nosotros permi-
timos que ellos recauden todos los impuestos y que de allí participen algo al Estado. 
El señor Álvarez dice que no es esa la idea de la Comisión; y yo me permito advertirle 
al señor Álvarez que la 2ª Comisión ha establecido en el dictamen que todos los im-
puestos serían cobrados por el Municipio y que de allí se participaría algo al Estado. 
El señor Álvarez dice que no serían todos los impuestos, que el Estado tendría sus 
impuestos propios; habría dos recaudaciones como hasta ahora existen en todos los 
Estados; habría la Tesorería Municipal y la Recaudación de Rentas del Estado; es in-
dudable, supuesto que el Estado cobrará sus rentas propias, sobre minerales, sobre la 
tierra, rentas sobre las propiedades, etcétera. Es natural que deban existir dos recau-
daciones y no una sola. No se va a conocer nada, ni se va a entorpecer el sistema de 
que se ha hablado. En el Estado de Michoacán se ha establecido un sistema que nos 
ha expuesto el señor Álvarez: Ese sistema es inconveniente para el progreso de cual-
quier Estado; es inconveniente, porque los municipios, los ayuntamientos, desgracia-
damente, se encuentran integrados, en su mayor parte, de gente ignorante; esta ver-
dad es necesaria decirla sin escrúpulos. El señor Álvarez nos ha dicho que él ha sido 
visitador de hacienda durante seis meses; el señor Álvarez nos ha dicho que él ha vi-
sitado esas recaudaciones, que ha visto que esos hombres no son aptos para llevar la 
contabilidad; el señor Álvarez nos ha manifestado una gran verdad, y yo voy a decir 
algo más: en mis visitas, como he dicho, a todos los municipios, he encontrado que no 
sólo se han defraudado los intereses del Municipio, sino que ni siquiera han cumplido 
con sus deberes los empleados de la hacienda pública. En Coahuila, tan luego como 
nos dejaron el campo las fuerzas del traidor Huerta, fuimos a ver la hacienda pública 
en los municipios, y, asómbrense ustedes, todos los municipios sin excepción, tenían 
su papel fiduciario sin tener en sus cajas los fondos de reserva correspondientes a la 
cantidad de papel que habían emitido, y entonces el Gobierno del Estado, de una ma-
nera enérgica, les ordenó que se arbitraran aquellos fondos y que pagaran aquellos 
vales. Encontramos alguna resistencia para obligar a cada uno de los presidentes a 
que diera la orden al tesorero; cuando el presidente se resistía teníamos que investir-
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nos de la autoridad que teníamos para que el pueblo no saliera defraudado. Eso fue en 
todos los pueblos del Estado de Coahuila; allí la inmoralidad fue grande, la torpeza fue 
inaudita; la contabilidad no se conocía por parte de los empleados; nos dirán ustedes, 
como nos dijo el señor Álvarez, que en su pueblo, en Zamora, cuando fue presidente 
municipal, en ese tiempo la hacienda pública se encontraba en pésimas condiciones 
—yo creo que no fue el tiempo del constitucionalismo—, que no se podía pagar a los 
soldados, a los gendarmes; nos ha dicho que ha encontrado que los ciudadanos no vo-
taban únicamente porque no se ha dejado en completa libertad a los municipios, por-
que aquellos ciudadanos son partidarios celosos de su derecho, y quieren que los teso-
reros municipales y presidentes municipales administren los fondos para colocar su 
voto en la urna. Si este egoísmo es tan grande en ese Estado —que no creo que no 
voten o hayan votado antes—, ha sido debido a otras causas, pues si así no fuere, se 
impondría la necesidad de recogerles todos los fondos a las ciudades, para que fueran 
a depositar su voto en la urna los ciudadanos. Nosotros hemos visto en todas las teso-
rerías municipales el desbarajuste y desorden; especialmente hemos observado en su 
contabilidad, que no se puede llamar contabilidad, grandes errores, y hasta que no se 
exija a los inspectores, a los visitadores, el requisito de saber la contabilidad a fondo, 
la contabilidad fiscal que no conoce absolutamente nadie, y naturalmente aquellos 
hombres que en pueblos humildes han ido allí por elección popular o por indicación del 
presidente municipal a desempeñar un puesto público, es natural que no conozcan 
nada, porque se les ha arrancado de los trabajos del campo para que vengan a desem-
peñar un puesto honroso, y ¿cómo ha de ser posible que nosotros vayamos a depositar 
toda nuestra confianza, todos nuestros asuntos públicos y nuestros fondos en poder 
únicamente, absolutamente, de los ayuntamientos sin la intervención del Estado?, y 
entonces, ¿cómo podremos exigir nosotros que el Estado pueda mantenerse libremen-
te, que pueda progresar, que pueda mantener sus fuerzas de seguridad pública, y que 
pueda, en fin, mantener la instrucción? (Voces: ¡A votar! ¡A votar!) Parece, señores, 
que os han cansado estas cuestiones hacendarias y económicas, pero los que hemos 
tenido práctica en estos asuntos, no con pretensión, sino con ánimo de orientar a esta 
honorable Asamblea, venimos a exponer nuestras ideas que muchos de ustedes no 
han conocido nunca. (Aplausos.) Tengo necesidad de hablar así en estos momentos. Yo 
quisiera, señores diputados, que aquí, como dijo algún otro orador, se levantaran todos 
los que conocen algo de la hacienda pública de sus Estados, para con ellos contender, 
pero si dicen ustedes que por orgullo, por pretensión, venimos aquí a abordar la tribu-
na provocando el cansancio de la Asamblea, es necesario tener en cuenta, señores, que 
esta vez se juega la suerte del Estado y de la República, y no queremos que el Munici-
pio, al venir a ser autónomo, venga a ser árbitro del Estado, y que se encuentre como 
el papá grande para los Estados, así como ha dicho Jara, que él no permite que el 
Estado sea el árbitro dentro de su Entidad, así nosotros no permitiremos que los mu-
nicipios sean autoridades dentro del Estado. Es necesario que haya coacción, es nece-
sario que haya unión política. Aquí se nos ha dicho en este dictamen de la 2ª Comisión 
que entre los conflictos del Municipio y el Estado, por cuestiones hacendarias, debe 
resolver la Suprema Corte de Justicia. Esto, sencillamente, señores, es contrariar todo 
sentido común, porque nosotros no podemos admitir que dentro del Estado un presi-
dente municipal, porque se le antoje quejarse a la Suprema Corte, tan sólo porque no 
se le apruebe un presupuesto, venga a imponerse al ciudadano gobernador o a la Le-
gislatura del Estado.

—Un C. diputado, interrumpiendo: Para una interpelación, señor. ¿El Estado 
vive del Municipio?

—El C. Cepeda Medrano: Un momento, señor, estoy haciendo uso de la palabra.
—El mismo C. diputado: Es para una interpelación.
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—El C. Cepeda Medrano: Pues no le quiero contestar a usted. (Voces: ¡Tiene 
derecho a hacer interpelaciones!) Pues yo no las quiero contestar. Señores diputados: 
únicamente he querido exponer a ustedes estos hechos, únicamente les he querido 
demostrar a ustedes palpablemente que si nosotros llegamos a aprobar el dictamen 
de la 2ª Comisión, sencillamente habremos firmado la sentencia de muerte de la ma-
yor parte de los Estados de la República Mexicana. (Voces: ¡A votar! ¡A votar!)

—El C. secretario: La presidencia manifiesta que inmediatamente que hable el 
señor Medina, como miembro de la Comisión, se levantará la sesión para reanudarse 
a las nueve de la noche.

—El C. Rodríguez González: Yo decía que si el Municipio pagaba a los profeso-
res, debía ser también quien los nombrara. Yo digo que las legislaturas de los Esta-
dos serán las que designen la forma en que debe hacerse esto. He querido hacer esta 
rectificación porque va a hablar el señor Medina.

—El C. Céspedes: Encarezco al señor Medina, ya que los otros oradores no han 
tocado el asunto, que, en mi concepto merece tocarse, se sirva decirnos cuál es la 
razón fundamental de que los conflictos hacendarios sean resueltos por la Suprema 
Corte, porque en otra ocasión dijimos que se debía aprobar que los conflictos fueran 
sujetos a un tribunal, y aquí parece que hay una mala interpretación a la ley; quisie-
ra yo que hiciera algunas explicaciones sobre esto.

—El C. Medina, miembro de la Comisión: Señores diputados: la Comisión ha vis-
to con toda complacencia que los señores diputados que se han inscripto en pro y 
aquellos que han hablado en contra del dictamen están de acuerdo todos en que la 
verdadera y única base de la libertad municipal está en el manejo libre de los fondos 
con que debe contar el Municipio. Yo he podido observar que la diferencia de criterio 
entre los diversos oradores estriba, en realidad, en puras cuestiones de detalles, y 
fundado en estas observaciones, tengo la esperanza, casi la seguridad, de que gana-
remos y podremos incluir en la Constitución un gran principio avanzado, que será, 
de hoy en adelante, la clave de nuestra seguridad política y de nuestra prosperidad 
general. Voy a ocuparme de las diversas objeciones que se han hecho al dictamen, así 
como también a ocuparme, en la medida de mis escasas fuerzas, de dar a ustedes las 
razones que ha tenido la Comisión para dictar el dictamen como lo ha dictado. Es 
indiscutible, señores diputados, y aquí me recuerdo aquella celebre polémica que la 
escuela histórica sostuvo en el campo científico, cuando se trataba de saber si eran 
los hechos materiales, si eran las condiciones económicas, las que estaban a la base 
de todo desarrollo individual y social, o si eran los hechos intelectuales, esto es, los 
hechos espirituales, los que tenían el predominio. El debate, para decirlo con su nom-
bre, era el del materialismo histórico y el espiritualismo histórico, y que hasta la fe-
cha, como un punto discutido por la ciencia se ha convenido en que todos los hechos 
económicos están a la base del desarrollo individual y social. Si tratamos de compro-
bar esta verdad entre nosotros mismos, debemos estar conformes en que sin un estó-
mago lleno, sin una vida económica asegurada, no tenemos absolutamente ninguna 
posibilidad de consagrarnos a tareas más altas y nobles. No estaba errado Aristóte-
les cuando quería que sólo fueran ciudadanos aquellos que tuvieran el tiempo sufi-
ciente para consagrarse a la patria, a los negocios públicos, puesto que tenían asegu-
rada su vida económica, y por eso distinguía perfectamente entre los ciudadanos y 
los esclavos. Los esclavos, decía él, tienen la obligación de proveer al mantenimiento 
de los que velan por asuntos del país. Esta idea, groseramente innoble, si se tiene en 
cuenta la alta capacidad intelectual de Aristóteles, ha perdurado, sin embargo, como 
una de las adquisiciones de la inteligencia humana, y es un hecho triste, si acaso hay 
alguna tendencia espiritual e intelectual, pero necesitamos confesarlo que es el fun-
damento económico, que es la base económica, que es la vida económica la que regla-
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menta, la que previene, la que garantiza toda la vida individual y social. Los regíme-
nes modernos, señores diputados, que tienden al régimen democrático en política, 
están fundados exclusivamente en la cuestión económica; por eso es que todas aque-
llas sociedades que ya tienen en sí el industrialismo, esto es, el maquinismo, y que, 
por lo mismo, conocen de los trascendentales problemas obreros, de trabajo, etcétera, 
todas estas sociedades son las más capacitadas para resolver sus problemas políti-
cos, por que el industrialismo es el régimen único que puede garantizar una equita-
tiva repartición de la riqueza. Pues bien; estas consideraciones generales y fundamen-
tales se imponen a la Comisión cuando ésta necesita darle vida a la promesa revolucio-
naria que se ha hecho a la nación mexicana, consistente en el establecimiento del 
Municipio Libre. ¿De qué manera se establecerá el Municipio Libre, ya no como una 
promesa, sino como un hecho eficaz con toda su fuerza? Pues nada más, señores, que 
dándole su hacienda con toda su libertad. El Municipio Libre debe tener su hacienda 
propia, porque desde el momento en que el Municipio en hacienda tenga un tutor, sea 
el Estado o la Federación, desde ese momento el Municipio deja de subsistir. El princi-
pio adoptado por nosotros y por toda la Asamblea, es que es preciso e ineludible que el 
Municipio tenga su hacienda libre. Las diferencias que hay sobre esa materia estriban 
en esto: ¿De qué ramos, de qué capítulos se va a formar esta hacienda municipal? El 
proyecto dice que la hacienda municipal recaudará todo el impuesto y la diferencia 
está en que no debe recaudar todas las rentas, sino nada más las exclusivamente mu-
nicipales y dejar las del Estado aparte, y yo, si hubiera hecho esta objeción, diría: el 
Municipio debe dejar a un lado las rentas federales. Pues bien, señores diputados; ¿qué 
son las contribuciones? ¿De dónde se cobran los impuestos? ¿Cómo se nutre el Estado 
económicamente? Los sistemas de contribuciones están fundados principalmente en la 
parte de donde el Estado saca las contribuciones; las contribuciones se toman sobre 
personas, es lo que se ha llamado la capitación en algunas partes, y en algunas otras no 
existe este impuesto; hay impuesto sobre bienes, sobre contratos y sobre asociaciones, 
esto es hablando en general, claro que una legislación fiscal, aunque esté fundada en 
estas bases esenciales, tiene que valuar al infinito los impuestos sobre las personas, so-
bre las propiedades, etcétera. Muchos de estos impuestos se recaudan entre todos los que 
contratan, en los que dejan las herencias, en los que tienen bienes raíces, en un palabra, 
entre los que viven desarrollando su vida económica en determinada parte de la nación 
o de un Estado. Pues bien; la clasificación se hace por las rentas de donde se toma la 
contribución y no por el lugar o circunscripción política de donde se saca; de manera 
que si nosotros establecemos la independencia municipal y dejamos al Municipio la 
tarea de recabar todas las contribuciones, es indispensable, es necesario cambiar el 
sistema de la clasificación de las contribuciones, y yo he notado que todos los señores 
objetantes de este sistema están bordando sobre los antiguos sistemas y están todavía 
trayendo al debate las rentas que le corresponden al Estado y a la Federación, siendo 
así que es el Municipio el que debe cobrarlas, y, por lo tanto, debemos cambiar ya los 
sistemas de clasificaciones. El principio progresista y adelantado del libre Municipio es 
el que debe formar las clasificaciones de las rentas, la rentas del Estado, y me voy a 
poner en el caso de que un Estado se encuentre en la necesidad de fijar sus rentas para 
dejar al Municipio su parte y tomar él la suya. Antes de seguir adelante, cabe aquí la 
objeción del señor Martínez Escobar, que dice: “Si la Legislatura del Estado toma el 
cincuenta o el sesenta por ciento de las rentas que produce el Municipio, ¿adónde va a 
dar la libertad municipal?, ¿le deja un mezquino veinte por ciento?” No, señores, no 
sucederá esto; el Municipio va a ser la base de la organización política; del Municipio 
van a salir los diputados a la Legislatura local. Nosotros queremos, y lo establecemos 
en un artículo adelante, que las legislaturas locales constarán cuando menos de quince 
diputados; ese mayor número de diputados es una representación más genuina y na-
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tural de los intereses municipales; de tal manera, que la Legislatura local se va a en-
contrar, respecto a los asuntos locales, en la misma condición que nosotros nos encon-
tramos aquí respecto de toda la República. ¿No hemos visto aquí, señores diputados, el 
celo con que todos y cada uno de nosotros hemos defendido nuestros intereses territo-
riales y nuestro terruño, cada vez que se han puesto en el tapete de la discusión? Pues 
ese mismo fenómeno sucederá en las legislaturas locales que van a tener una represen-
tación más exacta del Municipio, y desaparecerá este peligro desde el momento en que 
no hay, como antaño, legislaturas formadas de tres o cuatro diputados, en donde, pue-
de decirse, de una manera familiar se arreglaban todos los negocios. Ya no habrá ese 
peligro, y yo ruego a ustedes se sirvan tener en cuenta estas observaciones para cuan-
do llegue la discusión del artículo en que la Comisión pide, cuando menos, quince dipu-
tados a la Legislatura local. Pues bien; desaparecido, en mi concepto, ese peligro, y 
suponiendo que cada uno de los representantes del Municipio formen un Congreso lo-
cal defendiendo los intereses municipales y se pongan de acuerdo sobre los preceptos, 
voy a estudiar de qué manera procederá la Legislatura local para fijar al Municipio la 
parte que le debe corresponder en las rentas. El Estado —y estos no son hechos adqui-
ridos, sino que son los hijos de la experiencia—, el Estado tendrá a su cargo tales o 
cuales ramos; las vías de comunicación del Estado, el cuidado de los caminos, las carre-
teras, la dirección técnica de la enseñanza en el Estado, la dirección técnica para ga-
rantizar una especie de orden en los progresos de la enseñanza, y gastos de las oficinas 
que corresponden exclusivamente al Estado. Pues bien; el Estado hace una especie de 
presupuesto y dice: se necesita para esto tanto, para las carreteras tanto, para la direc-
ción técnica de la enseñanza tanto, para la administración tanto, y tanto para tales o 
cuales ramos, que se consideran necesarios. Aquel Estado fija, una vez que se sacan 
esos presupuestos y se conoce el rendimiento total, el Estado aparta únicamente lo que 
le corresponde para atender a los gastos, y todo lo demás es para el mejoramiento del 
municipio. Este es el sistema. La otra objeción que se ha hecho sobre la intervención 
que se da a algunos interventores nombrados por el Gobierno para vigilar esta parte 
que toca al Estado, es indispensable, porque hay que tener en cuenta la inexperiencia 
del Municipio en los primeros años, y hay que tener en cuenta también que el Estado, 
como parte interesada en los impuestos, tiene el derecho de vigilar que aquella parte 
se lo dé, así como la Federación tiene igual derecho. Este caso no ofrece dificultad y no 
hace más que repetir lo mismo que con otro nombre se hace ahora respecto a las rentas 
federales. Actualmente, para las rentas federales, hay las jefaturas de Hacienda y de-
más oficinas que dependen exclusivamente de la Federación. Si las autoridades locales 
recaudan las rentas, el interventor nada más ve que la parte que le toca al Estado y a 
la Federación se aparta, y todo lo demás queda al Municipio. Yo no creo que este sea 
un peligro inminente, puesto que no tiene ninguna intervención el Ejecutivo, sino nada 
más vigila para informar al Gobierno del Estado de los hechos que observe. Si nos po-
nemos en el caso extremo en que en un Municipio no se librara una contabilidad en 
debida forma, entonces el inspector que pone el Gobierno del Estado da cuenta para 
que se corrija la contabilidad y se procure que haya pureza en el manejo de los fondos 
públicos. Queda la última objeción, y me limito a las explicaciones que se sirvió pedir 
el compañero Céspedes, sobre la competencia que en el dictamen se da a la Suprema 
Corte de Justicia para fallar en las cuestiones hacendarias. En parte contestó esta 
explicación al compañero Céspedes recordándole la objeción que ha hecho el señor 
Martínez de Escobar, en la que pide que no haya centralización económica, sino que 
sea un tribunal del Estado el que conozca de estos asuntos y no la Suprema Corte. 
Nosotros, queriendo respetar a la autonomía local hasta un grado extremo, y suponien-
do que lo esencial de la vida municipal estriba en la cuestión económica, hemos creído 
que sólo la cuestión económica era la que valía la pena que tuviera una intervención 
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protectora de la Suprema Corte de Justicia. Los municipios, al salir a la vida libre, van 
a tropezar con muchas dificultades; van a tener enemigos entre los antiguos elementos 
que probablemente, acaso lleguen a deslindarse en los puestos públicos; de tal manera, 
que van a necesitar de un sistema de vigilancia legal para que no tropiecen desde un 
principio con dificultades y puedan tener autonomía propia, y de esa manera, y que-
riendo respetar hasta donde sea posible la soberanía local, hemos creído que era con-
veniente que sólo en cuestiones hacendarias resuelva la Suprema Corte de Justicia. 
¿Por qué no resuelve la Legislatura local o el Supremo Tribunal de Justicia del Estado? 
Porque hemos conceptuado que entre los tres poderes del Estado hay una especie de 
solidaridad, y si es un Municipio el que está en la lucha con un Poder del Estado, segu-
ramente que los otros poderes se encuentren interesados, aunque no fuera más que por 
un espíritu de corporación, y de esta manera, tal vez el Municipio no podría alcanzar 
justicia, que es lo que nos proponemos. Por esta razón, señores diputados, hemos que-
rido que sea la Suprema Corte de Justicia, como un alto cuerpo desinteresado, la que 
resuelva las cuestiones hacendarias. Con estas razones he creído haber contestado las 
objeciones de los señores diputados, y yo exhorto a la Asamblea muy atentamente, que 
tenga en cuenta que este es el más alto principio de la revolución, porque es la clave de 
nuestro porvenir político. Todos los países del mundo, señores, han debido lo que son a 
la organización municipal; el verdadero principio de la organización municipal es que 
el Municipio tenga su hacienda libre y que sea el que contribuya, en los términos que 
fijan las leyes, para los gastos generales. Este es el único principio de todos los munici-
pios, desde que el Municipio existe, tomado de la vieja Inglaterra, pasado a la América 
del Norte y experimentando en todas las demás partes que tienen por base económica 
el régimen municipal. (Aplausos.)

—El mismo C. secretario, a las 7:15 p. m.: Por acuerdo de la Presidencia se sus-
pende la sesión para continuarla a las nueve de la noche.

t
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60ª SESIÓN ORDINARIA

C ELEBRA      D A

EN EL TEATRO ITURBIDE LA NOCHE DEL MIÉRCOLES

24 DE ENERO DE 1917

t

SUMARIO
t

1.—Pasada lista y abierta la sesión, se reanuda el debate sobre la fracción 
ii del artículo 115 y, suficientemente discutida, se reserva para su 
votación.

2.—Sin discusión son reservados para su votación los cuatro primeros párra-
fos de la fracción iii.

3.—Después de discutir el párrafo quinto, se aplaza el debate sobre él y, sin 
discusión se reserva para su votación el párrafo sexto.

4.—Se pone a discusión el último párrafo de la fracción y se presenta una 
iniciativa que es aceptada por la Comisión, pidiendo permiso para 
retirar su dictamen. Se levanta la sesión.

t

Presidencia del C. ROJAS LUIS MANUEL
t

1

—El C. secretario Meade Fierro: Hay una asistencia de 124 ciudadanos dipu-
tados. Hay quorum.

—El C. presidente: Se abre la sesión. Tiene la palabra en pro el ciudadano Lizardi.
—El C. Lizardi: Señores diputados: En algunas ocasiones, con beneplácito de al-

gunos de ustedes y con gran enojo de parte de los otros, les referí un cuentecillo en 
que hablaba de los sarapes de mis tíos. El tío que sostenía el negro absoluto y el tío 
que sostenía el negro pardo. He creído que en esta ocasión, más que en otra alguna, 
se ha repetido la historia del negro absoluto y del negro pardo. Yo creo que estamos 
discutiendo más por palabras que por otra cosa. Cuando me inscribí en pro del dicta-
men de la Comisión, fue porque quise sostener las ideas liberales, las ideas levanta-
das, pero de ninguna manera la forma de proceder; pero nos sucede aquí, en estos 
momentos, lo mismo exactamente que le sucedió a aquel matrimonio de pobres que 
pensaba sacarse la lotería. Después de comprar un billete de lotería, el marido dijo: 
Compramos una casa, y la mujer lo aprobó. Pero si salen los niños, dice la mujer, y 
se suben a la azotea a volar una cometa. ¿Qué hacemos? Pues que se suban, dijo el 
marido, porque la casa será de tejado. No, dijo la mujer, la casa debe ser de terrado; 
y de ahí surgió una discusión terrible en que acabaron por pelearse marido y mujer 
y rompieron el billete de lotería, donde cifraban sus ambiciones. Pues bien, señores; 
yo creo que todas nuestras ambiciones políticas están cifradas en la libertad munici-
pal, y en la discusión de este artículo estamos rompiendo el billete de lotería que nos 
da la libertad municipal. Yo creo que la gran obra revolucionaria que viene a crista-
lizarse en esta Constitución, está formada de varias partes; primero, el principio de 
los derechos individuales que ya habían sido reconocidos, pero que habían sido una 
declaración teórica antes de ser un efecto práctico. He tenido la satisfacción esta tar-
de de dar un abrazo a un compañero recientemente venido; a un compañero a quien 
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estimo profundamente y que viene a hacer honor a esta Asamblea poniendo su firma 
cuando la Constitución se redacte. Me refiero al señor licenciado Francisco Espinosa. 
En muchas ocasiones hemos hablado, hemos discutido, y estoy absolutamente seguro 
de que el licenciado Espinosa, en una forma o en otra, encuentra cristalizados sus 
anhelos, encuentra cristalizados sus deseos en el proyecto del artículo 20, que no está 
absolutamente igual al que laboramos, al que juntos estudiamos, pero que de todas 
maneras significa un adelanto, un avance poderoso en pro de las libertades de los 
individuos. Nuestra labor ha sido, se ha compendiado en sintetizar en ese adelanto 
de los derechos del individuo algunas ideas. Hubo algunos momentos en que se me 
pudo llamar reaccionario porque ataqué la forma en que la Comisión presentó el ar-
tículo 5°, y haciendo uso de una expresión absolutamente gráfica manifesté que las 
adiciones le venían al artículo como a un santo Cristo un par de pistolas. Vino von 
Versen a hablar en pro del artículo y nos dijo: “Si es necesario, para que se salven las 
libertades del pueblo, ponerle pistolas al santo Cristo, no sólo estoy de acuerdo en 
que se le pongan al santo Cristo pistolas, sino también en que se le pongan polainas 
y 30-30”, y tenía mucha razón el señor von Versen, porque el señor von Versen, ha-
blando de una manera condicional, decía: “Si es necesario, hagamos esto de acuerdo 
con él”, pero no fue necesario, porque vuestra soberanía, con todo tacto y con todo 
buen juicio, y dando una lección al mundo, sencillamente hizo algo más de lo que se 
esperaba de este Congreso Constituyente; no se limitó a mejorar las garantías indi-
viduales, sino que dio una muestra de que, accediendo a los gritos de la civilización, 
formó una parte más de la Constitución, que no tiene ninguna de las constituciones 
del mundo; una parte más que honra a México, tanto como el águila que adorna su 
bandera: la parte que consigna los derechos del trabajador. (Aplausos.) Y esto seño-
res, lo hemos adoptado con todo gusto, porque se trata de algo que forma parte inte-
grante de las necesidades sociales, porque si vosotros recordáis por un momento mis 
palabras en esta tribuna, en alguna ocasión tendréis en cuenta que yo no manifesté 
que había divisiones técnicas, rigurosamente científicas, en las partes de la Consti-
tución, sino que yo dije: la experiencia nos ha enseñado que las partes de la Consti-
tución son cuatro. Hoy venimos a decirle al mundo: la experiencia del pueblo mexica-
no viene a manifestarse aquí, y la Constitución vino a dar más, los derechos del tra-
bajador; pero ahora los tenemos perfectamente clasificados, perfectamente en su lu-
gar. Ya no son las pistolas del santo Cristo; es la bayoneta del soldado capaz de lu-
char contra todos los enemigos del pueblo; y en estos momentos nos encontramos con 
un nuevo problema, algo que es más que un problema, algo que es perfectamente 
claro, algo que es perfectamente natural, algo que no tiene discusión en estos mo-
mentos: con la libertad municipal. ¿Quién de nosotros tendría el atrevimiento bas-
tante para echar un escupitajo sobre sus electores, que tanto han anhelado la liber-
tad? Sin duda alguna que ninguno de nosotros, señores diputados, porque todos he-
mos venido a luchar por la libertad municipal, toda vez que el municipio es la prime-
ra expresión política de la libertad individual y que la libertad municipal es la base 
de nuestras instituciones sociales. Tratamos en estos momentos de la libertad muni-
cipal y hemos encontrado que al discutirse la fracción ii del artículo se han inscripto 
oradores en pro y oradores en contra, y he sido yo uno de los últimos inscriptos y, 
seguramente, señores diputados, que vacilé muchísimo antes de saber si me podría 
inscribir en pro o en contra. Necesité oír a varios de los diputados y me inscribí en 
pro porque soy enemigo de atacar, porque yo soy enemigo de atacar al débil, porque 
soy enemigo de hacer valer los errores de la parte que ha tenido menos tiempo para 
estudiar, de la parte que ha tenido menos oportunidad para discutir; yo no creo, se-
ñores diputados, que la fracción ii sea absolutamente perfecta; pero sí creo, señores, 
que está inspirada en los mismos anhelos, en los mismos deseos a que aspiramos 
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todos los miembros de la Asamblea, y voy a permitirme analizar parte por parte lo 
que dice la fracción ii para demostrar que, si acaso se peca en ella, se peca por buena 
intención, se peca por el buen deseo de hacer a los municipios libres, absolutamente 
libres, de fundar entre ellos la soberanía municipal y de hacer del municipio, que es 
la primera representación del individuo en sociedad políticamente —porque antes 
existe la sociedad familia—, la base y objeto de nuestras instituciones sociales y de 
nuestra nacionalidad. Voy a hacer, pues, señores diputados, un análisis de esta frac-
ción, rogando atentamente a la Asamblea y rogando atentamente a la Comisión que 
no vean en mi ánimo un prurito de defender a fuerza un dictamen, ni tampoco de 
atacarlo a fuerza, sino la expresión sincera de mis ideas, a fin de que, si es posible, 
lleguemos al anhelo que tenemos todos: el Municipio Libre como base del pueblo li-
bre. La fracción ii nos dice: “Los municipios administrarán libremente su hacienda, 
recaudarán todos los impuestos y contribuirán a los gastos públicos del Estado, en la 
porción y términos que señale la ley.” Esto, señores diputados, ha tenido adversarios 
y ha tenido amigos, pero si analizamos atentamente la cuestión, nos encontramos 
con que la administración libre del municipio, como han dicho los defensores de esta 
idea, es la única base sólida de su libertad económica. Yo no sé, señores diputados, si 
en estos momentos debo decir un refrán que provocará la risa de la Asamblea; pero 
el único recurso que me queda es ponerlo en boca de alguna de las personas que, por 
su honradez, buen criterio, serenidad y franqueza, dicen las cosas como se llaman, 
sin perjuicio de que se juzgue a los autores como ellos quieren. Permítaseme por un 
momento imaginar que el señor Amaya, hombre todo honradez, hombre todo sinceri-
dad, ocupa en estos momentos la tribuna, y sinceramente pongo en boca del señor 
Amaya estas palabras: “Cuando apuntan a la barriga, todos se fruncen.” (Risas. 
Aplausos.) Pues bien, señores diputados; si los ayuntamientos no tienen libertad 
económica; si los ayuntamientos no pueden administrar libremente sus intereses, 
jamás serán libres. Yo creo que todos nosotros estamos absolutamente conformes con 
libertad municipal, absolutamente conformes con ella; pero en esta verdad, que esta-
mos conformes, viene una forma que es de reglamentación, que en mi concepto me-
rece que la patriótica Comisión, que la Comisión, perfectamente cuerda en asuntos 
políticos, la considere, unificándola. Quizá unifique el criterio de muchos revolucio-
narios, pero no el criterio de la nación; modifique en ligera parte su dictamen, pues 
nos encontramos aquí conque el Municipio maneje su hacienda en lo que estoy con-
forme; que recaude todos los impuestos y contribuya a los gastos públicos del Estado 
en la porción y términos que señale la Legislatura local; estoy perfectamente confor-
me en que administre su hacienda; pero ¿qué es lo que constituye la hacienda del 
Municipio? Hay tres sistemas perfectamente distintos para saber qué es lo que cons-
tituye la hacienda del Municipio. Si consideramos el absolutismo municipal, pode-
mos decir que el Municipio recaudará todos los impuestos; si consideramos la acción 
del Estado sobre la marcha municipal, diremos que la Legislatura del Estado deter-
minará todo asunto municipal y otros asuntos del Estado. Entre estos dos extremos 
existe también un término medio: que los municipios administren libremente sus 
arbitrios y que los Estados fijen su contribución o la parte proporcional o una canti-
dad fija anual y ¿quién de nosotros, señores diputados, podrá decir qué es lo más 
conveniente para la administración municipal? Todos estamos perfectamente de 
acuerdo, al menos así lo supongo, en que cada hacienda municipal deba administrar-
se libremente y todavía no sabemos qué es lo que constituye la hacienda municipal. 
¿Son los arbitrios que le deje el Estado? ¿Son los que el Municipio fija? Si es lo último, 
el Estado fija un tanto por ciento o el Estado fija una cantidad determinada. Estos 
problemas, señores diputados, no debe resolverlos la Constitución, ni podemos noso-
tros resolverlos; porque solamente las necesidades locales, las necesidades de cada 
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Estado vendrán a decirnos en cada momento si los municipios son capaces para fijar 
sus arbitrios y el Estado debe limitarse a una parte proporcional, o si los municipios 
deben fijar y el Estado exigirles determinada cantidad, o si el Estado debe reservarse 
determinados ramos y dar otros al Municipio, y en una Constitución federal que fije 
bases generales para todos los Estados, podemos decir con exactitud, como dice el 
dictamen: “Los municipios recaudarán todos los impuestos y contribuirán a los gas-
tos públicos del Estado, en la porción y términos que señale la Legislatura local”. Yo 
diría sencillamente: “Los municipios recaudarán los impuestos en la forma y térmi-
nos que señale la Legislatura local”, pero no diría todo, porque pudiera suceder que 
a un Estado le conviniera un sistema hacendario y a otro Estado otro, y yo sólo digo 
a la honorable Comisión, que en cierta ocasión me encontré en un pueblo del Estado 
X, donde únicamente hablaban castellano 14 personas; en ese pueblo, donde no ha-
bía escuelas; en ese pueblo, donde como dije antes, apenas hablaban castellano esas 
cuantas personas, ¿podría encontrarse un Ayuntamiento que fijara desde el punto de 
vista científico y económico qué clase de impuestos podrá recaudar? Seguramente 
que no. En ese pueblo, perteneciente al Estado X, lo más lógico, lo más natural, es 
que el Estado dijera a los ayuntamientos: “Como no te considero capaz de fijar tus 
gastos, yo impongo tales impuestos, te dejo el derecho de establecer los tuyos”. Pero 
al mismo tiempo, señores diputados, voy a referirme a algunos otros ayuntamientos. 
Vosotros sabéis que en población, la tercera población en la República es la ciudad de 
León, si no la tercera, cuando menos la cuarta; pero vosotros sabéis que México, Gua-
dalajara, Puebla y León son las cuatro principales ciudades de la República por su 
población. En la ciudad de León no se encontrarán, no ya economistas distinguidos 
que hagan fama en el mundo, pero hombres prudentes seguramente sí se encontra-
rán, y en este caso el sistema hacendario que seguiría el Estado, sería dejar cierta 
libertad a los municipios para que ellos pudieran fijar sus arbitrios, y el Estado, para 
no alterar el sistema económico financiero del municipio, propondría un tanto por 
ciento. Hay otros en que la cultura es completamente media y en que el Estado tiene 
la obligación de respetar la libertad del municipio. Pero tiene la necesidad de exigir-
le tales o cuales condiciones; entonces no le señalará de fijo un tanto por ciento, sino 
que le dejará en libertad absoluta para que fije los impuestos y le dirá: “Tú me garan-
tizas que los impuestos que le corresponden a mi Estado por tal o cual motivo, no 
bajarán de tanto que necesito para los gastos del Estado”. Dado el desacuerdo que 
existe entre nosotros, dada la falta de homogeneidad de nuestra cultura, de nuestra 
civilización, ¿cuál es la solución lógica? En mi concepto, la solución lógica es esta: 
dejar al Estado, que conoce mejor que nadie sus recursos, mejor que nadie la manera 
de manejarlos, dejar al Estado en libertad de fijar un sistema municipal de hacienda, 
ya en un sentido, ya en otro; seguramente que el ideal para nosotros sería que todos 
los municipios fueran perfectamente conscientes, perfectamente capaces de fijar sus 
recursos, de fijar sus arbitrios, y que los Estados no tomaran sino un tanto por ciento, 
y en esta idea luminosa que, como el penacho de Enrique iv, llevaba a los cadetes de 
la Gascuña a una conquista heroica, en este penacho se ha fijado la Comisión cuando 
nos ha dicho: todos los impuestos y contribuciones contribuirán a los gastos públicos 
del Estado. Este es un adelanto tanto más grande cuanto que tendría la ventaja de 
que haría más económica la recaudación, que teniendo el gravísimo defecto en estos 
momentos de que no hay un solo ciudadano que al ocurrírsele abrir el pobre tendajón 
sepa a cuántos les tiene que pagar. Por una parte, suponiendo que el hecho ocurriera 
en Querétaro, se dirige al señor Camacho, presidente municipal, quien los manda 
con el tesorero Gil. Por otra parte, va a hablar con el empleado respectivo de hacien-
da, quien lo manda con un empleado secundario, y en último caso, cuando ve que 
paga mucho y ha andado de aquí para allá, ese comerciante, que sólo tiene cincuenta 
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pesos, ha tenido que andar recorriendo muchas oficinas y viendo a muchas personas 
para poder pagar, porque prácticamente el impuesto lo paga el consumidor. Hay tres 
sistemas completamente distintos de impuesto, lo que resulta perfectamente oneroso 
para la nación. Si llegáramos a un sistema en que los municipios les cobraran a los 
Estados, los Estados le cobraran a la nación y la nación les cobrara a los Estados, 
habríamos simplificado considerablemente nuestros impuestos, y los contribuyentes 
ganarían muchísimo con esto. Esto es desgraciadamente difícil por ahora. Sincera-
mente estoy conforme en que con esa libertad resulte una hacienda libre como la que 
pretenden los señores de la Comisión, siempre que no redacten sus fracciones respec-
tivas en el sentido de que los municipios todos recauden todos los impuestos, porque 
debemos dejar en libertad a los Estados, que son libres y soberanos, para establecer 
el sistema que más oportuno les parezca; pero tampoco soy de la opinión del impug-
nador de la Comisión, señor Cepeda Medrano, que juzga a los municipios perfecta-
mente incapaces de establecer un sistema de hacienda municipal. Yo creo, señores 
diputados, que en honor de la revolución, que en honor de la República, y lo creo 
porque lo estimo justo y verdadero, que hay muchos municipios más cuerdos que el 
resto de todo el Estado, y, por consiguiente, creo que a esos municipios debemos dejarles 
en libertad. ¿Quien es el único capaz de juzgar en la hacienda? El Estado mismo. Por 
consiguiente, son las legislaturas locales las que deben determinar y expedir sus le-
yes municipales, en tal virtud, señores diputados, creo que, respetando el principio 
perfectamente bien claro, sostenido y definido por la Comisión debemos dejar a los 
municipios la libertad administrativa de su hacienda, pero hay que dejarles también 
una ley secundaria a las que emanen de la Legislatura local, que fije a cuánto ascien-
de la hacienda municipal. Añade el proyecto o dictamen: “Los Ejecutivos podrán 
nombrar inspectores para el efecto de percibir la parte que corresponda al Estado y 
para vigilar la contabilidad de cada municipio”. Esta parte ha sido grandemente dis-
cutida, y la Comisión se ha manifestado orgullosa; pero por otra parte se dice que la 
libertad municipal debe sujetarse a la tutela del Estado que va a usar los dineros 
públicos, para hacer un gran teatro, pavimentar calles, etcétera. Esto, señores dipu-
tados, no es sino declamación y sólo declamación. Hemos asentado antes que puede 
haber varios sistemas de recaudación municipal; hemos dicho que los municipios 
tienen unos ramos y los Estados otros y que los Estados tendrán un tanto por ciento 
o determinada cantidad de las recaudaciones del municipio. Yo creo, señores, que a 
pesar de que los municipios van a tener fracasos muy grandes en la administración 
de sus propias rentas, por la falta de costumbre, estos fracasos van a ser en un prin-
cipio, sólo en un principio, pero pronto llegarán a ser competentes, y en este caso, el 
Estado no tendrá derecho de intervenir. En la recaudación de rentas municipales se 
ha fijado una cantidad fija a cada municipio, una cantidad, y tampoco tendrá derecho 
de intervenir si el Estado se ha reservado unos ramos y otros el municipio; pero en el 
caso mixto que pueda revestir dos formas, o el tanto por ciento en los Estados, o bien 
que los municipios no se excedan en tales ramos, es evidente, es inconcuso que, por 
el interés general, los Estados no sólo tienen el derecho de inspeccionar la contabili-
dad sino también el derecho de impedir que el municipio se aleje de las leyes muni-
cipales, porque los municipios van a ser libres, pero van a ejercer su libertad dentro 
de la ley, y los municipios no dan las leyes, las leyes las dan las legislaturas locales, 
y dentro de esa ley será como los municipios ejerzan su soberanía. Viene la parte fi-
nal del artículo respectivo, por lo que se refiere a que la Suprema Corte resuelva los 
conflictos hacendarios entre el municipio y los poderes del Estado; esto, sencillamen-
te, señores, lo encuentro muy bien intencionado, pero no lo encuentro del todo correc-
to, porque los conflictos hacendarios pueden surgir desde luego en la formación de los 
presupuestos. Supongamos que el municipio dice: voy a fijar todos los impuestos; que 
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el sistema aceptado por el Estado es que los municipios fijen los impuestos, y que el 
Estado fije un tanto por ciento. Dice el municipio: Voy a fijar todos los impuestos y le 
voy a dar al Estado el veinte por ciento, y viene el Estado y le dice: no quiero el vein-
te por ciento, porque no me basta; necesito el treinta por ciento. El municipio dice: 
no, porque entonces no me alcanza a mí; he puesto muchos impuestos y no los pueden 
pagar los vecinos. En este proyecto económico existe el conflicto hacendario, que lo va 
a resolver la Suprema Corte de Justicia; ¿con qué datos lo resuelve?, ¿cómo lo resuel-
ve? Yo creo que se trata sencillamente de los conflictos judiciales en hacienda, y en 
ese caso es discutible poder aceptar o no poder, según las circunstancias, pero en los 
términos concretos de los artículos no basta, no es suficiente porque deja mucha li-
bertad; pero voy a sugerir por qué después de haber hecho una crítica que no es ni en 
pro ni en contra significaría un desastre de mi parte el no decir en qué consistirían 
los remedios, según mi humilde concepto: en primer lugar, yo añadiría a este artícu-
lo que los municipios tienen el derecho de fijar sus propios arbitrios dentro de los 
términos de la ley, porque ya entonces se deja en libertad a las legislaturas de los 
Estados y se deja también en libertad a los municipios dentro de las leyes generales, 
y hay alguna otra cosa más que me permito suprimir desde ahora, por más que no 
sea lo que está a discusión, así como a los Estados se les exige que sus legislaturas 
tengan quince miembros como mínimum, si se quieren evitar los cacicazgos, que 
cuatro compadres de pueblo aherrojen en medio de la tiranía de su codicia y ruindad 
el adelanto de los pueblos, exijamos también que no haya un Ayuntamiento en el 
pueblo más rabón de la República que cuente con menos de quince miembros. ¿Que 
no se reúnen esos quince miembros? La ley secundaria establecerá la manera de 
cómo se han de reunir, pero de todos modos se necesita que los ayuntamientos sean 
numerosos para que las clases sociales estén perfectamente representadas. Termino, 
porque el tiempo ha pasado y no quiero abusar de la atención de esta honorable 
Asamblea. (Aplausos.)

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Calderón en contra.
—El C. Calderón: Señores diputados: he notado que el señor Lizardi estaba 

inscripto en pro y ha hablado en realidad en contra del dictamen; el dictamen dice: 
“Artículo 115, fracción ii. Los municipios administrarán libremente su hacienda, 
recaudarán todos los impuestos y contribuirán a los gastos públicos del Estado, en 
la porción y término que señale la legislatura local. Los ejecutivos podrán nombrar 
inspectores para el efecto de percibir la parte que corresponda al Estado y para 
vigilar la contabilidad de cada municipio. Los conflictos hacendarios entre el mu-
nicipio y los poderes de un Estado los resolverá la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, en los términos que establezca la ley”. Deja a los municipios el derecho de 
administrar libremente su hacienda, recaudar todos los impuestos y contribuir a 
los gastos públicos del Estado. Lo que se ha impugnado ha sido esto: que los mu-
nicipios cobren los impuestos; en esa parte del dictamen, que es la esencial, que es 
la que se debate, el señor licenciado Lizardi no ha estado de acuerdo. Desde luego, 
señores, al dirigir a ustedes la palabra, comienzo haciendo un llamamiento a la 
benevolencia de ustedes, ya que carezco de palabras elocuentes, por lo que algu-
nas veces tropiezo con verdaderas dificultades para hacerme entender. Vengo aquí 
animado de un buen propósito y me siento impulsado a hablar en este sentido, que 
reconozco como un deber de expresar libre y francamente mis opiniones cuando 
creo tener conocimiento en la materia. Los señores que conocen el ramo de Ha-
cienda probablemente tienen un criterio bien formado sobre este punto a debate. 
Yo no estoy de acuerdo con la Comisión, porque propone un desastre en el régimen 
hacendario, y me permito, ante ustedes, hacer esta pregunta al señor Bórquez, que 
conoce perfectamente el ramo de Hacienda, por haber sido jefe de Hacienda en 

DD Tomo III • (2015).indd   390 03/11/16   2:05 p.m.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2016.  
Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

Libro completo en: https://goo.gl/EEtv2j



[ 391 ]

Sonora. (Dirigiéndose al señor Bórquez): ¿Estoy en lo justo al suponer que usted 
está en contra del dictamen de la Comisión?

—El C. Bórquez: Sí, estoy en contra.
—El C. Calderón: Creo que en esta materia nosotros, los que hemos trabajado 

en el ramo de Hacienda, somos los que debemos exponerla con alguna claridad ante 
ustedes, y haré de paso una rectificación al señor diputado Medina, por quien yo 
siento verdadera simpatía, por quien todos hemos de sentir reconocimiento y hasta 
admiración, puesto que, como miembro de una Comisión dictaminadora podemos 
decir que ha sido uno de los mártires de la Asamblea, en cumplimiento de un deber, 
y repito esta aclaración: sosteniendo él quizá con algo de pasión su dictamen esta 
tarde, puesto que era propio, por medio de que se reprobara ese dictamen, nos tildó 
a los oradores que vinieran a impugnarlo, de retardatarios o rutinarios, más bien 
dicho, en el ramo de Hacienda.

—El C. Medina: Yo no he dicho eso.
—El C. Calderón: Usted me dispensará, pero dijo que los que hablaran en contra 

de ese dictamen, hablaban porque seguían la rutina, o sea porque hemos venido a 
trabajar siguiendo los viejos moldes establecidos en el sistema hacendario. Fue esto 
lo que el señor Medina dijo, y ya que de rectificaciones se trata, en otra ocasión, 
cuando también con pasión sostuvo su dictamen, cuando una parte de la izquierda 
jacobina salió de esta Asamblea y desintegró el quorum, porque no estaba de acuer-
do con la intromisión del Poder Ejecutivo, con la injerencia de éste al designarse los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia, creyó esta Asamblea ver una tendencia 
de centralismo en esta ocasión, y también, como ya dije, sostuvo con pasión, y no digo 
que de mala fe, porque esto es insospechable, pero sí es claro que los miembros de la 
Comisión en algunas ocasiones no se manifiestan dispuestos a dejarse convencer, 
porque creen que su presagio está de por medio. En esa ocasión en que la ala de la 
izquierda desintegró el quorum, esos hombres que se levantaron, esos hombres que 
creían que obraban convenientemente, esos hombres estaban impulsados por el pa-
triotismo, y si no tuvieran otras glorias como tantas que se han conquistado en los 
campos de batalla o prestando su acción de ayuda a la revolución, este simple hecho 
los cubriría de honor ante la Historia. Repito, señores, que siento por el señor Medi-
na simpatía, que soy el primero en reconocer su obra monumental, puesto que tiene 
una labor abrumadora y es natural que en algunas ocasiones no pueda colocarse 
exactamente en el terreno de lo justo, pero esto es propio de la naturaleza humana. 
Pero vamos a la cuestión, señores diputados: pesan sobre el pueblo mexicano im-
puestos de distintas clases; un cúmulo de impuestos, exagerados que están exaspe-
rando a los contribuyentes. El contribuyente paga impuesto al Estado; si es comer-
ciante, paga por la patente; esto es, por el derecho de abrir el establecimiento; luego 
paga sobre las ventas; al municipio también le paga impuestos; el Timbre también 
le cobra por los mismos conceptos al comerciante. Además de esto que tiene que pa-
gar el contribuyente al Estado, la federación le cobra una adición de 50 por ciento 
por cada peso que cobra la Tesorería municipal. De manera que el sistema de im-
puestos es el más atroz que pudiera imaginarse en el campo hacendario. Es un cú-
mulo de impuestos; se paga por la propiedad rústica, por la propiedad urbana; se 
paga al Estado, al municipio y dos veces se paga al Timbre. El día que el Primer Jefe 
llegue a abolir la odiosa Ley del Timbre... (Voces: ¡No! ¡No!) Sí, señores. ¿Por qué no? 
Nosotros no somos de la rutina; aspiramos a la supresión de la Ley del Timbre. Allí 
está el señor Bórquez, que antes de hablar con los señores que propusieron su inicia-
tiva habló conmigo, porque tuvo la confianza en que yo comprendía la trascendencia 
de su iniciativa. ¿No es exacto, señor Bórquez? Cuando el Primer Jefe suprima esa 
odiosa ley de fiscalización, lo mismo que el impuesto de rentas, impidiendo a los ins-
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pectores andar revisando la contabilidad de los comerciantes, violando por este he-
cho el secreto profesional, se habrá adelantado mucho; y por eso, al discutirse el ca-
pítulo de garantías individuales, recordarán ustedes con cuánto celo y patriotismo 
los señores que formaban la 1ª Comisión sostuvieron este punto, de que cuando los 
delegados del Gobierno tuvieran que fiscalizar la contabilidad de los comerciantes se 
sujetarían a ciertas restricciones que consignamos en la Constitución. Decía a uste-
des que cuando se llegue a la supresión de gabelas, que creo que el Primer Jefe lo 
hará, pues realmente ha existido siempre un cúmulo de impuestos, todos los pueblos 
de la República le tributarán un aplauso, le levantarán una estatua: tanto es así 
como ha exasperado esa ley que a cada paso les impone multas. Señores: He querido 
demostrar a ustedes, y probablemente no lo he conseguido, la conveniencia de soste-
ner el régimen viejo de Hacienda; pero este sistema hacendario es imposible modifi-
carlo en un solo momento, en un solo día, de un día para otro. La cuestión de hacien-
da es la cuestión capital; sin recursos, sin dinero, no puede tener vida el Estado; no 
puede sostenerse la administración pública, y saben ustedes muy bien que en el 
Estado no abundan los hombres conocedores en el ramo de Hacienda: son muy esca-
sos. Nosotros mismos, los que hemos tenido la oportunidad de servir ese ramo y que 
abundamos en los mejores deseos por modificar ese sistema de impuestos, nosotros 
mismos no tendremos el convencimiento o pretensión de creer que podamos en un 
momento dado resolver tan tremenda cuestión. Es verdaderamente imposible, como 
ya dije, modificar ese sistema. ¿Vamos por consiguiente, a confiar en que los señores 
municipales de todos los pueblos son lumbreras en el ramo de Hacienda? Segura-
mente que en esos pueblos van a ser los tinterillos los que van a decretar los impues-
tos que han de proponerse, como ustedes saben, a las legislaturas del Estado. Ese 
punto no está a debate; ya todos tienen en la conciencia que es la legislatura del 
Estado la que debe aprobar el plan de propios arbitrios de cada Municipio. (Una voz: 
¡No!) He oído un no, pero lo agradezco. Porque me da ocasión de desarrollar una idea 
que es de peso. No hay en los Estados más Poder Legislativo que el Congreso del 
Estado; creo que hemos federalizado la República. Creo que los municipios no deben 
ser un conglomerado en el campo económico de la Suprema Corte de Justicia, convir-
tiendo todo el vasto territorio nacional en una República central tiránica y despótica 
en el campo hacendario, porque todos estos ayuntamientos harían como el muchacho 
consentido que está llorando a cada momento para que le den lo que pide, y eso su-
cedería con los ayuntamientos y la Suprema Corte de Justicia. El campo económico 
pertenece a la soberanía del Estado, y si nosotros somos conscientes, si sabemos los 
ramos hacendarios, debemos rechazar esa idea de que los municipios se dirijan en 
sus quejas al Poder Supremo. Señores diputados: suplico a ustedes me tengan una 
poca de paciencia, y que si notan que vierto un concepto que no sea claro, con toda 
franqueza me hagan una interpelación. El impuesto: en los impuestos, señores, como 
el mismo señor Lizardi lo ha dicho, no puede el municipio gravar todos los ramos de 
la riqueza, y se van a convencer de ello; tienen ustedes, por ejemplo, que el Estado 
cobra sobre las propiedades rústicas, sobre las propiedades urbanas, sobre el im-
puesto minero, translación de dominio, sobre establecimientos mercantiles e indus-
triales, por patentes, impuestos de ventas y por la producción, si son fábricas; por el 
impuesto de ventas, por herencias y sucesiones, tramitación de instrumentos públi-
cos, legalizaciones de firmas; el impuesto sobre profesiones, el impuesto sobre mez-
cales. Como los ramos de riqueza son tan variados en todo el país, lo lógico y natural 
es precisar aquí que quedarán las legislaturas en libertad de darle al municipio los 
ramos que debe gravar y quedarse el Estado con lo que él tiene que gravar, por ejem-
plo la propiedad rústica, la propiedad territorial; hay propiedades territoriales que 
lindan con dos o tres municipios; por consiguiente, esa propiedad es la que corres-
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ponde en realidad al Estado. Para llegar, señores, a simplificar los impuestos precisa 
ante todo formar el catastro de la República; esa labor está encomendada al Gobier-
no de los Estados; y el Primer Jefe, al disponer que se forme el catastro, se ha dirigi-
do a los Gobiernos de los Estados, no se ha dirigido a los municipios. Cuando ese 
catastro esté terminado llegara la ocasión de abolir, si el Primer Jefe lo estima con-
veniente, la odiosa Ley del Timbre, y entonces el sistema de impuestos será el más 
simple; quitaremos todo ese cúmulo de impuestos que tanto exaspera al contribu-
yente y que hace casi imposible la recaudación de una manera legal y equitativa, 
porque para el ramo de Hacienda deben ustedes saber que no cualquier hombre 
puede servir inmediatamente en una oficina; conozco personas ilustradas que si las 
llevan a una oficina de rentas, aun con dos o tres meses de práctica, no es posible que 
se pongan al corriente para aplicar la Ley de Hacienda. Esta tarde el señor Cepeda 
Medrano no tuvo la fortuna de hacerse oír con atención por la Asamblea, porque la 
atención de la Asamblea estaba cansada; pero el señor Cepeda Medrano tenía que 
someter a las consideraciones de la Cámara las observaciones de personas conocedo-
ras del ramo de Hacienda, eminentemente liberales e insospechables, que las consig-
naron en dos o tres hojas de papel. Como creo que ya ustedes estarán fastidiados, y 
como digo, creo que las personas de criterio están orientadas para aprobar o recha-
zar el dictamen, no me tomaré la molestia de repetirlo. (Voces: ¡Que lea! ¡Que lea!) 
Estoy dispuesto a obsequiar los deseos de ustedes, pero no veo el consentimiento 
expreso de la Asamblea, sino solamente de dos o tres miembros; yo creo que el que 
quiera votar en conciencia no deberá omitir medios para empaparse debidamente de 
este asunto y que, además, nos lo exige el cumplimiento del deber. (Voces: ¡Que lea! 
¡Que lea!) Pues con su permiso, señores. (Leyó.) En conclusión señores, nuestro cri-
terio, hablo de las personas que firman el memorándum, es este: que la legislatura 
del Estado es el único cuerpo competente para dar leyes que deben obedecer los ciu-
dadanos de un Estado; que la legislatura del Estado señale al municipio que sea 
abolida la odiosa institución de las injustas gabelas; que señale sus ramos de riqueza 
que debe gravar, y esto no lo debemos enumerar en la Constitución porque en cada 
región del país las fuentes de riqueza son diversas; que la legislatura le señale al 
municipio sus recursos y que se quede el Estado con sus recursos propios para que 
cada quien mande en sus oficinas de rentas, y establecido este sistema se evitará que 
en los conflictos se recurriera a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Yo no 
conozco Derecho porque no soy abogado, pero creo que tengo un buen sentido común 
en ese respecto. Las dificultades del Estado se resolverán dentro del Estado; de otra 
manera, nuestra República no será federal; será un conglomerado de municipios en 
el campo económico, que ocurrirán a resolver sus asuntos a México ante la Suprema 
Corte de Justicia. (Aplausos.)

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Medina.
—El C. Medina, miembro de la Comisión: Señores diputados: Sólo quiero hacer 

unas cuantas aclaraciones. La única vez que mi conciencia me ha reprobado intem-
perancias en esta tribuna ha sido mi discurso de ayer, me parece, donde tuve el sen-
timiento de que, en el calor de la peroración, estuve indiscreto con el licenciado Gon-
zález, y esto yo, antes que cualquier otro me lo repruebe, porque me he impuesto la 
obligación de tratar en esta tribuna sólo cuestiones ajenas a todo personalismo y a 
todo interés privado, y en ese concepto yo le doy al licenciado González mi más amplia 
satisfacción y retiro las palabras si he llegado a molestarlo.

—El C. González: Usted no me ha ofendido en nada. Yo le agradezco a usted la 
atención, pero no me ha causado ninguna ofensa.

—El C. Medina: He querido satisfacer los escrúpulos que tenía a este respecto, y 
hago esta advertencia para que no haya en la Cámara la idea de que yo he tratado de 
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reaccionario a alguno de los señores diputados que no están de acuerdo con el dicta-
men. Señores diputados: si no fuera efectivamente el apasionamiento que se reprue-
ba en estos momentos, si no fuera de verdad la pasión por los intereses públicos, por 
los altos intereses nacionales, yo ya me habría retirado del puesto de secretario de la 
segunda Comisión, porque es un trabajo agobiador, y porque cuando nosotros hemos 
creído contestar una alta idea, un alto pensamiento para la República y lo venimos a 
defender aquí con el calor de una íntima convicción y con el cariño que da una larga 
labor, se nos tacha de apasionados. ¿Cómo quería el licenciado Calderón...

—El C. Calderón, interrumpiendo: No soy abogado, señor.
—El C. Medina, continuando: ...que defendiera la Comisión sus dictámenes con 

tibieza? ¿Cómo que no les importaban sus ideas, cómo que no tiene valor de sus 
convicciones? Señores diputados: si acaso concedéis a la juventud el derecho de ser 
apasionada, concededle también el derecho de ser apasionada por cosas nobles. Yo, 
señores, no tengo ningún empleo ni esperanzas de tenerlo; mis ideas son entera-
mente desinteresadas. El apasionamiento lo acepto; pero el apasionamiento como 
una condición de la victoria de un buen principio; en tanto que no se nos convenza 
de obcecados no se nos puede tachar de apasionados, y todos los señores diputados 
saben que en la segunda Comisión se discute con toda cordialidad, con todo apa-
sionamiento y que aquí aceptan las indicaciones que la Asamblea se sirve hacer 
para corregir los dictámenes. Señores diputados: a pesar de que voy a aparecer a 
vuestros ojos como un apasionado, y ese cargo no lo rechazo, sino lo acepto con gus-
to, no me han convencido los argumentos del señor Calderón; absolutamente no me 
han convencido. Es muy fácil atacar un sistema, es muy sencillo destruir un edifi-
cio ya hecho, un edificio que tiene a su favor la novedad, la lógica; pero también es 
muy difícil, señores, proponer uno que venga a imponerse a la aceptación de todos 
ustedes. ¿Hasta ahora alguno de los oradores ha propuesto en lugar de la Comisión 
algún sistema que satisfaga todas nuestras aspiraciones? Si nosotros estamos de 
acuerdo en el punto fundamental, que consiste en conceder la libertad del municipio, 
y estamos convencidos de que esa libertad no puede existir sin la condición económi-
ca libre del municipio, entonces coincidimos en la idea fundamental; y como repito, 
todas las demás son cuestiones de detalle, en las cuales nos pondremos de acuerdo, 
porque la Comisión no se obceca y acepta las buenas indicaciones que se le hagan, 
y yo, señores, no he encontrado en las indicaciones que se han servido hacer, no he 
encontrado nada que pueda superar al sistema que se propone en el dictamen de la 
segunda Comisión. Tengo que hacer constar una flagrante contradicción entre las 
argumentaciones de ahora del señor Calderón y los acontecimientos, mejor dicho, las 
razones que se esgrimieron contra la Comisión cuando ésta defendió la federación 
de la justicia, impidiendo que el amparo interviniera en todas las cuestiones locales; 
entonces la Comisión, o mejor dicho el voto particular, fue rechazado por todas las 
razones que la Asamblea conoce; el señor diputado Calderón en esta vez se alarma 
de que la Suprema Corte de Justicia venga a conocer de las cuestiones que surjan en 
el seno de un municipio con motivo de las cuestiones hacendarias, cuando la otra vez 
sí aceptó la intervención perfectamente de la Corte en todos los asuntos de la justicia 
común, de los tribunales de los Estados. El sistema que propone la Comisión, señores 
diputados, puede llamarse, sin que haya en esto ninguna pretensión, puede llamarse 
un sistema fundado en bases científicas y experimentales. Esa es la característica 
propia de los municipios; que los municipios recojan todas las rentas y que sea el 
municipio el que contribuya a los gastos del Estado. El municipio, como lo está en el 
dictamen de la Comisión, viene a ser una entidad de mucha importancia, y casi igual 
por ser la celdilla fundamental de la organización mexicana, casi igual al Estado 
de la Federación. El municipio recoge sus rentas y contribuyendo al Estado hace su 

DD Tomo III • (2015).indd   394 03/11/16   2:05 p.m.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2016.  
Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

Libro completo en: https://goo.gl/EEtv2j



[ 395 ]

personalidad propia y hace su independencia. ¿Pero de qué manera se establecen las 
relaciones que hay entre el municipio y el Estado? Esto, que es una alarma para los 
diputados del contra, esto se disipará con la consideración que me he permitido hacer 
hace un momento, y que no llamó la atención de los diputados; consiste en que las le-
gislaturas locales están formadas de los representantes del municipio y en que ellas 
discuten cuáles son los derechos y atribuciones de las autoridades municipales, y en 
ese concepto la libertad municipal está perfectamente garantizada, tanto en los aten-
tados que puede hacer el Gobierno del Estado, como en la invasión que pueda hacer 
cualquiera de las otras autoridades. Yo me he permitido poner como ejemplo el caso 
del Congreso Constituyente, donde se ha visto el celo con que todos hemos defendido 
los intereses de nuestros Estados, sin que por eso se nos pueda tachar de localistas. 
Ese mismo fenómeno se repite en las legislaturas locales, y entonces tengo el derecho 
de afirmar que van a estar perfectamente seguros los derechos municipales, y que 
los poderes legislativos va a ser de hoy en adelante la representación genuina de 
los municipios, no van a ser el instrumento de unos cuantos poderosos. Yo defiendo 
con todos mis esfuerzos; yo defenderé con todas las fuerzas de que sea capaz, la idea 
fundamental de que el municipio sea libre; libre por medio de su hacienda, porque 
es preciso convencerse de que, mientras esto no sea, desde ese momento no hay mu-
nicipio. Señores: Parece que vemos en lontananza graves peligros de absolutismo 
municipal; yo me permito indicar a ustedes que si acaso es un peligro, debe aceptar-
se, debe dejarse así; el porvenir, la experiencia dirá lo que debe ser nuestro régimen 
municipal. La libertad se aprende así, por medio de la educación de los ciudadanos. 
¿De qué manera, después del horrible absolutismo del siglo xviii, vienen a estable-
cerse las libertades municipales? Por medio de una gran convulsión que llegó al 
libertinaje. El libertinaje, señores diputados, es la antítesis del antiguo período de la 
tiranía y luego esos dos fenómenos, uno como la acción y otro como la reacción, llegan 
a establecer el equilibrio armónico, que es la conquista de las libertades actuales. La 
libertad que nosotros queremos gozar no se conquista en las balsas de aceite, estilo 
Porfirio Díaz; es preciso aprender las libertades, y para aprenderlas es preciso ga-
narlas y conquistarlas, aun cuando dice madame Rolland, camino del patíbulo: “¡Oh 
libertad, cuántos crímenes se cometen en tu nombre!” Estos crímenes son los únicos 
que nos pueden dar la capacidad suficiente para ser hombres libres, y esa libertad re-
side en estos momentos en el municipio. No os asustéis; yo os aseguro sinceramente 
que no veo ningún peligro inminente en lo que se llama el absolutismo municipal; yo 
no veo ningún peligro en que el municipio disfrute de su hacienda, recaudando todas 
las contribuciones, asignando al Estado la parte que le corresponde, y si nos equivo-
camos, ya tendremos la oportunidad de corregirlo. ¿Con qué derecho vamos a aceptar 
que este sea un mal sistema? ¿Hemos experimentado algún caso que nos sirva como 
antecedente? ¿Qué es lo que tenemos en vida municipal? Mañana acaso, tendremos 
ordenanza municipal que nos indique cuáles son los impuestos que debe recaudar el 
municipio y cuáles el Estado. Si acaso hay ordenanzas municipales, éstas son muy 
raras, y todavía podemos decir que en México no está establecida la teoría municipal 
que pueda decir cuáles son los impuestos exclusivamente municipales y cuáles no. El 
pasado no conocía siquiera el nombre de libertad municipal, ni la organización mu-
nicipal, y yo invoco el derecho de luchar en contra del pasado; yo lo invoco también, 
manifestando la creencia de que es preciso, de que es indispensable que rompamos 
absolutamente con todas las tradiciones. ¿Qué es la revolución? ¿Vamos a continuar 
con esos antiguos moldes, que ya sabemos que han sido funestos para el país? No, 
señores, debemos sentar bases nuevas, porque si vamos por los caminos trazados de 
antemano llevamos una ruta equivocada. Yo apelo a vuestro patriotismo, a vuestro 
hondo sentimiento revolucionario, y os aseguro, señores, que es una experiencia que 
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tenemos derecho a intentar para conseguir el bien de la patria, porque el bien de la 
patria estará íntimamente ligado al municipio libre, y a su vez éste tendrá por base 
la absoluta independencia económica. He dicho. (Aplausos.)

—El C. Calderón: Para un hecho, señor presidente. (Voces: ¡A votar! ¡A votar!)
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Calderón.
—El C. Calderón: no voy a cansar vuestra atención, y tengo derecho para hacer 

algunas rectificaciones a lo expresado por el señor Medina. Parece que hizo aquí 
desde luego, una alusión a un incidente por la votación aquella relativa al amparo, 
la vez que se desechó el dictamen. Yo, en esa ocasión, también fui de los que votaron 
contra el dictamen; pero yo, en esta tribuna, cuando aludí a la cuestión judicial, me 
referí sólo a la ocasión aquella en que se discutió lo relativo a los nombramientos de 
la Suprema Corte y a la desintegración del quorum en la Cámara. Dos son los puntos 
esenciales de este debate, y repito, pues parece que, o no se ha puesto atención a lo 
que dije, o se vuelve a machacar sobre el mismo tema sin necesidad. Yo vengo a im-
pedir, si ustedes opinan en contra del dictamen, vengo a impedir que sea decapitada 
la libertad municipal. No queremos la intromisión del Estado en el municipio; el Es-
tado es libre para cobrar sus impuestos por medio de sus oficinas de rentas que tiene 
organizadas; ya he dado lectura de todos los ramos que grava el Estado; de la misma 
manera el municipio tendrá el derecho ineludible de tener sus oficinas propias, su 
Tesorería, y el Ayuntamiento será quien tenga la obligación de fiscalizar esa Tesore-
ría para ver si el tesorero cumple con la ley, si es honrado o si es un sinvergüenza. Es-
tos documentos de la Tesorería municipal irán, para su revisión a la oficina de glosa, 
que es la Contaduría Mayor de Glosa y que depende, no del Ejecutivo sino del Legis-
lativo del Estado, que es el único cuerpo autorizado para dar leyes a los habitantes de 
todo el Estado. Respecto a que el señor Medina no teme a la ignorancia de los ayun-
tamientos, esa es una opinión muy particular de él, puesto que él habrá vivido en 
Guanajuato o en México; pero nosotros, que sabemos que en Jalisco hay ciento ocho 
municipios, y de esos ciento ocho municipios habrá doce ayuntamientos educados, el 
de la capital y cabeceras de cantón, claro está que hay más de noventa ayuntamien-
tos que necesitan la tutela de la legislatura del Estado, que es la que debe revisar 
sus presupuestos, porque podrá suceder que un Ayuntamiento, sugestionado por los 
tinterillos de pueblo, hiciera contratos ruinosos, y ya hemos visto muchos casos de es-
tos. Esa es una apreciación, y por último, debo decir que la legislatura del Estado es 
la que tiene ese derecho, la única que puede discutir los impuestos, dándole su plan 
de arbitrios al Ayuntamiento, su presupuesto de egresos, etcétera. El Ayuntamiento 
de pueblo, sugestionado así, por la influencia de algunos tinterillos, digan ustedes si 
sería una garantía ese Ayuntamiento. No, señores; estaría sujeto a los habitantes del 
municipio. He dicho. (Aplausos.)

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Jara.
—El C. Jara: Señores diputados: Fundándome en lo que acaba de decir el señor 

diputado Calderón, respecto a que las legislaturas de los Estados son las únicas au-
torizadas para dictaminar en lo relativo a cuestiones hacendarias, yo digo a ustedes: 
y bien, ¿los cabildos municipales, que son una legislatura en pequeño, no tienen 
facultades en lo absoluto para disponer de las rentas del municipio en que están fun-
cionando esas legislaturas? Es una lógica un poco extraña.

—El C. Calderón: Yo no he dicho eso.
—El C. Jara: Extraña también el señor diputado Calderón que los miembros de 

la segunda Comisión aceptemos la intromisión del Estado en el municipio. ¿Y no es 
acaso una intromisión más directa y quizá más repulsiva la que ejerce el Estado por 
medio de sus empleados en los distintos municipios, cobrando las contribuciones que 
a su juicio deban cobrarse, y dejando al municipio lo que le parece? Ha citado aquí el 
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caso de que la Suprema Corte se vería abrumada por las continuas demandas de par-
te de los municipios, y yo digo al señor Calderón que si no se verá abrumada al recibir 
las continuas peticiones de quince millones de habitantes que forman la República y 
que tienen derecho para recurrir a la Suprema Corte, cuando sea necesario pedir am-
paro ante ella (Aplausos.) Cuando se vean atacados en su libertad individual, cuando 
se vean atacados en las garantías que les concede nuestra Carta Magna.

—El C. Calderón: No se trata de una violación de garantías; eso de que el muni-
cipio, como al muchacho de que les he hablado, el muchacho consentido, que porque 
no se le satisfacen sus caprichos se pone a llorar, es una violación a la soberanía del 
Estado. Si somos federalistas, respetemos la soberanía del Estado, porque la cues-
tión municipal se resolvería dentro del mismo Estado, no se trata de violación de 
garantías, sino de la organización del Estado; por lo demás, el Ayuntamiento tiente 
facultades para tener su Tesorería; el Estado tiene sus oficinas por separado, y si 
acaso hay una oficina en que haya que revisar las cuentas, será la Comisión de Ha-
cienda la que lo haga, no dependiendo del Ejecutivo sino del Estado.

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Avilés.
—El C. Avilés: Señores diputados: en Sinaloa, desde el año de 1909, un grupo de 

ciudadanos hemos estado combatiendo en pro de la libertad municipal, en la tribuna, 
en la prensa y con las armas en la mano; por eso es que ahora vengo a defender el 
dictamen de la Comisión, porque creo que con la libertad económica que se le ha dado 
al municipio se ha afianzado más la libertad, y voy a procurar dar algunas razones; 
no es un sistema nuevo el que trae la Comisión; este sistema ha sido implantado 
ya hace mucho tiempo en varios municipios de los Estados Unidos, y ha dado muy 
buenos resultados; y aquí mismo, en México, ha dado muy buenos resultados, pues 
en Michoacán ya se ha experimentado prácticamente, como nos lo acaba de decir el 
ciudadano Álvarez. Se nos ha hablado aquí varias veces de un sinnúmero de dificul-
tades que tienen los causantes para pagar sus impuestos. El ciudadano Calderón 
nos decía hace pocos momentos que un causante, para abrir un pequeño comercio, 
tenía que ir a la oficina recaudadora de rentas en la oficina del presidente municipal, 
a la del Timbre, etcétera, etcétera; pues, precisamente, señores, para aminorar esas 
dificultades para los causantes es para lo que se quiere establecer este sistema. Se 
ha hablado también en esta tribuna de que los municipios no son competentes para 
administrar sus haciendas; pero deben recordar muchos señores diputados que en 
muchos Estados las contribuciones que tiene el Estado casi son las mismas que tiene 
el municipio; en varios Estados el Estado tiene una contribución sobre la propiedad 
raíz del 6/1000, pues los municipios tienen igual contribución; en otros hay un dere-
cho sobre ventas; pues el municipio tiene impuesto parecido, que en algunas partes 
se llama impuesto sobre giros mercantiles o industriales; de manera es que ya los 
municipios están cobrando contribuciones iguales o muy semejantes a las que están 
cobrando los Estados. Entonces, si son inhábiles los ayuntamientos para contratar, 
fijar contribuciones, para manejar su hacienda; si no son competentes, ¿en dónde 
existe la incompetencia, si están cobrando las mismas contribuciones o muy seme-
jantes? Nada menos el Estado de Sinaloa dio ese caso; pues todas las contribuciones 
que cobraba el Estado las cobraba también el Ayuntamiento. De manera, señores, 
que si ya estos ayuntamientos están acostumbrados a cobrar las mismas contribu-
ciones que los Estados o muy semejantes, se simplifica el asunto sin en lugar de 
imponer una contribución sobre ventas le reúnen en una sola no señalada. Tenemos 
una contribución sobre ventas, sobre todos los giros mercantiles e industriales en 
el Estado de Sinaloa; y en la misma forma, si se adopta este sistema que propone 
la Comisión, tendremos la ventaja de que ese impuesto de los derechos de ventas y 
sus similares sobre giros mercantiles vendrá a ser un solo impuesto, y nos habla de 
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la incapacidad de los ayuntamientos para manejar la hacienda pública cuando éste 
está cobrando ya las mismas contribuciones que los citados; esto redunda en benefi-
cio de los causantes y de la hacienda pública, porque se economiza un gran número 
de empleados. Yo he observado en mi Estado que casi siempre los empleados de 
Hacienda son eminentemente conservadores y recuerdo que al tesorero general del 
Estado, en tiempo del señor Madero, se me ocurrió decirle que podrían ser buenos 
algunos cambios en la hacienda pública y tuve con él conferencias a ese respecto, y 
él siempre me decía que no, que era imposible, que no podía, y yo le decía: si en otras 
partes ha dado resultado, si esta contribución se puede refundir en esta otra, habría 
más facilidades en el cobro y más ventajas para los mismos causantes; pero él se opo-
nía sistemáticamente, diciéndome: “En Hacienda hay que ser conservadores; no me 
trastornes mis libros, mis asuntos y mis papeles.” Después estuve en Mazatlán, en 
donde fui regidor, y siguiendo mi sistema de innovación proponía algo y el tesorero 
decía: “No; en este libro ya están separados los casilleros, y cada cosa en su lugar, y 
si usted ahora decreta un nuevo arbitrio para el Ayuntamiento, ¿dónde lo ponemos?” 
Por eso digo que son eminentemente conservadores todos los señores empleados de 
Hacienda, y esta observación mía la ha pasado a confirmar aquí el señor Cepeda 
Medrano, que era tesorero general del Estado de Coahuila, pues se ha mostrado tam-
bién eminentemente conservador. Ahora el señor Calderón, que ha tenido el mismo 
cargo en Jalisco, no quiere que se trastorne tampoco el orden, y yo sigo confiando mi 
idea de que son eminentemente conservadores los señores empleados de Hacienda, 
y, para acabar de confirmarlo, el señor Calderón, para reforzar sus argumentos, pidió 
la opinión al señor tesorero de Sonora.

—El C. Calderón, interrumpiendo: Que es otro conservador.
—El C. Avilés, continuando: Conservador, señor Calderón, en los sistemas esta-

blecidos para cobrar los impuestos; en ese sentido sí es conservador: no quiere ningu-
na innovación por buena que sea.

Ahora, señores, una de las objeciones que se hacen al sistema por otro diputado 
de Coahuila, por el señor diputado Rodríguez González, pues él cree que con este 
sistema establecido se perjudicará la instrucción pública, porque él cree que, es-
tableciendo ese sistema, ya el Estado no podrá tener dominio sobre la Instrucción 
Pública, sino que los ayuntamientos obrarían libremente; pues, sin embargo, en mi 
concepto, si se aprueba ese sistema o no se aprueba, los Estados tendrán la libertad 
de proceder, en cuestión de instrucción pública, según lo estimen conveniente, por-
que aquí no se dice precisamente que las escuelas estarán a cargo directamente del 
municipio o del Estado. Me podrán decir ustedes, en apoyo de su tesis, que por el 
sistema establecido casi en todos los Estados las escuelas están a cargo de los ayun-
tamientos; pues eso es solamente en algunos, es cierto, y en otros hay otros siste-
mas. Nada menos en el Estado de Puebla me decía un compañero que al maestro le 
pagaba quince pesos el ayuntamiento y quince pesos el Estado. La dirección técnica 
de la instrucción pública, en todos los Estados, la tiene el Ejecutivo y nombran a 
los maestros los ayuntamientos, y con este sistema hay frecuentemente conflictos, 
porque los ayuntamientos dicen: si el Ejecutivo y el Ayuntamiento pagan, ¿por qué 
no tienen ambos el derecho de nombrarlos? En otros casos los inspectores de las 
escuelas son nombrados por el Ejecutivo y pagados en parte con los fondos del Es-
tado, y en otras partes con los fondos del Ayuntamiento. En mi concepto, este temor 
del diputado González no tiene razón de ser, porque la legislatura local dictará las 
leyes sobre instrucción en la forma que lo crea conveniente. Si creen conveniente 
que esté la instrucción pública bajo la vigilancia del Gobierno del Estado, da mejor 
resultado por la unidad de acción, por la igualdad de sistema, pues podrían decir 
que la instrucción pública sea pagada también por el Estado para tener dominio 
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completo sobre ella, y yo creo que esto sería lo mejor, porque, en ocasiones, el Esta-
do quiere mejor la instrucción pública y no puede porque los municipios son los que 
pagan; pero, como decía, esto será cuestión de la Legislatura local; allí se adaptará 
el sistema que mejor se estime conveniente, y si tiene la Dirección Técnica es justo 
que también lo pague, y si lo paga, pues entonces es muy sencillo, pues resulta que 
este tanto por ciento que va a percibir el Estado, teniendo que pagar las escuelas, 
se acrecentará un poco más.

—El C. Rodríguez González: Quiero preguntarle al señor si no cree que es afec-
tar esa libertad con ese tanto por ciento que señalaron las legislaturas de los Estados.

—El C. Avilés: No, señores; no lo creo. En mi concepto, el sistema que propongo 
evita muchas molestias sobre los causantes. Se suprime buen número de empleados, 
los gastos de recaudación disminuyen, y ¿por qué no lo aceptamos? Si ha dado buen 
resultado en Estados Unidos, que es el sistema establecido en el Estado de Michoa-
cán, ¿por qué no ha de dar buen resultado en los Estados de la República? Una de 
las objeciones que se han hecho es que los ayuntamientos no tienen la capacidad 
suficiente y que tendrían que decretar impuestos a diestra y siniestra, y que muchas 
veces estarían constituidos los ayuntamientos por unos cuantos compadres que se 
despacharían a su antojo. Los señores que han asegurado esto han incurrido en con-
tradicción, porque si por una parte dicen que los ayuntamientos no pueden decretar 
ni legislar, por la otra admiten que sí pueden legislar y que sí van a decretar a dies-
tra y siniestra impuestos. En mi concepto, los ayuntamientos sí tienen derecho para 
legislar en las cosas pequeñas, para la reglamentación de Policía y otros puntos de 
pequeña importancia; pero es claro que tratándose de hacienda, la Legislatura local 
en una ley general establecerá las bases generales para establecer los impuestos, y 
no los ayuntamientos, que van a estar decretando impuestos nuevos e improceden-
tes. (Voces: ¡A votar! ¡A votar!). Pues bien, señores, vamos a votar, pero a votar en 
contra del dictamen de la Comisión.

—El C. Calderón: Pido la palabra, señor presidente.
—El C. secretario: La Presidencia manifiesta a usted, por conducto de la Secre-

taría que ya ha hecho uso de la palabra tres veces y que en este momento no puede 
concedérsela.

—El C. Calderón: Bueno, ¿entonces me quedo con la imputación? No voy a defen-
der mi personalidad, sino el prestigio de la revolución. (Voces: ¡Que hable! ¡Que hable! 
¡No! ¡No!)

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Alberto González.
—El C. Calderón: Bueno, ¿entonces me quedo con la imputación?
—El C. González Alberto: Señores diputados: vais a ser indulgentes y a oír sólo 

un párrafo de la Constitución del Estado de Hidalgo, para ver si es posible que se uni-
fique la opinión. Yo estoy enteramente de acuerdo con la libertad absoluta que para 
el municipio pide nuestro compañero el señor Medina, está en lo justo la forma; pero 
en lo que no estoy de acuerdo es meramente cuestión de detalle. La Constitución de 
Hidalgo, donde el Poder Municipal es completo, dice así: (Leyó el artículo 17 de dicha 
Constitución). El Municipio percibía casi de todos los ramos, y sólo se dejaba al Estado 
lo necesario para pagar las fuerzas de seguridad y los empleados del Ejecutivo. No es 
necesario, si todo es del municipio y todo lo ha de cobrar el municipio para su perfecta 
labor económica e independiente; ¿a qué, pues mandarle un inspector si todo perte-
nece al municipio? Y, por consiguiente, puede cubrirlo sin necesidad de inspectores 
de ninguna clase. (Siguió leyendo la Constitución del Estado de Hidalgo.) De manera 
que formado el presupuesto de egresos e ingresos no habrá necesidad de recurrir a la 
Suprema Corte de Justicia. No puede surgir conflicto económico, toda vez que el Ayun-
tamiento tiene su tesorería municipal y sus fondos propios, lo mismo que el Estado, y 
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el municipio no pueden intervenir en la tesorería general del Estado. En caso de que 
surgiera un conflicto económico, bastarían para resolverlo los tribunales del Estado. Si 
la Comisión está de acuerdo... (Voces: ¡A votar! ¡A votar!). Si la Comisión se fija en estos 
detalles, que son cuestión de orden y no de fondo, podemos votar el dictamen.

—El C. Calderón: Hay una gran mayoría que trata de apoyar el dictamen de la 
Comisión, y juro a ustedes por mi honor y se convencerán más tarde, de que incurren 
en un error decapitando la autoridad municipal. Es simplemente porque conozco el 
ramo de hacienda por lo que yo tengo el deber de defender y estudiar a fondo esa 
cuestión. Yo he oído una imputación que hasta cierto punto lastima mi honor de re-
volucionario. Yo he oído que alguien dice que somos retardatarios, conservadores en 
el ramo de hacienda, y si hemos aceptado los viejos moldes para recaudar impuestos, 
es porque de un día a otro, es imposible aceptar otro sistema; cuando se termine el 
catastro de la propiedad el sistema de impuestos será simplificado, y ojalá que de 
una vez lleguemos al impuesto único, y aquí tenéis la ley de ingresos del Estado de 
Jalisco, y en esta ley la propiedad del pobre se grava de una manera insignificante y 
la del rico esta muy gravada.

—El C. secretario: Por acuerdo de la Presidencia se pregunta si está suficiente-
mente discutido. Los que estén por la afirmativa se servirán ponerse de pie. Sí está 
suficientemente discutido. La Comisión separa para su votación la parte que se re-
fiere a la Suprema Corte de Justicia.

—El C. Palavicini: Pido la palabra, señor presidente, para una moción de orden.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Palavicini: Tengo entendido que los presentes queremos votar sobre todo 

el artículo 115, que es muy esencial; de manera que si lo desechamos, como probable-
mente sucederá, para evitar nueva discusión inútil, queda entendido que aceptamos 
el artículo 115 del proyecto del Primer Jefe. (Voces: ¡No! ¡No!).

—El C. secretario: La Presidencia, por conducto de la Secretaria, manifiesta a la 
Asamblea que en caso de que sea rechazado el dictamen vuelve a la Comisión para 
que presente uno nuevo.

Por acuerdo de la Presidencia se pregunta a la Asamblea si quiere votación espe-
cial para la fracción ii que ha estado a discusión. (Voces: ¡Todo! ¡Todo!) Entonces se 
reserva para su votación.

2

—El mismo C. secretario: Las fracciones iii, iv, v y vi dicen: 
“iii. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica para todos los efec-

tos legales.
“El Ejecutivo federal y los gobernadores de los Estados tendrán el mando de la 

fuerza pública en los municipios donde residieren habitual o transitoriamente.
“Los gobernadores constitucionales no podrán ser reelectos ni durar en su encargo 

más de cuatro años.
“Son aplicables a los gobernadores substitutos o interinos las prohibiciones del 

artículo 83.”
Están a discusión. ¿No hay quien pida la palabra? Se reserva para su votación.
—Un C. diputado: No son fracciones, son párrafos.

3

—El C. secretario: El párrafo v del artículo 115 dice:
“El número de representantes en la legislaturas de los Estados será proporcional 

al de los habitantes de cada uno; pero, en todo caso, el número de representantes de 
una Legislatura local no podrá ser menor de quince diputados propietarios.”

DD Tomo III • (2015).indd   400 03/11/16   2:05 p.m.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2016.  
Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

Libro completo en: https://goo.gl/EEtv2j



[ 401 ]

Está a discusión.
—El C. Terrones: Pido la palabra para una interpelación.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Terrones: Suplico a la 2ª Comisión me diga si cree que un Estado como 

Aguascalientes, Morelos y Colima puede sostener 15 representantes; sólo que no les 
paguen.

—El C. Medina, miembro de la Comisión: Señores diputados: la Comisión ha 
creído que cada Estado podrá arreglar el pago de sus diputados, pero ha considerado 
asentar como un principio constitucional que las legislaturas locales constan cuando 
menos de 15 diputados para evitar las viejas familiaridades que había en los Congre-
sos anteriores muy reducidos. Estos cargos vienen a ser llenados por los ciudadanos 
patriotas, y si no existe ese patriotismo, no puede existir ningún gobierno.

—El C. Terrones: La cuestión de familiaridades no se resuelve con el número de 
diputados, y en mi concepto, el número de siete es bastante. (Voces: ¡A votar! ¡A votar!)

—El C. presidente: Tiene la palabra en contra el ciudadano Ramírez Villarreal.
—El C. Ramírez Villarreal: Señores diputados: Cuando la honorable Comisión, 

o mejor dicho, cuando las honorables diputaciones de Jalisco y Michoacán quisieron 
hacer con Colima lo que la soldadesca judía hizo con la capa del justo; cuando un se-
ñor representante de Jalisco quería arrebatarnos el insignificante pedazo de volcán 
que nos queda, me había hecho el propósito desde entonces de no volver a hablar en 
esta tribuna, sino por cuestiones que afectaran directamente a la entidad que tengo 
el honor de representar; y este es el caso, porque en el dictamen de la honorable 2ª 
Comisión se establece que sean quince diputados por cada Legislatura local, cuando 
menos. En Colima, señores, diputados, donde solo hay setenta y siete mil habitan-
tes; en Campeche donde hay ochenta y cinco mil; en el Estado de Tlaxcala, en el de 
Aguascalientes, en el nuevo del Nayarit, en todos estos, en donde el número de habi-
tantes no asciende a una suma que pueda justificar ese número de representantes, 
el número de diputados establecido por la 2ª Comisión, es enorme. Voy a decir a us-
tedes los inconvenientes que le encuentro, que son de carácter económico y político. 
El económico es el siguiente: el Estado de Colima, que cuenta con siete municipios, 
que es uno de los Estados más pequeños de la República, se encontrará con grandes 
dificultades para poder pagar estos quince diputados. Hay otro inconveniente, que 
es el político. Para el nombramiento de estos quince diputados habría que dividir el 
Estado en quince distritos, y el Estado sólo tiene poco más de cinco mil kilómetros 
cuadrados; la única población de importancia es la capital, pues las otras que vienen 
en segundo lugar, sólo tienen de dos a tres mil habitantes, y esto las más pobladas, 
de donde resulta que haciendo un distrito por cada municipio, tendremos que sólo se 
formarían seis distritos con los municipios foráneos y en la capital habría que esta-
blecer nueve distritos, lo que daría por resultado que tendríamos que poner un distri-
to por cada manzana, y esto es absurdo. Por esta razón, señores diputados, teniendo 
en cuenta que el Estado de Campeche, el de Colima y los demás que he mencionado, 
están en las circunstancias de imposibilidad material económica y política que ya 
he dicho, os ruego votéis en contra de esa fracción y creo más practicable lo que el 
proyecto del Primer Jefe propone, es decir, que sean siete diputados como mínimo 
por cada Estado.

—El C. Múgica: Pido la palabra, señor presidente.
—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Múgica.
—El C. Múgica: Respetable Asamblea: Como habéis oído, los razonamientos 

que el señor Ramírez Villarreal viene a traer a vuestra consideración para ata-
car el dictamen no tienen ningún fundamento, porque nos ha venido a hablar de 
la pobreza del Estado de Colima, de su escaso número de habitantes y de todas 
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las condiciones que la Constitución exige, y que dicho Estado no llena para ser 
Estado; lo siento por Colima, pero yo sentiría más si con esos razonamientos esta 
Asamblea rechazara el dictamen de la Comisión. El poder legislativo, señores, 
como bien se ha dicho aquí en esta tribuna, es una representación del pueblo, es 
una de las tres ramas en que se divide la soberanía popular y debe estar consti-
tuido de una manera seria. La esencia misma del Poder Legislativo estriba en el 
número de sus representantes; un Poder Legislativo de siete miembros como se 
propone, simple y sencillamente es ridículo aparte de ser enteramente peligroso; 
es ridículo porque el conglomerado social que se llama pueblo se viene a reducir a 
una minoría tan insignificante, que casi no es representación, y es peligroso por-
que, como dije aquí, cuando se trataba de restringir el número de habitantes por 
cada diputado que debía enviarse al Congreso de la Unión, es peligroso, digo, por-
que se constituyen las diputaciones en uno de estos dos casos; o en una diputación 
servil, o enteramente hostil al Ejecutivo, no llenan sus funciones, desvirtuando 
las instituciones republicanas, y en ambos casos, señores, no llenan los fines para 
que han sido electos, y voy a demostrarlo: Supongamos que una Legislatura de 
siete representantes es hostil al Ejecutivo. ¿Cuantos miembros de esta legislatu-
ra se necesita reunir para que puedan trabajar? Cinco, este el quorum de siete. 
Muy bien, he estado más liberal de lo que debía, pues la mayoría en este caso 
puede ser de cuatro. De otro modo no tendríamos esa dificultad, pues si elegimos 
quince y cinco de ellos son enteramente hostiles al Ejecutivo, como tendría que 
ser, aunque no precisamente por sistema, sino muchas veces por razones de jus-
ticia o de algunos otros intereses locales y que hagan una fuerte oposición en el 
seno de esta Asamblea local; en estos cinco la mayoría son tres. ¿Hay dificultades 
para que tres se pongan de acuerdo y puedan echar abajo a un Ejecutivo o puedan 
dictar en contra de una ley autorizada por el Ejecutivo u oponerse al Ejecutivo 
sistemáticamente y dar al traste no solamente con el Poder Ejecutivo, sino con 
las instituciones del Gobierno en un Estado? Esta consideración, repito, señores, 
debe ser seriamente meditada por ustedes; pero ahora vamos al caso contrario, 
señores. Supongamos que en la legislatura no hay oposición, y si hay oposición 
es una minoría insignificante, que no debe tomarse en cuenta, y que el Ejecutivo 
necesita tratar asuntos de importancia para el Estado o de importancia para él; 
en caso de que sean asuntos de verdadera importancia para el Estado, no creo 
que encontraríamos verdadera luz en una legislatura en que cinco representantes 
pueden resolver esos negocios, y en caso contrario, en caso de que se tratara de 
intereses personales, que muy bien pueden ocurrir en el curso de nuestra vida 
política, entonces tendríamos el caso de que un Ejecutivo podría sobornar a tres 
diputados y con tres diputados llevar a feliz término aquellos intereses por más 
descabellados que sean. Ya veis, pues, señores diputados, que es muy inconve-
niente una legislatura tan pequeña; en cambio, con una legislatura cuando me-
nos de quince representantes, tendremos mayores garantías, se votarán reformas 
en las que habrá verdadera discusión, y entonces de allí saldrán leyes que sean 
verdaderamente útiles, que condensen todas las necesidades del pueblo de una 
manera efectiva. Ruego a ustedes que tomen en consideración mis palabras, que 
si las encontráis fundamentadas, votéis en favor del dictamen. (Aplausos).

—El C. secretario: Por acuerdo de la Presidencia se aplaza la discusión sobre 
este punto. El párrafo vi dice:

“En los Estados, cada distrito electoral nombrará un diputado propietario y un 
suplente”. 

Está a discusión. ¿No hay quien quiera hacer uso de la palabra? Se reserva para 
su votación.
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4

—El C. secretario: la última parte del artículo 115 dice:
“Sólo podrá ser gobernador constitucional de un Estado, un ciudadano mexicano 

por nacimiento.” 
Está a discusión. Las personas que deseen hacer uso de la palabra, pueden pasar 

a inscribirse.
La Presidencia dispone que se deje para discutirla mañana la fracción del artículo 

relativo a que se acaba de dar lectura, en vista de que parece que la Asamblea se 
siente fatigada.

—El C. Terrones: Yo creo que debe seguir la sesión, en tanto que no esté discuti-
do todo lo relativo a los Estados de la Federación.

—El C. secretario: Para que la Asamblea se dé cuenta de lo que falta por discutir, 
la Presidencia dispone que se dé lectura a la lista de oradores en pro y en contra de esta 
última parte. (Leyó. Voces: ¡Que se discuta! ¡Que se discuta! ¡Que se vote lo que ya se 
ha discutido!) La Presidencia manifiesta a la asamblea que como esta parte que se va a 
dejar para mañana, es la última del artículo 115, éste no se puede votar.

—El C. Jara: Señores diputados: La Comisión hace, por mi conducto, una acla-
ración que nos parece ahorrará tiempo. Ponemos aquí que será mexicano por nacimiento, 
porque la Constitución local, la Constitución del Estado, fijará las demás reglas para 
ser gobernador. (Voces: ¡Que se discuta todo de una vez!)

—El C. Rivera Cabrera: El móvil que ha guiado a los oradores del contra es que 
sean mexicanos por nacimiento e hijos del mismo Estado.

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Enríquez.
—El C. Enríquez: Vengo a propugnar, aunque sea humildemente, en favor de la 

iniciativa que la diputación hidalguense ha presentado a la consideración de esta ho-
norable Cámara; y vengo a propugnar por ella, señores diputados, en virtud de que 
creo que encierra una idea enteramente patriótica. El artículo 115, en su parte final, 
dice: “Sólo podrá ser gobernador constitucional de un Estado un ciudadano mexicano 
por nacimiento”. Pues bien, señores diputados: si aprobamos esta parte final del artículo 
115, quedaremos en las mismas condiciones de antes, porque entonces habrá lugar a las 
imposiciones y tendremos malos gobernantes. Es indudable que el individuo nacido en 
un Estado tiene para éste un cariño más acendrado, tiene mayores relaciones, parien-
tes, amigos, y si resulta electo, es indudable también que se propondría administrar y 
cumplir a más y mejor con las obligaciones que le impone su carácter de gobernante. 
Para ilustrar el asunto de referencia, traeré a colación un hecho de política local. En 
mi Estado, en el Estado de México, en las postrimerías del Gobierno del señor Madero, 
surgió una pugna para la lucha electoral. Los liberales radicales nos pusimos en contra 
del partido católico y de los liberales moderados; éstos y el partido católico presentaron 
la candidatura de Francisco León de la Barra; pues bien: Francisco León de la Barra no 
era ni siquiera vecino del Estado de México. Conforme a la Constitución local se podía 
ser vecino del Estado de México por dos conceptos: por una residencia efectiva de más de 
seis meses en el Estado de México, o bien por tener en el mismo Estado una propiedad 
raíz. Los liberales radicales, los maderistas, que estábamos en minoría, no contábamos 
con grandes elementos, pero sí contábamos con esa gran fuerza, la fuerza legal, y dijimos 
a Francisco León de la Barra: no puedes ser gobernador de nuestra tierra, porque en 
primer lugar, no eres nacido en el Estado de México, y en segundo lugar, no eres vecino 
del mismo Estado. Pues bien señores diputados, ¿saben ustedes lo que hicieron los reac-
cionarios y los conservadores? Se pusieron de acuerdo con la Cámara local, y la Cámara 
local decidió, por medio de un decreto, que el hipócrita y falaz Francisco León de la Barra 
era hijo del Estado de México; pero Francisco León de la Barra tuvo un poco de pudor y 
entonces, para considerarse con mejor derecho vecino del Estado, compró un terreno de 
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veinticinco pesos, me parece, no sé si en Texcoco o en Chalco; el señor Aguilar nos podrá 
ilustrar en este sentido.

—El C. Aguilar: No fue en Chalco, fue en Tlalnepantla.
—El C. Enríquez: Pues bien, señores diputados: Francisco de León de la Barra, 

por medio de los elementos que tenía, resultó electo gobernador del mismo Estado; 
desgraciadamente, señores diputados el señor presidente Madero fue villanamente 
asesinado en febrero y la imposición se llevó a cabo; pues bien, por eso precisamente, 
para evitar casos como este, yo me declaro partidario, señores diputados de que para 
ser gobernador del Estado se exija la ciudadanía mexicana por nacimiento, y, ade-
más, que sea oriundo y vecino del mismo, por un periodo de tiempo no menor de un 
año inmediatamente antes de la elección. Ya dije, señores diputados, cuales son las 
razones capitales: en primer lugar, que evitará la imposición de individuos extraños, 
y, en segundo lugar, que este requisito de nacimiento y vecindad trae como conse-
cuencia necesaria el mejor conocimiento del medio y por ende, por consecuencia, la 
mayor aptitud del individuo que ocupa la gubernatura, para llevar por buen camino 
al Estado que lo haya elegido. No quiero desarrollar más las consideraciones que te-
nía apuntadas, en virtud de que tanto la Presidencia como la Asamblea, parece que 
quieren que el debate sea lo más breve posible para votar el artículo 115.

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Herrera Manuel.
—El C. Herrera Manuel: Señores diputados. Vengo a tomar la palabra en pro 

del dictamen de la Comisión, al cual se acaba de dar lectura y que se encuentra en 
estos momentos a discusión. Lo considero de justicia, señores diputados, y por eso 
lo hago así. Efectivamente, creo que con la consagración de esta fracción no se hace 
otra cosa más que reconocer el principio de la libre elección, no se hace otra cosa más 
que reconocer una vez más el principio del sufragio efectivo. Establece la fracción 
que para ser gobernador se necesita ser mexicano por origen. Perfectamente, señores 
diputados; no puede ser de otra manera, porque tendríamos que aceptar, en el caso 
contrario, a algún extranjero o a algún extranjero nacionalizado. Pero vamos a poner 
simplemente un caso para que veamos la justicia de esta fracción; quiero suponer 
este caso: cualquiera de vosotros, señores diputados, es nombrado ministro plenipo-
tenciario en Francia, se traslada allá y allí nace un hijo suyo; en virtud del Derecho 
Internacional, el lugar en que se encuentra la Embajada, se reputa como suelo mexi-
cano, y aquel hijo, aunque haya nacido en Francia, después de algún tiempo viene 
a la República Mexicana, y si sus padres son de Tamaulipas o de cualquier Estado, 
puede ser postulado para gobernador del Estado. No sucede así en el caso que voy 
a exponer: un individuo es de Tamaulipas, sale a un viaje y va a Yucatán; en Yuca-
tán nace un hijo suyo, regresa a Tamaulipas después; en Tamaulipas donde el niño 
crece, en Tamaulipas es donde tiene vinculados sus anhelos, es donde se desarrolla 
su infancia, donde su juventud también se desarrolla, es donde tiene propiedades y 
es adonde tiene también vinculados sus intereses; pues bien; llega la época en que 
ese joven es hombre y tiene una gran popularidad en el Estado; el Estado quiere 
postularlo; pero no puede porque no ha nacido allí, a pesar de que sus padres son 
de Tamaulipas y a pesar de que tiene en ese Estado todos sus intereses y todos sus 
afectos; no puede, señores diputados, porque nació en Yucatán, ser gobernador. Esto 
sencillamente es una violación, y esto sencillamente también, legislado aquí, en el 
Congreso Constituyente, es una violación a la soberanía de los Estados. Los Con-
gresos locales son los que deben tener facultades para determinar las condiciones 
bajo las cuales pueda ser o no electo un gobernador. El Congreso de cada uno de los 
Estados es el que, constitucionalmente, lógicamente, jurídicamente, debe dictaminar 
cuáles son las condiciones para poder ser postulado gobernador y ser gobernador. De 
otro modo atacamos, por una parte y en primer lugar, a la libre elección, y por otro 

DD Tomo III • (2015).indd   404 03/11/16   2:05 p.m.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2016.  
Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

Libro completo en: https://goo.gl/EEtv2j



[ 405 ]

lado, a la soberanía de los Estados. Consagremos, pues, señores, el principio del su-
fragio efectivo, y consagremos de una vez el principio de la libre elección. (Aplausos. 
Voces: ¡A votar! ¡A votar!).

—El C. González Galindo: Pido la palabra señor presidente.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra. (Voces: ¡A votar! ¡A votar!).
—El C. González Galindo: Justamente porque ya está cansada la Asamblea. 

Pretendíamos que fuera separada esta parte del artículo 115 para poder discutirla 
mañana y votar ahora lo que ya estaba discutido. Si ya no quieren escucharme, pido 
que sea retirada esta parte para que sea discutida después. (Voces: ¡Que hable! ¡Que 
hable!).

—El C. González Galindo: Señores diputados: Alguna parte de la Asamblea ha 
impugnado la iniciativa altamente patriótica de que los gobernadores de los Estados 
sean precisamente nativos del Estado que van a gobernar. No sé qué miras políticas, 
porque no puede ser otra cosa, se traigan los señores diputados que vienen en con-
tra de esa iniciativa, y mucho me extraña también que la 2ª Comisión ni siquiera se 
haya dignado, dándose un aire de aristócrata, ni siquiera se haya dignado tomarla 
en consideración, porque cuando se presenta una iniciativa, debe hacerse alusión a 
ella en el dictamen, pero aquí no ha sucedido eso; es quizá que se le ha considerado 
como falta de carácter, como cosa indigna que no merecía la digna atención de la 
honorable Comisión.

—El C. Jara: El señor diputado que está haciendo uso de la palabra no está en lo 
justo en sus apreciaciones; la Comisión es tan demócrata como él, quizá más que él, y 
si no hacemos mención a esa iniciativa a que él alude, es porque no la hemos recibido 
y no tenemos el don de adivinación.

—El C. González Galindo: Es extraño, señores, que la 2ª Comisión no haya re-
cibido esa iniciativa; pero de todas maneras es de considerarse con alguna atención 
por esta Asamblea. Se viene esgrimiendo el argumento de que se va a atentar contra 
la soberanía de los Estados. ¡Qué escrupulosos son los señores diputados que así 
piensan! Cuando en este mismo artículo que estamos legislando se viene tratando 
sobre la manera adecuada de cómo deben hacer las legislaturas para cobrar sus 
impuestos, y al pedir los requisitos para un gobernador se dice que venimos atrope-
llando la soberanía, de manera que parece que hay dos pesos y dos medidas. No hay 
igualdad, ni equidad, y si conviene a los fines políticos de ellos, entonces se citan los 
artículos de la ley y entonces no se atropella la soberanía del Estado, pero cuando 
atañe a esos fines políticos, entonces sí no hay que tocarlo, somos localistas. Pues, 
señores diputados, se debe ser localista porque así como somos mexicanos y no ad-
mitimos que un extranjero venga a ser presidente de la República, así no debemos 
consentir que en un Estado que va a ser, por decirlo así, presidente de aquel Estado, 
no debe ser el gobernador de otra parte más que del Estado. Quizá este localismo 
les moleste a algunos señores diputados, pero creo que no deben molestarse, desde 
el momento que en sus casas son localistas también, porque yo creo que ningún jefe 
de familia va a decir: yo doy libertad a cualquiera que venga a gobernar mi casa, 
porque yo no soy localista; pues de la misma manera en el Estado no debe permitir-
se que un ciudadano extraño vaya a gobernar. Si tienen alguna experiencia los se-
ñores diputados respecto de los gobernadores que en esta época revolucionaria han 
ido a gobernar Estados que no conocen, se habrán convencido de que lo han hecho 
muy mal, no por voluntad suya, sino porque, como he dicho, no conocen el medio, 
Voy a poner por caso, por ejemplo, el Estado de Puebla; yo no soy de Puebla, pero 
estoy algo penetrado de lo que pasa allí. Desde que la revolución ha llegado y dio 
facultades extraordinarias a los jefes del Ejército nombrándolos provisionalmente 
gobernadores, muchos de éstos, al tomar posesión de estos gobiernos, no conocen ni 
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sus recursos ni sus elementos y, lo que es más, no conocen a los elementos revolucio-
narios de la localidad. En este concepto ha hecho un fracaso la revolución, y así como 
ha sucedido en Puebla ha sucedido en otras partes también. No cabe duda, señores 
diputados, que solamente los revolucionarios de la localidad son los que conocen a 
los enemigos de la revolución y quiénes son los partidarios de ella. Desde este punto 
de vista debiera tenerse como lógico atenerse a la relación de estos elementos ge-
nuinamente revolucionarios, y en el Estado de Puebla, lejos de ser así, ha sucedido 
que los verdaderamente reaccionarios, los reaccionarios por abolengo, los que han 
servido desde Porfirio Díaz hasta Madero, son los mejor atendidos. ¡Quién había de 
creer que en Puebla sea árbitro de los destinos de aquel Estado un don Felipe T. 
Contreras, zapatista, felicista, convencionista, huertista y actualmente carrancista! 
La situación del Estado de Puebla es un ejemplo típico de los Estados que están 
gobernados por gobernadores que no conocen el medio. En el Estado de Puebla es se-
cretario de Gobierno el señor don Marciano González; este señor no es del Estado de 
Puebla y, por consiguiente, se ha dejado envolver de elementos reaccionarios; el se-
ñor don Marciano González, que es secretario general de Gobierno, dirige, por decir-
lo así, al señor general Cesáreo Castro, que es un revolucionario que no tiene tacha, 
pero él se confía en la dirección política del señor don Marciano González, y cada 
día va de fracaso en fracaso, debido a que está dirigido el Estado por dos hombres 
extraños a él: Marciano González y Felipe T. Contreras. De Marciano González poco 
a casi nada tengo que decir, sino que fue uno de los que defeccionaron en tiempo de 
la Convención, y que ahora está enteramente dominado por Felipe T. Contreras. De 
este último sería preciso, escribir un libro para decir todos los pecados políticos que 
tiene, y como no está en su Estado natal, poco le da que vaya de fracaso en fracaso. 
Esto que pasa, señores, en la época revolucionaria, tiene que suceder en la época 
constitucional si se asienta en la Constitución Política que puede ser gobernador 
cualquier ciudadano que no sea hijo del Estado; pero no deben darse por aludidos 
muchos de los señores diputados que tengan algún compromiso político; el señor De 
los Santos no puede molestarse desde el momento en que él es hijo de San Luis Poto-
sí y, por consiguiente, está apto para ejercer el gobierno de aquel Estado. (Aplausos. 
Risas). Esto no es por halagar al señor De los Santos porque frente a él está también 
la candidatura del coronel Barragán, que también es del Estado. El señor Martínez 
Escobar temerá que si se deja esta ley favoreciendo a los hijos de un Estado, podrá 
hacerle competencia el señor Palavicini. (Aplausos. Risas). Yo creo, señores diputa-
dos, que el señor Palavicini no aspira al Gobierno de aquel Estado, pero no lo digo 
sino porque sé que el Gobierno de un Estado es poca cosa para él.

El señor Palavicini puede, mañana que estén unificados los partidos de esta Cámara 
—y yo no creo que haya aquí enemigos de la revolución; yo creo que los de la derecha 
y de la izquierda todos son revolucionarios; yo no creo que haya aquí condicionales e 
incondicionales, pues todos hemos luchado en la revolución y todos somos partidarios 
lo mismo de Obregón que de Carranza; ahora no hay partidos, pero mañana, como cosa 
necesaria, los habrá—, puede ser que el señor Palavicini vaya a representar el gobier-
no de la revolución en España o en Alemania, y no será como antes que se mandaba a 
los desterrados disfrazados de embajadores; no se trata de lo mismo, porque el Gobier-
no del señor Carranza sabrá elegir sus elementos; él sabe distinguir a los verdaderos 
revolucionarios y sabe darles las comisiones para que son aptos. Esto no quiere decir 
que el señor Palavicini no pueda ser gobernador de su Estado natal, pero no podrá 
serlo del Estado de Nayarit. Los hijos que nacen en el extranjero, en el caso que se ha 
referido de un embajador, nacen en territorio mexicano, porque bien saben ustedes que 
el edificio que ocupa la embajada se considera como parte del territorio mexicano. Lo 
que hay que hacer, lo que nosotros debemos hacer en bien de los Estados que sufren 
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bajo la mano de un gobernador que no conoce el medio y que no le detiene ninguna 
consideración, es precisamente hacer que sean hijos del mismo Estado que van a go-
bernar, porque no siempre será jefe de la nación un Venustiano Carranza sino que 
puede volver otro Porfirio Díaz que mande a gobernar a un ciudadano de Campeche a 
Sonora a uno de Tamaulipas a Yucatán y a uno de Veracruz a Aguascalientes, y como 
esos gobernadores tendrán que ser impuestos, irán indudablemente de fracaso en fra-
caso, y entonces ¿de qué salimos, señores diputados? ¿De qué sirve que hayan muerto 
tantos miles de mexicanos porque el sufragio electoral sea efectivo? El señor licenciado 
Herrera decía que se dejara en libertad el sufragio; pues la manera de dejarlos que sea 
libre es poner este requisito, porque si por una parte dejamos en libertad al sufragio y 
por otra parte se ataca a la soberanía de los Estados, pero antes de definir hasta dónde 
llega la soberanía, no se puede pasar por ella. He dicho. (Aplausos).

—El C. secretario: La Presidencia consulta a la Asamblea si se considera sufi-
cientemente discutido.

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Recio.
—El C. Recio: Aquí tenemos precisamente el caso típico del egoísmo ruin a que se 

hizo referencia en ocasiones anteriores. Mucho se debatió en esta Asamblea si debía 
o no darse acceso a los escaños de esta Cámara a los latinoamericanos. La idea fue 
prohijada por gran número de diputados, y ahora que se trata de los nuestros, veni-
mos a levantar en plena Asamblea la tienda de campaña del localismo. No se acierta 
a comprender cómo haya quien sostenga teorías tan absurdas como ésta. La Comisión 
ha estado perfectamente cuerda al no hacer objeciones de ninguna clase y poner sen-
cillamente su fracción, diciendo que sólo se necesita el requisito de ser mexicano por 
nacimiento para ser gobernador del Estado; si hubiese hecho otra cosa, hubiese caído 
también en el ridículo. La Comisión tiene abogados competentes y personas de buen 
juicio y criterio y no cayeron en ese ridículo que sería sencillamente, señores, atropellar 
la soberanía de los Estados. Ya lo dijo el señor Herrera, y aun cuando sabemos que hay 
un principio físico que dice: que siempre el eco es mucho más débil que el sonido que lo 
produce; como éste es el argumento de la cuestión, necesario es sostener que en todas 
ocasiones la soberanía de los Estados se invadiría en esta forma. Cada Estado puede 
perfectamente adoptar la forma que le convenga en este sentido para ser gobernador; 
unos dirán que sí necesitarán cinco años de vecindad; otros más benévolos, exigirán un 
año, y otros pondrán en su Constitución que es necesario el requisito de nacimiento; 
pero nosotros no debemos ir a atropellar esa soberanía de los Estados, porque son ellos 
los que deben determinar qué cualidades debe reunir un ciudadano para ser goberna-
dor en tal o cual Estado. Me parece que hay un decreto de la Primera Jefatura respecto 
a este asunto, en el que dice que todos los que hubiesen prestado servicios eminentes 
a la patria tienen derecho a ser gobernadores en este cuatrenio en cualquiera de los 
Estados, y esto es perfectamente razonable, pues es un asunto político que debemos 
nosotros considerar en esta ocasión solemne. (Voces: ¡No! ¡No!) 

Ha habido algunos Estados de la República que han sido completamente reacciona-
rios en la contienda política, y en estos Estados no tenemos elementos de fuerza y de 
inteligencia suficiente para encauzar la opinión. y no sería lógico que un hijo de Tamauli-
pas de Sonora o de Sinaloa no pudiera ser gobernador de Tabasco o Yucatán. Creo que lo 
prudente, en esta ocasión reflexionando este asunto, será permitir, por convenir así a la 
política en la situación actual en que se encuentra el país, que durante las elecciones de 
este cuatrienio, sea gobernador de cualquier Estado cualquier mexicano, y que a partir 
de 1921 se tomen en consideración las proposiciones que han hecho los otros oradores.

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Pintado Sánchez.
—El C. Pintado Sánchez: Señores diputados: El compañero de Oaxaca y el señor 

Recio han venido a decir aquí que la iniciativa que proponemos ataca la soberanía de 
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los Estados, y que debemos votar por el dictamen de la Comisión; pues bien; el dic-
tamen de la Comisión puede decirse que invade esa soberanía, fijando desde luego el 
número de diputados que debe tener cada una de las legislaturas y, sin embargo, no 
quiere acceder a que se agregue ese requisito de que habla la iniciativa. La Constitu-
ción que siguió a nuestra emancipación de España —creo que fue en 1824— creó las 
entidades federativas; la Constitución de 57 vino a deslindar hasta en sus mínimos 
detalles la situación política de los Estados. Pues bien, señores; esto ha sido letra 
muerta y en todos los Estados hemos visto que se han atropellado los principios fun-
damentales de su política. Ha habido en Hidalgo gobernadores de Oaxaca y de todas 
partes, que no han ido allí más que a enriquecerse, y esto ¿por qué? Pues sencilla-
mente, porque van a regir entidades donde no tienen sentimientos ni vínculos que los 
liguen a ellas, y al tomar posesión de aquel puesto no se preocupan por los destinos 
de aquella entidad. Puede considerarse a los Estados como eran en la Constitución 
de 1857 en todas sus formas, bien como entidades propiamente dichas en su consti-
tución interior, bien en relación con el Centro. Tenemos en todos los Estados los tres 
poderes, y en Hidalgo, además, el Poder Municipal. El gobernador representando 
al Poder Ejecutivo; el Legislativo que en algunos Estados está compuesto de seis o 
siete diputados que cuando no están bajo el dominio del gobernador están sirviendo 
los intereses de una compañía minera, petrolera, etcétera, siempre están dominados 
por el capital o por el gobernador. Derrocó la revolución a la dictadura de Porfirio 
Díaz; en seguida vino la usurpación de Huerta y después, nuevamente, la revolución 
empezó, como tenía que ser, poniendo comandantes militares, a fin de que contro-
laran la acción del Gobierno; ahora todos estos comandantes resultan candidatos a 
gobernadores, y no se conforman con haber dispuesto de los bienes de aquellas po-
bres gentes, no se conforman con haber dejado los terrenos sin un grano de maíz, sin 
nada de cereales y haber embarcado en el Norte enormes cantidades de ganado, ¿y 
ahora nos van a decir que son gobernadores constitucionales? ¿Cómo van a resultar 
las Constituciones que den los legislaturas de los Estados bajo el dominio de estos co-
mandantes militares? Como ellos quieran. Yo vengo a proponer a ustedes que tengan 
en cuenta nuestra iniciativa. No tenemos el prurito de que se acepte ni mucho menos 
pero sí estamos convencidos de que obramos patrióticamente y de buena fe queremos 
que se adicione la última parte del artículo agregando que sean gobernadores de un 
Estado ciudadanos mexicanos por nacimiento e hijos del Estado. Ya el pobre pueblo 
mexicano lleva seis años de lucha, de sacrificios infinitos, de días negros y ha puesto 
su hacienda al servicio de la causa porque tiene la esperanza, más bien la ilusión, de 
que será imposible que llegue algún tirano a entronizarse en el Poder. Hagámosle 
ver que no son vanas sus ilusiones, sino que se van a realizar y que en el seno de esta 
Asamblea se está haciendo la Constitución que va a ser la roca inmensa donde se 
estrellen todas las tiranías y todos los tiranos. (Aplausos.)

—El C. presidente: Tiene la palabra la Comisión.
—El C. Jara, miembro de la Comisión: Ciudadanos diputados: La 2ª Comisión de 

reformas a la constitución no se empeña de una manera obstinada en sostener sus 
conclusiones cuando no le asiste razón; es decir: que no tiene interés especial en que 
el dictamen que se ha presentado sea admitido en la forma exacta en que lo presentó, 
y si la 2ª Comisión ha presentado el dictamen en su parte relativa en la forma que 
ustedes conocen, es porque, consecuente con los principios generales que se ha im-
puesto, ha querido establecer, para lo que respecta a los gobernadores, la misma for-
ma que se estableció en lo que respecta al presidente de la República. De allí resulta 
que por ejemplo, tratándose de las legislaturas de los Estados, tratándose del propio 
gobernador de los mismos, no entremos en más detalles que las legislaturas son las 
que tienen que resolver; porque una encontraría bueno lo que otras rechazarían. Si 
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venimos a asentar lo que propone, entre otros, el ciudadano y compañero Sánchez, 
muchas entidades federativas rechazarían nuestro proceder; poniendo esta limita-
ción, no es precisamente el nacimiento lo que hace que el hombre le tenga cariño a 
determinada parte de la tierra, a determinado pueblo y ciudad. Cuántos hombres 
han nacido en alguna población y se han separado por un lapso largo de tiempo, han 
vivido la mayor parte de su vida fuera de allí y regresan después encontrándose una 
ciudad nueva, una población nueva con otros habitantes; se encuentran que unos 
han cambiado de ocupación, que otros han muerto, y aquel que llega es en realidad 
un verdadero forastero y no va a sentir la misma simpatía, el mismo cariño, el mis-
mo afán por el adelanto y progreso de aquella población que el que haya vivido allí 
durante muchos años. Muchos ejemplos podría yo citar y especialmente me voy a 
permitir citar uno al señor diputado González Galindo. Mucio P. Martínez, goberna-
dor del Estado de Puebla durante muchos años, nació allí en el Estado de Puebla; el 
señor Mercado, de Michoacán, ¿no era michoacano? Y los ciudadanos michoacanos, 
y aquí puedo interrogar a la diputación de Michoacán, ¿estuvo muy contenta con el 
Gobierno del señor Mercado? Pues si nació allí debía, haber sido un buen goberna-
dor. Él mismo ha dicho que podemos tener más tarde un Porfirio Díaz, y a ello voy. 
En Yucatán, el señor Olegario Molina fue nativo de allí; creo que los yucatecos han 
de estar muy contentos al recordar el nombre de Olegario Molina, por los magníficos 
recuerdos que dejó allí durante su Gobierno. Como esos dos ejemplos, podría citar 
varios que demuestran de una manera palmaria que no es el nacimiento el requisito 
indispensable para ser buen gobernante. Respecto al requisito de vecindad más o 
menos prolongada hemos querido dejarla a las legislaturas de los Estados para que 
ellas, en uso de uno de sus inalienables derechos, elijan lo que más les convenga. Así 
pues, señores diputados, yo creo que vuestra soberanía está convencida de que la 
Comisión no ha presentado el dictamen sin estudiarlo y más en esta parte que es tan 
interesante, sino que lo ha meditado, y lo ha presentado al Congreso en esta forma, 
que en el concepto de la Comisión es la más adecuada, que es la que debe presentar-
se. No sé por qué, señores diputados, cuando se ha tratado lo que se relaciona con los 
municipios, se haya sido tan exigente en lo que toca a la soberanía de los Estados, y 
más tratándose de un asunto tan importante de que el jefe del Ejecutivo de cada Es-
tado, es decir, que nosotros, como Congreso Constituyente, seamos los que pongamos 
la pauta para que a ella se sujeten las entidades federativas, convengan o no a sus 
intereses. Así, pues espero que, meditando la cuestión con serenidad, votaréis por el 
artículo de referencia. (Aplausos.)

—El C. Terrones: Pido la palabra, señor presidente.
—El C. presidente: Tiene usted la palabra.
—El C. Terrones: Realmente no se necesita mucha inteligencia para comprender 

que la Constitución únicamente debe limitarse a designar de qué nacionalidad deben 
ser los gobernadores y todo lo demás debe dejarse enteramente a las legislaturas de 
los Estados. (Voces: ¡No! ¡No! ¡Sí! ¡Sí!) Aquí está la tribuna para el que tenga ideas 
contrarias a las que vengo a exponer. Ya se ha dicho aquí con suficiente buena fe, 
porque aquí no se trata de abogar por tales o cuales ideas políticas, ni mucho menos 
venir aquí a abogar por intereses personales; ustedes, que han sido los federalistas, 
deben comprender que si la Constitución designa o va más allá de los límites ya 
indicados, es decir, de que los gobernadores tengan que ser mexicanos, tengan que 
inmiscuirse en asuntos interiores de los Estados y eso hace la Constitución cuando 
designa el número de diputados que deben integrar el Congreso interior del Estado. 
Se trata, señores diputados de ser consecuentes con los propios principios, y además 
de las ideas expuestas por los diputados que me han precedido en el uso de la palabra 
en favor del dictamen, quiero manifestar a ustedes que antes de dejar esta Asamblea 
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dejemos sentado el precedente digno de los principios constitucionales, de que todos 
aquellos que vengan a hablar en contra de las ideas expuestas, son retrógrados. (Vo-
ces: ¡No! ¡No! ¡A votar!)

—El C. Rivera Cabrera: Pido la palabra, señor presidente. (Voces: ¡A votar! ¡A 
votar!)

—El C. secretario: ¿Se considera suficientemente discutido?
—El C. Rivera Cabrera: Pido la palabra. (Voces: ¡A votar! ¡A votar!)
—El C. Chapa: Moción de orden. Señores es inútil votar contra todo el artículo. 

Sólo se han objetado dos de las fracciones, que son la ii y la última; de manera que 
los que no estemos de acuerdo con estas fracciones, debemos pedir que se separen. 
(Voces: ¡No! ¡No!)

—El C. Rivera Cabrera: Pido la palabra. Señores que se haga constar mi pro-
testa enérgica, porque se me ha vedado el uso de la palabra; cuando se trata de los 
intereses de la patria hay que hablar claro.

—El C. secretario: El señor Rivera Cabrera solicita permiso para rectificar he-
chos. La Presidencia consulta a la Asamblea si se le concede el uso de la palabra. 
(Voces: ¡Sí! ¡Sí!)

—El C. presidente: Tiene usted la palabra, señor Rivera Cabrera.
—El C. Rivera Cabrera: Señores diputados: Cuando los sagrados intereses de la 

patria están en peligro, no puedo menos de rebelarme y venir a decir aquí muchas 
verdades como en el presente caso. ¿Quiénes vinieron a pedir aquí que se dejara 
el artículo tal como está en el dictamen? El señor diputado Recio, de Yucatán, que 
tiene enfrente la sombra del general Alvarado. (Aplausos nutridos). El señor dipu-
tado Manuel Herrera, que tiene enfrente así también la sombra del general Agustín 
Castro. ¿Hay algo más por lo que la Comisión haya aceptado ese dictamen? Tal pa-
rece, señores, como que se quiere satisfacer muchas ambiciones de muchos señores 
militares que están esparcidos por toda la República, y esto hay que decirlo con todo 
valor y con toda virilidad, porque a mí no me arredra absolutamente ningún peligro. 
(Aplausos nutridos.)

—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Bravo Izquierdo.
—El C. Bravo Izquierdo: Nada tengo que agregar a las grandes verdades que ha 

declarado en esta tribuna el señor Rivera Cabrera. Esto es exacto y yo no sé cómo el 
escrúpulo de la honorable Comisión no se fijó en ello, pues dice que es un ultraje a la 
soberanía de un Estado decir que sea hijo del mismo el que deba ser gobernador de él 
y no se ha fijado que en Puebla está un señor gobernador y candidato cometiendo una 
presión bárbara y que está con el machete en la mano para imponer su candidatura y 
¿qué civil se le va poner enfrente? Probablemente en el Estado de México será Alejo 
González el que se presente como candidato al Gobierno del Estado; renunciará el 
mando de sus fuerzas; quedará como jefe uno de sus subordinados, siempre a sus ór-
denes y que ejercerá la misma presión, esto es indudable. Ahora yo no llego hasta que 
se diga que sean hijos del Estado. Dicen que se hagan las elecciones de acuerdo con 
las leyes electorales del Estado; pues esto es una mentira, porque ya vimos en épocas 
pasadas que el señor Nicolás Meléndez ganó las elecciones de Puebla, sin embargo de 
ser hijo de Veracruz y no reunir los requisitos constitucionales. Dice, por otra parte, 
el señor Jara, que esas eran imposiciones; pues es claro: si no eran electos por el pue-
blo, tenían que ser impuestos. En este caso, ¿Por qué no vamos a levantar nuestra 
voz para protestar, los que somos revolucionarios, en contra de ese dictamen? ¿Qué, 
no tenemos grandes intelectuales en nuestros Estados? Señores diputados, es verdad 
que yo no sé si la 2ª Comisión pretenda favorecer a determinada personalidad, pero 
la cuestión es que si nosotros aprobamos ese artículo, admitiremos la imposición en 
toda la República y la dejamos en las mismas circunstancias en que estaba antes de 
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la revolución. La diputación del Estado de Oaxaca, conozco de ella uno o dos, entre 
ellos el señor Rivera Cabrera, que son hijos de Oaxaca y verdaderos revolucionarios; 
los demás son como otros muchos, pero no quiero hacer alusiones personales, que 
nada más vienen vendidos, vienen pagados, son los eternos paniaguados de la polí-
tica. (Aplausos estruendosos.) Para declarar verdades yo no temo a nadie absoluta-
mente. La verdad se debe decir aquí, que el Congreso Constituyente, que es la base 
de la felicidad futura de nuestra patria, debe consignar este hecho, y hacer constar 
los ideales del pueblo para que no sean burlados nuestros principios, porque así como 
protestamos contra Huerta, sería yo el primero en empuñar el rifle contra cualquier 
Gobierno para echarlo abajo. (Aplausos nutridos.)

—El C. secretario: Se va a leer una iniciativa presentada por los señores Amador 
Lozano, Samuel de los Santos y otros ciudadanos diputados. (Leyó.)

—El C. Jara, miembro de la Comisión: La Comisión, por mi conducto, manifiesta 
que no tiene inconveniente alguno en aceptar esa reforma. (Aplausos.) Al afecto, 
hará la adición en seguida para que sea votada desde luego. No quiero dejar pasar 
inadvertidas ciertas palabras que ha vertido el señor Rivera Cabrera. Parece que 
nosotros, la 2ª Comisión, según su criterio, hemos sido los instrumentos de no sé qué 
maquinaciones. No, señores; debo decir al señor Rivera Cabrera, que en nombre del 
patriotismo que lleva en su pecho, quería arrancarnos un buen pedazo del Estado de 
Veracruz para erigirse en califa de Tehuantepec.

—El C. Rivera Cabrera: Sí, pero dentro de la misma patria.
—El C. Jara: Nosotros, sobre los intereses de los militares, sobre los intereses de 

los señores candidatos a los gobiernos de los Estados, consideramos que están los in-
tereses de la patria, y como miembros de este Congreso Constituyente, no nos hemos 
fijado en que en tal o cual Estado pase esto o aquello, sino en implantar las bases 
de una Constitución, haciendo caber en ellas lo que realmente deba caber. Por otra 
parte, el señor Bravo Izquierdo, si pasa allá en Puebla lo que dice que está pasando, 
y que viene a denunciar aquí, ya podía haberlo hecho con anterioridad y ocurriendo 
al Primer Jefe, señalándole los abusos.

—El C. Bravo Izquierdo: No soy un delator, señor.
—El C. Jara: Si es usted ciudadano, debe venir a defender sus derechos donde-

quiera, no sólo ante el Congreso Constituyente, sino ante el Primer Jefe. (Voces: ¡A 
votar! ¡A votar!) Así pues, señores diputados, son injustas las apreciaciones que se 
han hecho acerca de la 2ª Comisión; es muy sencillo lanzar un cargo, pero cuando 
digo una cosa la pruebo.

—El C. secretario: La Presidencia llama la atención al señor Bravo Izquierdo 
que debe pedir la palabra cuando desee hablar.

—El C. Jara: Pero es muy difícil probarlo. Nosotros en nuestras funciones hemos 
procedido con toda honradez, hemos procedido guiados por nuestro criterio, y si he-
mos cometido algún error, culpa será de nuestra incompetencia, pero jamás de nues-
tra falta de patriotismo y de honradez, porque eso está sobre toda sospecha.

—El C. Recio: Deseo rectificar un hecho y le hago la siguiente observación al se-
ñor Rivera Cabrera. Yo le pago el pasaje de ida y vuelta a Yucatán para presentarlo a 
cada uno de mis electores, a los 7,800 ciudadanos que han votado por mi candidatura.

—Varios CC. diputados: Pido la palabra. (Campanilla. Voces: ¡A votar! ¡A votar! 
Campanilla.)

—El C. secretario: La Presidencia consulta a la Asamblea si se concede permiso 
a la 2ª Comisión para poder retirar el dictamen.

—El C. Rivera Manuel: Pido la palabra.
—El C. Ibarra: Pido la palabra, señor presidente. (Campanilla. Murmullos. Des-

orden. Voces: ¡A votar! ¡A votar!)
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—El C. presidente: Tiene la palabra el ciudadano Ibarra. (Voces: ¡Que hable 
Herrera! ¡Que hable Herrera!)

—El C. Ibarra: Señores, el ciudadano presidente me ha concedido el uso de la 
palabra. (Voces: ¡Que hable Herrera! ¡Que hable Herrera! Campanilla. Desorden.)

—El C. secretario, a las 12.45 de la noche: El ciudadano presidente, en vista del 
desorden que reina en la Asamblea, levanta la sesión.

t
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